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La seguridad supone la exención de peligro o daño. Pero, 
la seguridad no surge cuando el Estado asume un rol 
pasivo, sino cuando tiene un protagonismo activo, 
supervisando a las instituciones encargadas de brindarla, 
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En la presente investigación se ha analizado la vulnerabilidad de la seguridad 
jurídica en el tráfico comercial de bienes sociales por falta de actualización del 
estado civil de los contratantes, en base a las sentencias de los Juzgados 
Civiles de Arequipa, toda vez que en nuestros tiempos, con cierta frecuencia, 
se viene presentando problemas por casos de disposición unilateral de bienes 
de la sociedad de gananciales por parte de uno de los cónyuges que en 
Registros Públicos figura como el único titular y en su DNI aparece como 
soltero, a pesar que es casado y el bien es de la sociedad conyugal. Cuando se 
da estos casos, el cónyuge que no intervino, buscando invalidarlos cuestiona 
judicialmente dichos actos, los cuales en algunos casos han sido amparados y 
en otros no, y en cualquiera de ellos se afectan derechos, sea del tercero 
adquirente o del cónyuge no interviniente.  
La raíz del problema descrito, es la falta de actualización del estado civil de los 
contratantes. Ello se ha constatado en la presente investigación, pues 
encontramos que en Arequipa, así como a nivel nacional, existen casos en que 
uno de los cónyuges, aprovechando que en los registros públicos figura como 
único titular y que en su DNI aparece como soltero, por no estar actualizado su 
estado civil, ha dispuesto unilateralmente bienes de la sociedad de 
gananciales, lo que se evidencia en los múltiples procesos judiciales donde se 
cuestionan este tipo de actos.  
Asimismo a través en la presente investigación se advierte que nuestro 
ordenamiento jurídico no permite tutelar adecuadamente el derecho del 
cónyuge no interviniente, ni del tercero adquirente, en casos de disposición 
unilateral de bienes sociales como los descritos líneas arriba, por cuanto el 
artículo 315 del Código Civil no ha previsto la sanción que corresponde ante la 
disposición unilateral de bienes sociales, ni ha previsto la tutela del tercero 
adquirente de buena fe, haciendo que a nivel de los Juzgados Civiles los 




Es por ello que, nuestra investigación concluye que en nuestro país, la 
seguridad jurídica en el tráfico comercial de bienes sociales es vulnerable, pues 
al no existir certeza respecto a este tipo de disposición de bienes sociales, se 
genera un estado de desconfianza tanto para los cónyuges, así como para los 
terceros adquirentes y la sociedad en general. Frente a ello, creemos que un 
mecanismo para evitar estas situaciones es la creación del Registro de 
Matrimonios que permitiría publicitar el estado civil de todos los ciudadanos, así 
como regular la obligatoria interconexión informativa entre el RENIEC y 
Registros Públicos, para efectivizar la actualización de oficio del estado civil de 
los ciudadanos y con ello evitar la disposición unilateral de bienes de la 
sociedad de gananciales; de esta manera se otorgaría seguridad jurídica a 
todos los actos jurídicos en los cuales se disponga un bien social. 
 









In the present investigation, the vulnerability of legal security in the commercial 
traffic of social goods has been analyzed due to the lack of updating of the civil 
status of the contracting parties, based on the judgments of the Civil Courts of 
Arequipa, since in our times, with some frequency, problems arise due to cases 
of unilateral disposition of assets of the community of acquisitions by one of the 
spouses that in Public Registries appears as the sole owner and in his DNI he 
appears as single, although he is married and the good is of the conjugal 
society. When these cases occur, the spouse who did not intervene, seeking to 
invalidate them judicially questioned those acts, which in some cases have 
been protected and in others, and in any of them affects rights, either of the 
third party purchaser or of the non-intervening spouse.  
The root of the problem described is the failure to update the civil status of the 
contractors. This has been verified in the present investigation, since we find 
that in Arequipa, as well as at the national level, there are cases in which one of 
the spouses, taking advantage of the fact that in the public registers appears as 
the sole holder and that in his DNI he appears as single, not be updated their 
marital status, has unilaterally disposed of assets of the community of 
acquisitions, which is evident in the multiple judicial processes where these 
types of acts are questioned. 
Also through this investigation is warned that our legal system does not allow 
adequately protect the right of the non-intervening spouse, or third-party 
purchaser, in cases of unilateral provision of social property as described 
above, because Article 315 of the Code Civil has not foreseen the sanction that 
corresponds to the unilateral disposition of social goods, nor has it foreseen the 
protection of the third party purchaser in good faith, causing that at the level of 
the Civil Courts the judges solve this type of processes applying different 
criteria. 
That is why, our investigation concludes that in our country, the legal security in 
the commercial traffic of social goods is vulnerable, since in the absence of 
certainty regarding this type of social goods disposition, a state of distrust is 
generated for both spouses, as well as for third-party purchasers and society in 
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general. Faced with this, we believe that a mechanism to avoid these situations 
is the creation of the Registry of Marriages that would allow publicizing the civil 
status of all citizens, as well as regulating the mandatory information 
interconnection between RENIEC and Public Registries, in order to carry out 
the official update. of the civil status of citizens and thereby avoid the unilateral 
disposition of assets of the community of acquisitions; in this way legal security 
would be granted to all legal acts in which a social good is disposed. 
 








En nuestros tiempos, con cierta frecuencia escuchamos que uno de los 
cónyuges ha dispuesto o gravado bienes de la sociedad de gananciales, sin la 
intervención del otro cónyuge, aprovechando que en su Documento Nacional 
de Identidad (DNI) aparece como “soltero”, cuando en realidad es casado y en 
el Registro Público aparece como soltero y único titular del bien. 
Estas situaciones ocurren por la falta de actualización del estado civil de los 
cónyuges contratantes, dado que muchas personas casadas no actualizan su 
estado civil y en su DNI aparecen como solteros, por lo que adquieren e 
inscriben bienes en los Registros Públicos a nombre de uno solo de los 
cónyuges, luego dicho bien es dispuesto o gravado únicamente por quien 
aparece como el único titular registral.  
La situación descrita afecta los derechos del cónyuge no interviniente, por lo 
que éste cuestiona judicialmente dicho acto de disposición, a fin de invalidarlo y 
así rescatar el bien. Cuando ocurre ello, corren riesgo los derechos del tercero 
adquirente, toda vez que existe la posibilidad de perderlos, a pesar que haya 
adquirido el bien de buena fe, de quien aparecía como único propietario en los 
Registros Públicos; es decir, no hay seguridad jurídica en el tráfico comercial 
de bienes sociales, debilitándose de esta forma los alcances de la buena fe 
registral y la seguridad jurídica que otorga los Registros Públicos. 
Al resolver este tipo de conflictos, los Jueces no han aplicado criterios 
uniformes, pues, en unos casos han declarado nulo dichos actos de 
disposición, en otros ineficaz, y en otros improcedente la demanda, 
produciendo incertidumbre, respecto a cuál sería la pretensión que deberían 
incoar; y si los derechos que deben proteger deben ser del cónyuge 
perjudicado o del tercero adquirente.  
Como podemos ver, la raíz de estos problemas es la falta de actualización del 
estado civil de los contratantes,  dado que  no existe  mecanismo  alguno que 
nos permita conocer el estado civil de los ciudadanos, siendo ello trascendental 
para evitar este tipo de conflictos. 
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Por los motivos expuestos, es que nos planteamos la presente investigación 
titulada: “Vulnerabilidad de la seguridad jurídica en el tráfico comercial de 
bienes sociales por la falta de actualización del estado civil de los contratantes, 
según las sentencias de los Juzgados Civiles de Arequipa, 2012-2016”, con la 
finalidad de alcanzar los siguientes objetivos: 
 Determinar si debido a la falta de actualización del Estado Civil de los 
contratantes, se han presentado casos de disposición unilateral de bienes 
de la sociedad de gananciales. 
 Analizar si nuestro sistema jurídico permite tutelar el derecho del cónyuge 
que no intervino y del tercero adquirente, en casos de disposición unilateral 
del bien social, efectuada por uno de los cónyuges,  aprovechando la falta 
de actualización de su estado civil. 
 Demostrar la vulnerabilidad de la seguridad jurídica en el tráfico comercial 
de bienes sociales por  falta de actualización del estado civil de los 
contratantes. 
 Determinar la existencia de la necesidad de regular la obligatoriedad de la 
interconexión informática entre el RENIEC y Registros Públicos, a fin de 
actualizar de oficio el estado civil de los ciudadanos. 
Concordante con los objetivos de la presente tesis, como hipótesis nos 
planteamos el siguiente: “Es probable que la seguridad jurídica en el tráfico 
comercial de bienes sociales, sea vulnerable, cuando estos bienes son 
dispuestos unilateralmente por uno de los cónyuges aprovechando la falta de 
actualización de su estado civil”. 
A la fecha, los objetivos planteados han sido alcanzados, así como la hipótesis  
fue comprobada. Constituyendo el presente un aporte que sienta bases para 
lograr la ansiada actualización del estado civil de las personas y evitar las 
malas prácticas, como la disposición unilateral de un bien social. 
Con la finalidad de presentar adecuadamente los resultados de la 
investigación, el presente informe se ha estructurado en cuatro capítulos: 
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Capítulo I, referido al RENIEC y el estado civil de los contratantes, donde se 
revisa las funciones y la importancia de este organismo del Estado que se 
encarga de los Registros Civiles, entre ellos el estado civil de las personas. 
Capítulo II, referido a la disposición unilateral de bienes de la sociedad de 
gananciales, donde nos ocupamos a analizar las implicancias de la disposición 
unilateral de bienes de la sociedad de gananciales. 
Capítulo III, referido a la seguridad jurídica en el tráfico comercial de bienes de 
la sociedad de gananciales, donde estudiamos la seguridad jurídica, su 
interrelación con el sistema registral peruano y su situación frente al tráfico 
comercial de bienes de la sociedad de gananciales. 
Capítulo IV, referido a los resultados de la investigación, donde hacemos 
constar los resultados que se ha obtenido a través de la presente investigación, 
los cuales demuestran el logro de los objetivos y la demostración de la 
hipótesis planteada.  
Al final acompañamos nuestras conclusiones, recomendaciones y bibliografía, 
donde resalta el Proyecto de Ley, que propone la modificación del Código Civil, 
la Ley Orgánica del RENIEC y la implementación del Registro de Matrimonios 
como integrante del Registro Personal del Registro de Personas Naturales, a 
fin de viabilizar la actualización de oficio del estado civil de las personas, 
buscando la interconexión informática entre el RENIEC y los Registros 
Públicos.  
Finalmente mis agradecimientos a todas las personas que de una y otra 
manera han intervenido y brindado apoyo para la culminación del presente 











RENIEC Y EL ESTADO CIVIL DE LOS CONTRATANTES 
1. Sistema de Registro Civil en el Perú 
1.1. El Registro Civil 
Se entiende al Registro Civil como “el asentamiento continuo, 
permanente, obligatorio y universal de los sucesos vitales acaecidos a 
las personas, y sus características, en la forma estipulada por decreto 
o reglamentación de conformidad con las disposiciones legales de 
cada país” (Naciones Unidas, 2014, 71).  
El objetivo del Registro Civil “es registrar y establecer los documentos 
estipulados por la ley relacionados con el comienzo y fin de la vida, y 
cambios del estado civil de las personas (nacimientos, defunciones y 
|matrimonios). Un sistema de registro completo permite satisfacer 
necesidades de datos e información relativa a divisiones 
administrativas más pequeñas; asimismo, proporciona datos 
estadísticos para la planificación y formulación de planes y programas 
relativos a la niñez y a la protección de los derechos humanos” (INEI, 
2016, 17). 
De modo que, el Registro Civil es el encargado de registrar y 
documentar los hechos o actos relacionados con el comienzo y el fin 
de la vida, los cambios del estado civil de las personas naturales, y 
otras situaciones que las leyes le encomienden, por lo que, se 
constituye en la garantía de la seguridad jurídica de estas situaciones 
al ser inscritas en el registro, convirtiéndose en una verdad oficial, con 
presunción de exactitud registral. 
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El Registro Civil, en nuestro país, nace con la promulgación del primer 
Código Civil, del 26 de junio del 1852, el mismo que dispone la 
inscripción de nacimientos, matrimonios y defunciones de personas. 
Del registro y la documentación estaban encargadas las 
municipalidades. Esta situación se mantuvo con ciertos cambios hasta 
la promulgación de la Ley Nº 26497, Ley Orgánica del Registro 
Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC), del 12 de julio de 
1995. A partir de esa fecha, el RENIEC se convierte en el “organismo 
encargado de organizar y mantener el registro único de identificación 
de las personas naturales e inscribir los hechos y actos relativos a su 
capacidad y estado civil” (INEI, 2012, 13).  
1.2. El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil - RENIEC 
El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC) es un 
organismo autónomo del Estado peruano, creado por el artículo 1° de 
la Ley N° 26497, Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación 
y Estado Civil,  del 12 de julio de 1995, con arreglo a los artículos 
177° y 183° de la Constitución Política del Perú. Es “un organismo 
autónomo que cuenta con personería jurídica de derecho público 
interno y goza de atribuciones en materia registral, técnica, 
administrativa, económica y financiera” (Ley 26497, 1995, artículo 1°). 
Nuestra Constitución señala que “el Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil tiene a su cargo la inscripción de los 
nacimientos, matrimonios, divorcios, defunciones, y otros actos que 
modifican el estado civil. Emite las constancias correspondientes. 
Prepara y mantiene actualizado el padrón electoral. Proporciona al 
Jurado Nacional de Elecciones y a la Oficina Nacional de Procesos 
Electorales la información necesaria para el cumplimiento de sus 
funciones. Mantiene el registro de identificación de los ciudadanos y 
emite los documentos que acreditan su identidad. Ejerce las demás 




A nivel legal, la Ley N° 26497, Ley Orgánica del Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil, señala que RENIEC “es la entidad 
encargada de organizar y mantener el registro único de identificación 
de las personas naturales e inscribir los hechos y actos relativos a su 
capacidad y estado civil” (Ley 26497, 1995, Artículo 2°).  
De manera que, el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil -
RENIEC, es el organismo del Estado encargado de organizar y 
mantener el registro único de identificación de las personas naturales 
e inscribir los hechos y actos relativos a su capacidad y estado civil, 
para lo cual otorga el Documento Nacional de Identidad (DNI), registra 
hechos vitales como nacimientos, matrimonios, defunciones, divorcios 
y otros actos que modifican el estado civil. Asimismo, durante los 
procesos electorales, proporciona a la entidad encargada el Padrón 
Electoral que se utilizará en las elecciones. 
El RENIEC, en su condición de organismo estatal autónomo, funciona 
con sede en Lima. Sin embargo, a fin de brindar una atención 
descentralizada, cuenta con órganos desconcentrados en diferentes 
ciudades del país. 
1.3. Funciones del RENIEC 
La función constitucionalmente encargada al RENIEC es “la 
inscripción de los nacimientos, matrimonios, divorcios, defunciones, y 
otros actos que modifican el estado civil” (Constitución, 1993, artículo 
183). Es decir, tiene como sus funciones básicas la custodia y  
mantenimiento del registro único de identificación de las personas y el 
registro de los actos que modifican el estado civil. 
Así tiene señalado su Ley Orgánica, cuando nos dice que “son 
funciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil: 
a) Planear, organizar, dirigir, normar y racionalizar las inscripciones de 
su competencia; 
b) Registrar los nacimientos, matrimonios, divorcios, defunciones y 
demás actos que modifiquen el estado civil de las personas, así 
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como las resoluciones judiciales o administrativas que a ellos se 
refieran susceptibles de inscripción y los demás actos que señale la 
ley; 
c)  Emitir las constancias de inscripción correspondientes; 
d) Preparar y mantener actualizado el padrón electoral en 
coordinación con la Oficina Nacional de Procesos Electorales; 
e) Proporcionar al Jurado Nacional de Elecciones y a la Oficina 
Nacional de Procesos Electorales la información necesaria para el 
cumplimiento de sus funciones; 
f)  Mantener el Registro de Identificación de las personas; 
g) Emitir el documento único que acredita la identidad de las 
personas, así como sus duplicados; 
h) Promover la formación de personal calificado que requiera la 
institución; 
i) Colaborar con el ejercicio de las funciones de las autoridades 
policiales y judiciales pertinentes para la identificación de las 
personas, dejando a salvo lo establecido en el inciso siguiente y en 
los incisos 1), 5) y 6) del Artículo 2 de la Constitución Política del 
Perú; 
j) Velar por el irrestricto respeto del derecho a la intimidad e identidad 
de la persona y los demás derechos inherentes a ella derivados de 
su inscripción en el registro; 
k) Garantizar la privacidad de los datos relativos a las personas que 
son materia de inscripción; 
l)  Implementar, organizar, mantener y supervisar el funcionamiento 
de los registros dactiloscópico y pelmatoscópico de las personas; 
m) Brindar, durante los procesos electorales, la máxima cooperación 
a la Oficina Nacional de Procesos Electorales, facilitando el uso de 
su infraestructura material y humana; 
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n)  Cumplir las demás funciones que se le encomiende por ley. 
o) Realizar la verificación de la autenticidad de las firmas de 
adherentes para la inscripción de toda organización política, así 
como para el ejercicio de los derechos políticos previstos por la 
Constitución y las leyes” (Ley 26497, 1995, artículo 6°). 
De esta manera, el RENIEC viene a ser la entidad encargada de 
registrar los matrimonios y demás actos que modifiquen el estado civil 
de las personas. Por lo que el estado civil que figura en los registros 
del RENIEC, estado civil que aparece consignado en el Documento 
Nacional de Identidad (DNI), tiene valor oficial para cualquier trámite o 
actuación que realice una persona.   
1.4. Registros que componen el RENIEC 
Nuestra Constitución Política establece que “el Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil tiene a su cargo la inscripción de los 
nacimientos, matrimonios, divorcios, defunciones, y otros actos que 
modifican el estado civil” (Constitución, 1993, artículo 183°).  
Concordante con la Constitución, la Ley Orgánica del RENIEC, señala 
que “el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil es la entidad 
encargada de organizar y mantener el registro único de identificación 
de las personas naturales e inscribir los hechos y actos relativos a su 
capacidad y estado civil” (Ley 26497, 1995, artículo 2°). 
A partir de ello podemos advertir dos tipos de funciones, relacionadas 
entre sí, pero marcadamente diferenciados. El primero, referido a un 
registro único de identificación de las personas naturales (RUIPN) y el 
segundo referido al registro de estado civil de las personas (REC). 
El  Registro Único de Identificación de las Personas Naturales 
(RUIPN), viene a ser “el registro que administra y organiza el RENIEC 
por disposición constitucional expresa, en el que se incorporan desde 
su nacimiento a los nacionales y cuya inscripción genera la 
expedición del Documento Nacional de Identidad (DNI) 
correspondiente” (GP-340-GPRC/SGPRC/005, 2016, 9). 
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En este caso, los nacimientos se inscriben “por tipo de inscripción y 
sexo, según lugar de inscripción, contiene información sobre los 
nacimientos inscritos en línea o de manera manual, por tipo de 
inscripción (ordinaria, extemporánea o judicial) y según lugar de 
inscripción (Departamento, provincia y distrito)” (Reniec, 2016, 1).  
El registro de Estado Civil de las Personas (REC), es el registro 
donde se inscriben  los hechos y actos relativos a su capacidad y 
estado civil, como “los matrimonios y las defunciones, así mismo los 
actos que modifican el Estado Civil de las personas, como son el 
reconocimiento, divorcio, adopción (nacimiento inscrito como 
resultado de un trámite administrativo, judicial o notarial de adopción)” 
(Reniec, 2016, 1). 
Los matrimonios se inscriben “por tipo de inscripción, según lugar de 
inscripción, contiene información sobre los matrimonios, divorcios o 
defunciones inscritos en línea o de manera manual, por tipo de 
inscripción (ordinaria, extemporánea o judicial) y según lugar de 
inscripción (Departamento, provincia y distrito)” (Reniec, 2016, 1). 
Las defunciones también se inscriben “por tipo de inscripción, según 
lugar de inscripción, contiene información sobre las defunciones 
inscritas en línea o de manera manual, por tipo de inscripción 
(ordinaria, extemporánea o judicial) y según lugar de inscripción 
(Departamento, provincia y distrito)” (Reniec, 2016, 2).  
Similarmente, los divorcios se inscriben “según lugar de inscripción, 
contiene información sobre los divorcios inscritos, según lugar de 
inscripción (Departamento, provincia y distrito)” (Reniec, 2016, 2).  
1.5. Fuerza probatoria del Registro del RENIEC 
Los registros que mantiene el RENIEC es la información oficial con 
que contamos, por lo tanto más confiable, sobre el nacimiento y 
fallecimiento de las personas, del estado civil, de sus capacidades 
para elegir y ser elegidos, entre otros. Así como los registros de la 
SUNARP son esenciales para otorgar seguridad jurídica, proteger y 
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promover el derecho de propiedad, los registros del RENIEC son 
esenciales para proteger los “derechos personalísimos, que son los 
más sensibles” (Ruiz, 2010, 49).  
Un sistema de registro completo como el del RENIEC, “permite 
satisfacer necesidades de datos e información sobre las personas; 
asimismo, proporciona datos estadísticos para la planificación y 
formulación de planes y programas relativos a la niñez y a la 
protección de los derechos humanos. El objetivo de un sistema de 
registro civil es registrar y establecer los documentos estipulados por 
la ley relacionados con el comienzo y fin de la vida, y cambios del 
estado civil de las personas (nacimientos, defunciones y 
matrimonios)” (INEI, 2012, 13). 
Debemos tener en cuenta que “la finalidad esencial del registro civil 
es la de proporcionar instrumentos jurídicos de interés directo para las 
personas. Las sociedades actuales, incluso las menos desarrolladas, 
muestran una gran complejidad en las relaciones entre personas y 
una creciente burocratización en la relación individuo/Estado, de ahí 
que sea fundamental para la seguridad del tráfico jurídico que toda 
persona disponga de medios probatorios de carácter especial que le 
permitan probar, con total certeza, los hechos referentes a su propia 
existencia, a su identidad y a sus situaciones personales y familiares. 
La principal razón de ser del registro civil —su finalidad básica y de la 
que debe responsabilizarse el Estado— es la de hacer las funciones 
de institución capaz de dar a conocer los hechos relativos al estado 
civil, sobre la base de principios jurídicos y técnicos, mediante la cual 
los particulares encuentren asegurada la legitimidad y autenticidad de 
los hechos relacionados con el estado civil para poder acreditarlos 
ante otros particulares o ante la propia administración, a través de los 
documentos públicos registrales que son las certificaciones” 
(Naciones Unidas, 2014, 72). 
Por lo que, es correcto decir, que un registro como el que mantiene 
RENIEC constituye un sistema eficaz para disponer de información 
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veraz y actualizada sobre hechos vitales ocurridos durante un período 
determinado, por lo tanto estos datos, al haber sido registrados 
cumpliendo todos los requisitos de fondo y de forma exigidos por ley, 
constituyen prueba plena y deben ser aceptados por los jueces y 
autoridades públicas sin objeción alguna, a menos que exista prueba 
en contrario. 
2. El Estado Civil de la persona 
2.1. Estado Civil 
El estado civil “es una calidad y a la vez un derecho extrapatrimonial, 
consubstancial a la persona humana, que importa cualidades, 
atributos y circunstancias diversas y mutables, según los casos, y 
que, empezando por identificar a la persona, fijan su condición 
jurídica, incluso su capacidad de obrar, con ostensible carácter de 
generalidad y permanencia que justifican y aconsejan su acceso al 
registro” (Fueyo, 1982, 31). 
Espinoza (2011) identifica el estado civil con el estado personal o 
status personae, y señala que “es una síntesis concreta y real del 
conjunto de situaciones jurídicas de cada sujeto individualmente 
considerado, que influyen en su capacidad de ejercicio” (p. 995) 
En ese sentido, el estado civil de una persona viene a ser esa 
situación jurídica en la que se encuentra toda persona desde su 
nacimiento hasta la muerte, compuesta por una serie de cualidades o 
circunstancias modificables, que permite a la persona ejercitar o no 
ciertos derechos vinculados a su persona, sus relaciones familiares o 
al entorno en el que se desenvuelve. 
Conforme a la normativa del Registro Nacional de Identificación y 
Estado Civil – RENIEC, así como el Código Civil, el concepto de 
estado civil está referido más a la relación conyugal de una persona, 
por lo que se habla de hasta cuatro posibles estados civiles, los 
mismos que son representados en el Documento Nacional de 
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Identidad con una letra, si es Soltero (S), Casado (C), Viudo (V) y 
Divorciado (D). 
Cada uno de esos estados es resultado del cumplimiento de ciertos 
requisitos. Por ejemplo el estado civil casado, resulta al contraer 
matrimonio, y para una persona con ese estado nuestra legislación ha 
establecido derechos y deberes específicos. Tal es el caso de las 
reglas impuestas por el Código Civil para la disposición de los bienes 
sociales, que mediante su artículo 315° señala que “para disponer de 
los bienes sociales o gravarlos, se requiere la intervención del marido 
y la mujer. Empero, cualquiera de ellos puede ejercitar tal facultad, si 
tiene poder especial del otro” (Código Civil, 1984, artículo 315). 
Señalamos esto, por cuanto constituye un punto o tema 
completamente vinculado con nuestra investigación. 
2.2. El matrimonio y el estado civil 
Nuestro Código Civil señala que “el matrimonio es la unión 
voluntariamente concertada por un varón y una mujer legalmente 
aptos para ella y formalizada con sujeción a las disposiciones de este 
Código, a fin de hacer vida común. El marido y la mujer tienen en el 
hogar autoridad, consideraciones, derechos, deberes y 
responsabilidades iguales” (Código Civil, 1984, artículo 234).  
Entonces podemos decir que el matrimonio viene a ser la unión 
voluntaria de un hombre y una mujer, legalmente aptos para ella, con 
el fin de establecer una plena comunidad de vida, la misma que no 
solamente goza del reconocimiento social, sino que se encuentra 
reconocida tanto legal y constitucionalmente. 
Al contraer el matrimonio los cónyuges dejan de ser solteros, para 
pasar a ostentar el estado civil de casados, y como tal nacen deberes 
y derechos propios de las personas casadas, como la obligación de 
alimentar a los hijos, el deber de fidelidad y asistencia mutua, de 
hacer vida común en el domicilio conyugal, entre otros. De igual 
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manera, con el matrimonio se establece un determinado régimen 
patrimonial.  
Conforme a nuestra legislación el estado civil de casado, así como 
sus variaciones deben inscribirse obligatoriamente en el RENIEC. La 
Ley 26497, Ley Orgánica del RENIEC señala expresamente que “el 
registro del estado civil de las personas es obligatorio y concierne a 
los directamente involucrados en el acto susceptible de inscripción” 
(Ley 26497, 1995, artículo 41°), señalando expresamente en su 
artículo 44° los actos inscribibles en el Registro del RENIEC, entre 
ellos se encuentra el matrimonio. 
2.3. El Documento Nacional de Identidad y el Estado Civil 
“El Documento Nacional de Identidad (DNI) es un documento público, 
personal e intransferible. Constituye la única cédula de Identidad 
Personal para todos los actos civiles, comerciales, administrativos, 
judiciales y, en general, para todos aquellos casos en que, por 
mandato legal, deba ser presentado. Constituye también el único 
título de derecho al sufragio de la persona a cuyo favor ha sido 
otorgado” (Ley 26497, 1995, artículo 26°). 
La Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 
(RENIEC), en su artículo 32° señala que “el Documento Nacional de 
Identidad (DNI) debe contener, como mínimo, la fotografía del titular 
de frente y con la cabeza descubierta, la impresión de la huella 
dactilar del índice de la mano derecha del titular o de la mano 
izquierda a falta de este, además de los siguientes datos:  
a) La denominación de Documento Nacional de Identidad o D.N.I. 
b) El código único de identificación que se le ha asignado a la 
persona. 
c) Los nombres y apellidos del titular. 
d) El sexo del titular. 
e) El lugar y fecha de nacimiento del titular. 
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f) El estado civil del titular. 
g) La firma del titular. 
h) La firma del funcionario autorizado. 
i) La fecha de emisión del documento. 
j) La fecha de caducidad del documento. 
k) La declaración del titular de ceder o no sus órganos y tejidos, para 
fines de trasplante o injerto, después de su muerte. 
l) La declaración voluntaria del titular de sufrir discapacidad 
permanente” (Ley 26497, 1995, artículo 32). 
Como se puede ver, la norma citada, en su literal f) señala que el 
Documento Nacional de Identidad debe contener el estado civil del 
titular. Sin embargo, ello debe ser declarado y/o actualizado por el 
mismo titular, por lo que, muchas personas, por conveniencia, 
declaran su estado civil como soltero o soltera, lo cual en muchas 
oportunidades ha generado problemas, sobre todo en el caso de 
disposición unilateral de bienes integrantes de la sociedad de 
gananciales. 
Esta norma fue modificada mediante la Ley N° 29222 respecto a la 
validez y la actualización del DNI. Por ello, actualmente en el tercer 
párrafo de su artículo 37°, señala que “la falta de actualización de los 
datos del Documento Nacional de Identidad (DNI), como los cambios 
de estado civil del titular, o de su decisión de ceder o no órganos y 
tejidos para fines de trasplante o injerto después de su muerte, o de 
otras situaciones de similar naturaleza, no genera la invalidez del 
documento, sino el pago de multa equivalente al cero punto dos por 
ciento (0.2%) de la Unidad Impositiva Tributaria (UIT), salvo los casos 
de dispensa por razones de pobreza” (Ley 29222, artículo 37°). 
El estado civil de las personas deben encontrase actualizados en el 
Registro del RENIEC. Mediante la Resolución Jefatural N° 759-
2008/JNAC/RENIEC, se establece que un plazo de noventa días 
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calendarios, contados a partir de su publicación, deben ser 
actualizados los datos del estado civil en el Documento Nacional de 
Identidad de aquellas personas que con posterioridad a la entrada en 
vigencia de la Ley N° 29222 contrajeron matrimonio, se divorciaron, 
se declaró la nulidad o anulación de su matrimonio o enviudaron. De 
igual manera, se establece un plazo de noventa días para que las 
personas que, a partir de la publicación de la indicada Resolución, 
contraigan matrimonio, se divorcien, se declare la nulidad o anulación 
de su matrimonio o enviuden. Este plazo se computa desde la fecha 
en que se inscriban los referidos actos en el Registro Civil y, en el 
caso de la defunción, desde que se inscribió la partida de defunción 
en el referido Registro. Vencidos los plazos señalados, serán de 
aplicación la sanción prevista en la Ley N° 29222, consistente en una 
multa equivalente al 0.2% de la UIT (Resolución Jefatural N° 759-
2008/JNAC/RENIEC). 
2.4. La importancia de inscribir y actualizar el Estado Civil  
Inscribir y actualizar el estado civil en el Reniec resulta de mucha 
transcendencia, toda vez que el no actualizar acarreará sanciones 
para el que incumpla, y puede presentarse complicaciones en el 
ejercicio de su vida y actividades comerciales con afectación de 
familiares y terceros.  
Por ejemplo, conforme a nuestra legislación, artículo 37° de la Ley 
26497, Ley Orgánica del RENIEC, modificada mediante Ley                 
N° 29222, y la Resolución Jefatural N° 759-2008/JNAC/RENIEC, 
precisa que una de las consecuencias de la falta de la actualización 
del estado civil es pagar una multa equivalente al 0.2% de la UIT. 
Además de la indicada multa pecuniaria, la falta de actualización del 
estado civil puede acarrear consecuencias jurídicas de mayor 
repercusión en la esfera comercial de un bien social. Por ejemplo, se 
han presentado problemas en el tráfico comercial de bienes sociales, 
precisamente porque uno de los cónyuges aprovechando que en su 
DNI seguía figurando como soltero, dispone de un bien que pertenece 
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a la sociedad conyugal, perjudicando con ello directamente al otro 
cónyuge y al tercero que adquiere el bien, en base a la información 
que aparecía en Registros Públicos, debilitando así la seguridad 
jurídica en la venta y adquisición de bienes. 
Al resolver esta problemática jurídica, los Juzgados  Civiles de la 
Corte Superior de Arequipa, así como la Corte Suprema, tienen 
criterios diferentes, dado que algunas veces optan por declarar la 
nulidad del acto jurídico de disposición de un bien social y en otros 
casos declaran ineficaz el acto jurídico. Es decir, no hay un criterio 
uniforme que permita proteger el derecho del perjudicado con la venta 
de un bien social. Otro de los problemas que usualmente se presenta 
es cuando uno de los cónyuges a fin de obtener créditos, grava el 
bien social (hipoteca, garantía mobiliaria); como si se tratara de un 
bien propio, es decir realizan dicho acto como si estuvieran solteros, 
aprovechando el estado civil que figura en su Documento Nacional de 
Identidad y la información que aparece en Registros Públicos, ello 
también genera diversos problemas jurídicos a los acreedores, dado 
que no podrán ejecutar la garantía para satisfacer el pago de la 
deuda, por cuanto en la constitución del gravamen no han intervenido 
ambos cónyuges, lo mismo sucede en caso se conceda medida 
cautelares de embargo de un bien social, siendo que en esos 
supuestos el otro cónyuge  hará valer su derecho para que no afecten 
el bien que pertenece a la sociedad conyugal, teniendo que recurrir 
obligatoriamente al Poder Judicial, para hacer valer su derecho 
conforme corresponda. 
Esta problemática, se debe a la falta de actualización del estado civil 
de los contratantes casados que continúan apareciendo como 
solteros en su DNI; tal es así que en los supuestos señalados en los 
párrafos precedentes, siempre va haber un afectado, ya sea el 
cónyuge que no intervino en la celebración del acto o el tercero 
adquirente que actúo guiándose de la información que aparecía en el 
Registro. En el supuesto que el uno de los cónyuges sea afectado, 
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acudirá al Poder Judicial para cuestionar el acto jurídico, 
interponiendo una demanda de nulidad o ineficacia de los actos de 
disposición o gravamen, argumentando que no ha intervenido en el 
acto de disposición o gravamen, amparándose en lo dispuesto por el 
artículo 315° del Código Civil; por esta razón, se presenta inseguridad 
jurídica en el tráfico comercial y a la vez se pone en tela de juicio la 
garantía de la buena fe y publicidad registral que otorga el Registro 
Público. 
Conforme a ello, podemos advertir la importancia de que todos los 
ciudadanos tengamos actualizados nuestro estado civil, en especial 
los que contraen matrimonio. Dicha información debe constar  tanto 
en el RENIEC, como en los Registros Públicos, para que todos los 
ciudadanos, tengan conocimiento del verdadero estado civil de las 
personas, en mérito del principio de publicidad registral, para lograr tal 
fin, debería existir  un registro especial de  matrimonios, con la 
finalidad de publicitar el estado civil de los mismos. Sin embargo, en 
nuestro país no existe tal registro, a pesar que para ello bastaría con 
un sistema unificado que permita el cruce de información entre el 











DISPOSICIÓN UNILATERAL DE BIENES DE LA SOCIEDAD DE 
GANANCIALES 
1. El matrimonio en el derecho peruano 
1.1. Matrimonio 
Conforme a nuestro Código Civil “el matrimonio es la unión 
voluntariamente concertada por un varón y una mujer legalmente 
aptos para ella y formalizada con sujeción a las disposiciones de este 
Código, a fin de hacer vida común” (Código Civil, 1984, artículo 234).  
A nivel doctrinal Gallegos y Jara (2014) manifiestan que el matrimonio 
es el “acuerdo libre de voluntades de un hombre y una mujer, sin el 
cual dicho acto no se configura. En razón del matrimonio, los 
cónyuges se obligan a constituir una comunidad doméstica, o sea, a 
vivir bajo un mismo techo, y se prometen recíprocamente guardarse 
fidelidad y respeto” (p. 31). Por su lado, Azpiri (2005) señala que el 
matrimonio “es la unión solemne de un varón y una mujer, que 
constituyen una plena comunidad de vida arreglada a Derecho” (p. 
66). 
Nuestra Corte Suprema ha señalado que “el matrimonio es la forma 
legal de constituir una familia y consiste en la unión voluntaria 
concertada por un varón y una mujer legalmente aptos para ella y 
formalizada con sujeción a las disposiciones del Código Civil con la 




En ese sentido, debemos entender el matrimonio como la unión 
voluntaria de un hombre y una mujer, legalmente aptos para ella, con 
el fin de establecer una plena comunidad de vida. Esta unión no 
solamente goza del reconocimiento social sino que además se 
encuentra reconocida tanto constitucional y legalmente en nuestro 
país. 
1.2. Finalidad del matrimonio 
Conforme al artículo 234 del Código Civil, la finalidad del matrimonio 
es hacer vida en común entre marido y mujer. Esa vida en común se 
forma con el propósito de “lograr la procreación y educación de los 
hijos y el mutuo auxilio entre ellos” (Torres, 2016, 584).  
A criterio de Cornejo Chávez (1999) los fines del matrimonio “se 
puede abordar desde dos puntos de vista: Sociológico, el matrimonio 
tiene un doble propósito: (i) la promoción y educación de la prole y, (ii) 
el mutuo auxilio entre los cónyuges. Jurídico, el matrimonio presenta 
tres posiciones: (i) creación de la familia, (ii) establecimiento de una 
comunidad de bienes, y; (iii) procreación y educación de la prole y el 
mutuo auxilio en una comunidad de vida” (p. 51 y ss.). 
Méndez y D’Antonio (2001) señalan que “la finalidad del matrimonio 
es la comunidad de vida plena (física, existencial y económica) entre 
la pareja, responsabilizándose del desarrollo de su descendencia” (p. 
94). 
Siendo ello así, diríamos que la finalidad del matrimonio es la plena 
realización de la comunidad de vida entre marido y mujer,  que 
involucra la procreación y educación de los hijos, en caso de 
haberlos, por cuanto no todas las parejas llegan a procrear; asimismo 
implica brindarse ayuda y protección mutua.  
1.3. Los efectos jurídicos del matrimonio 
La regulación de la familia, por lo que también del matrimonio, 
conforme señala el artículo 233º del Código Civil, “tiene por finalidad 
contribuir a la consolidación y fortalecimiento de la familia, en armonía 
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con los principios y normas proclamadas en la Constitución Política” 
(Código Civil, 1984, Artículo 233). 
Por ello, como consecuencia de la celebración del matrimonio, se 
deriva un status que tiende a ser permanente, que se manifiesta en la 
constitución de la familia, la que es regulada y protegida de una 
manera muy especial, con normas que tienen naturaleza de orden 
público.  
Son múltiples las relaciones y efectos que derivan del matrimonio,  
unas son de carácter personal, como la relación entre cónyuges y de 
éstos con sus hijos, y otras son de naturaleza patrimonial, como por 
ejemplo el establecimiento de cierto régimen patrimonial. Ambos tipos 
de relaciones se encuentran reguladas, por normas de nuestro 
ordenamiento jurídico. 
1.3.1. Efectos personales 
Son los efectos que tienen que ver con los cónyuges, así como 
con los hijos. Aquí podemos hablar de las obligaciones 
recíprocas entre los cónyuges y las obligaciones personales de 
los padres respecto a los hijos. 
a) Obligaciones recíprocas entre cónyuges 
Conforme a nuestra legislación, los cónyuges se deben 
recíprocamente fidelidad y asistencia, así como hacer vida 
común en el domicilio conyugal (Código Civil, 1984, artículo 
288 y 289).  
a.1. El deber de fidelidad 
La fidelidad está referida a la lealtad que se deben 
tener los cónyuges entre sí, implicando la obligación 
recíproca éstos de no mantener relación amorosa y 
sexual con personas distintas a su cónyuge. 
Monge Talavera (2010) nos dice que “la fidelidad es un 
deber de lealtad, de observancia de la fe que uno debe 
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al otro. La constancia en el afecto y los sentimientos. 
Lo que supone la obligación de no faltar, ofender, 
deshonrar o humillar al cónyuge. En suma, el deber de 
no traicionarlo. De lo cual se deduce que el deber de 
fidelidad engloba la fidelidad física y la fidelidad moral” 
(p. 235). 
a.2. El deber de asistencia 
El deber de asistencia implica para los cónyuges 
ayudarse y apoyarse mutuamente, tanto moral y 
materialmente, con la finalidad de afrontar juntos los 
avatares de la vida.  
Peralta (2008) nos dice el deber de asistencia está 
presente en “los auxilios y socorros mutuos que se 
prestan los cónyuges en todos los órdenes de la vida” 
(p. 250).  
a.3. El deber de cohabitación 
Cohabitar se entiende como vivir juntos, compartiendo 
la misma habitación y el lecho. 
Monge Talavera (2010) señala que el deber de 
asistencia consiste “en primer lugar, en la obligación de 
compartir una residencia común, un hogar común. Los 
esposos deben vivir juntos, en la misma casa, bajo el 
mismo techo; en segundo lugar, implica una comunidad 
física, alude púdicamente a la comunidad de lecho, a 
las relaciones sexuales conyugales; y en tercer lugar, 
engloba un aspecto económico, se prolonga en 
principio en una unión patrimonial, la cual se expresa 
en la constitución de la sociedad de gananciales; y aun 
cuando los cónyuges hayan optado por el régimen de 
la separación de patrimonios, queda subsistente la 
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obligación común de asumir juntos los gastos que 
conlleva la vida común” (p. 239). 
Además de los indicados, nuestro Código Civil entre sus 
artículos 290° al 294° consagra los derechos y obligaciones 
de los cónyuges como consecuencia del matrimonio, tales 
como: 
-  “Ambos cónyuges tienen el deber y el derecho de 
participar en el gobierno del hogar y de cooperar al 
mejor desenvolvimiento del mismo” (Código Civil, 1984, 
artículo 290). 
-  “Si uno de los cónyuges se dedica exclusivamente al 
trabajo del hogar y al cuidado de los hijos, la obligación 
de sostener a la familia recae sobre el otro, sin perjuicio 
de la ayuda y colaboración que ambos cónyuges se 
deben en uno y otro campo” (Código Civil, 1984, artículo 
291).  
-  “La representación de la sociedad conyugal es ejercida 
conjuntamente por los cónyuges. Cualquiera de ellos, sin 
embargo, puede otorgar poder al otro para que ejerza 
dicha representación de manera total o parcial” (Código 
Civil, 1984, artículo 292). 
- “Si uno de los cónyuges asume la dirección y 
representación de la sociedad, o representa 
unilateralmente a la sociedad conyugal, cuando el otro 
está impedido por interdicción u otra causa, si se ignora 
el paradero del otro o éste se encuentra en lugar remoto, 
o si es que el otro ha abandonado el hogar” (Código 
Civil, 1984, artículo 294). 
b) Obligaciones de los padres con los hijos 
En el matrimonio, la obligación más importante de los 
padres para con sus hijos es velar por las necesidades de 
20 
 
subsistencia desde el nacimiento hasta que alcancen la 
mayoría edad  o puedan valerse por sí mismos.  
En ese marco, una de esas principales obligaciones es la 
obligación alimentaria. Es obligación de los padres 
alimentar a sus hijos. Nuestro Código Civil, establece que 
“los cónyuges se obligan mutuamente por el hecho del 
matrimonio a alimentar y educar a sus hijos” (Código Civil, 
1984, artículo 287°).  
1.3.2. Efectos patrimoniales del matrimonio 
El matrimonio genera una comunidad de vida en la sociedad 
conyugal, donde los bienes materiales cumplen el propósito de 
satisfacer las necesidades de la pareja, así como de los hijos. 
Por ello, a fin de promover la buena administración de los 
bienes materiales del matrimonio se crearon los regímenes 
patrimoniales del matrimonio. 
La naturaleza del presente trabajo hace que este aspecto cobre 
mayor importancia, por lo que este tema trataremos de una 
manera más específica en los puntos siguientes.  
2. Los regímenes patrimoniales del matrimonio 
Los regímenes patrimoniales están constituidos por un conjunto de reglas 
que determinan y delimitan los intereses pecuniarios de los cónyuges, entre 
sí y frente a terceros. 
Al respecto, nuestra legislación confiere a los esponsales la posibilidad de 
elegir el régimen patrimonial que regirá su vida matrimonial. Ello queda 
establecido en el artículo 295 del Código Civil cuando señala que “antes de 
la celebración del matrimonio, los futuros cónyuges pueden optar 
libremente por el régimen de sociedad de gananciales o por el de 
separación de patrimonios, el cual comenzará a regir al celebrarse el 
casamiento. Si los futuros cónyuges optan por el régimen de separación de 
patrimonios, deben otorgar escritura pública, bajo sanción de nulidad. Para 
que surta efecto debe inscribirse en el registro personal. A falta de escritura 
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pública se presume que los interesados han optado por el régimen de 
sociedad de gananciales” (Código Civil, 1984, artículo 295°). 
De allí podemos decir, que nuestra legislación ha acogido el régimen de 
sociedad de gananciales y la de separación de bienes. La jurisprudencia 
nacional también ha entendido en ese sentido, pues señala que “la 
organización económica de la familia constituida matrimonialmente se 
regula a través de los llamados regímenes patrimoniales que, de acuerdo a 
nuestro ordenamiento legal, son la sociedad de gananciales y la separación 
de patrimonios” (Casación N° 3109-98-Cusco, Segundo Considerando). 
2.1. Régimen de sociedad de gananciales 
El régimen de sociedad de gananciales se puede definir como 
“aquella comunidad de bienes vinculados al matrimonio civil, 
constituida por los bienes adquiridos a título oneroso durante el 
matrimonio por los cónyuges, así como por los frutos y productos de 
todos los bienes propios de cada cónyuge” (Mella, 2015, 100). 
Peralta Andía (2008) señala que “la sociedad de gananciales es un 
régimen patrimonial de comunidad, en el cual se distingue bienes 
propios de cada cónyuge y bienes de la sociedad adquiridos 
indistintamente por uno u otro durante el matrimonio y cuyas 
gananciales serán atribuidos por mitades al liquidarse la sociedad” (p. 
276). 
Nuestra Corte Suprema, señala que “la sociedad de gananciales es 
uno de los dos regímenes patrimoniales que contempla nuestra 
Codificación Civil para el desarrollo del matrimonio, en virtud del cual 
pueden existir dos tipos de bienes: los bienes propios de cada 
cónyuge y los bienes sociales, de conformidad con el artículo 
trescientos uno del Código Civil; régimen patrimonial este que fenece 




De modo que, “en el régimen de sociedad de gananciales puede 
haber bienes propios de cada cónyuge y bienes de la sociedad” 
(Código Civil, 1984, artículo 301). 
El régimen de sociedad de gananciales “estará vigente, de ordinario, 
mientras dure el matrimonio, salvo que convencionalmente se cambie 
de régimen, o como consecuencia de una sentencia en un juicio de 
separación de patrimonios, o se produzca una separación legal. Por lo 
tanto, el fin de la sociedad de gananciales deberá ocurrir cuando ya 
no exista matrimonio, y no existirá por muerte de uno de los 
cónyuges, por divorcio o por invalidación del matrimonio. Algunos 
supuestos de término de la sociedad debemos considerarlos como 
ordinarios, tal es el caso de la muerte de uno de los cónyuges, o 
extraordinarios, como sería el caso de la ausencia de un cónyuge” 
(Aguilar, 2013, 172). 
En este régimen “los patrimonios involucrados en la sociedad de 
gananciales se encuentran conformados por los activos (bienes y 
derechos) y por los pasivos (cargas y deudas). En este sentido, 
respecto de la parte activa de los patrimonios involucrados, componen 
el régimen de sociedad de gananciales, los bienes propios de cada 
uno de los cónyuges y los bienes sociales” (Canales, 2015, 108). 
Los bienes de la sociedad conyugal no constituyen copropiedad de 
los cónyuges, sino un patrimonio autónomo, que conforme al artículo 
65 del Código Procesal Civil “existe patrimonio autónomo cuando dos 
o más personas tienen un derecho o interés común respecto de un 
bien, sin constituir una persona jurídica” (Torres, 2016, 714).  
“No es de aplicación a la sociedad de gananciales las normas que 
regulan el derecho real de copropiedad, por cuanto cada cónyuge no 
es titular de acciones o derechos o de cuotas ideales de los bienes 
sociales. La titularidad dominial de cada cónyuge sobre los bienes 
sociales es expectaticia, la misma que se concretizará una vez que se 
liquide la sociedad como consecuencia de su fenecimiento por alguna 
de las causales señaladas en el artículo 318 del mismo Código y se 
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divida las gananciales (remanente que queda después de realizar los 
actos señalados en el artículo 322) por mitad entre ambos cónyuges o 
sus respectivos herederos” (Torres, 2016, 714).  
2.2. Régimen de separación de bienes 
Este régimen “se caracteriza porque cada uno de los cónyuges tiene 
patrimonio propio, de manera que no existe unión o confusión de 
patrimonios del esposo y la esposa, porque los mismos están 
escindidos o separados entre sí” (Peralta, 2008, 306-307). 
En el régimen de separación de patrimonios “cada cónyuge hace suyo 
tanto los bienes que lleva al matrimonio como los que adquiera 
durante la vigencia de este por cualquier título, así como los frutos de 
uno u otro, y en ese mismo sentido asume sus propias deudas, y no 
tiene derecho cuando fenece el régimen matrimonial, a ninguna 
participación en los bienes del otro cónyuge, sin perjuicio de las 
normas de sucesión cuando la sociedad ha terminado por muerte de 
uno de los cónyuges” (Aguilar, 2013, 138). 
Si los cónyuges optan por el régimen de separación de patrimonios, 
deben otorgar escritura pública, el no hacerlo así, está sancionado 
con nulidad. En caso que no exista escritura pública de separación de 
bienes, se presume que optaron por la sociedad de gananciales.  
Si en el  matrimonio se ha optado por el régimen de separación de 
patrimonios, lógicamente éste también termina de regir cuando 
desaparezca el matrimonio. En efecto, “ello ocurre cuando se declara 
la invalidez del matrimonio o cuando este termina por muerte de uno 
de los cónyuges o por un divorcio. Sin embargo, en forma excepcional 
puede terminar aun cuando el matrimonio se halla vigente, lo que 
acontece cuando los cónyuges deciden libremente cambiar el régimen 
de separación de patrimonios por uno de sociedad de gananciales. En 
este caso, tal variación sí requiere de inscripción en el registro, pues 
no olvidemos que en dicho registro, figuran los cónyuges, con un 
régimen económico de separación de patrimonios; en consecuencia, 
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no solo para los intereses de ellos sino en mayor medida para 
garantía de los terceros, deberá inscribirse el nuevo régimen de 
sociedad de gananciales en el registro personal” (Aguilar, 2013, 190). 
De esta manera, la separación de patrimonios “se constituye en un 
régimen independiente y alternativo, que se gobierna con el principio 
de la independencia entre los cónyuges en la titularidad de los bienes 
y en la gestión de los mismos. Igualmente, el interés familiar como 
principio rector para la gestión de los bienes sustenta la absoluta 
separación” (Peralta, 2008, 307).  
 
3. Disposición de bienes de la sociedad de gananciales 
3.1. El artículo 315 del Código Civil 
Conforme a nuestro Código Civil, el régimen de la sociedad de 
gananciales “supone la existencia de bienes propios de cada cónyuge 
y de bienes que corresponden a la sociedad de gananciales. Los 
bienes gananciales -o sociales, como los denomina el Código Civil-, 
son los adquiridos por cualquiera de los cónyuges con su trabajo, 
industria o profesión, así como los frutos y productos de los bienes 
propios y los de la sociedad conyugal, las rentas de los derechos de 
autor o de inventor y las edificaciones construidas a costa del caudal 
común en suelo propio de uno de los cónyuges” (Ramírez, 2015, 13). 
La sociedad de gananciales constituye una forma de comunidad de 
bienes, es considerado como patrimonio autónomo, tiene sus propios 
derechos y obligaciones. De modo que, la sociedad de gananciales 
“no resulta ser una copropiedad ni puede ser dividida en alícuotas o 
cuota ideal, estando a que la titularidad de los bienes sociales 
corresponde a la sociedad conyugal y no a uno de los cónyuges” 
(Mella, 2015, 99-100). 
En la sociedad de gananciales “corresponde a ambos cónyuges la 
administración del patrimonio social. Sin embargo, cualquiera de ellos 
puede facultar al otro para que asuma exclusivamente la 
administración respecto de todos o de algunos bienes” (Código Civil, 
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1984, artículo 313°). Las facultades conferidas por esta normativa 
solo alcanzan para la celebración de actos de administración, más no 
para la disposición. 
Respecto a la disposición de bienes en la sociedad de gananciales, el 
artículo 315° del Código Civil establece que “para disponer de los 
bienes sociales o gravarlos, se requiere la intervención del marido y la 
mujer. Empero, cualquiera de ellos puede ejercitar tal facultad, si tiene 
poder especial del otro. Lo dispuesto en el párrafo anterior no rige 
para los actos de adquisición de bienes muebles, los cuales pueden 
ser efectuados por cualquiera de los cónyuges. Tampoco rige en los 
casos considerados en las leyes especiales” (Código Civil, 1984, 
artículo 315°). 
El artículo 315 del Código Civil limita que las facultades otorgadas por 
uno de los cónyuges, en atención al artículo 313 del Código señalado, 
es únicamente para actos de administración, pues, la celebración de 
actos de disposición o de gravamen de tales bienes requieren de la 
intervención del marido y la mujer, salvo que haya sido otorgada a 
uno de los cónyuges la facultad de disponer o gravar los bienes 
gananciales.  
El artículo 315° del Código Civil, como señala Plácido (2010) está 
referida “a los actos de disposición que exceden la potestad 
doméstica, que corresponde realizar conjuntamente a ambos 
consortes y que implica el ejercicio de una facultad compartida por 
ambos consortes, de tal forma que se requiere la voluntad concorde 
de los esposos como elemento constitutivo necesario para la validez 
de los actos. Se trata, pues, de una coparticipación en la disposición 
de bienes sociales” (p. 374). 
En realidad, todos están de acuerdo en que un solo cónyuge no 
puede vender o dar en garantía o realizar cualquier acto de 
disposición sobre un bien social. El problema está en qué tipo de 
remedio jurídico se le aplica, porque la norma no lo dice. Como señala 
Ramírez (2015), “la cuestión que se plantea es, entonces, determinar 
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las consecuencias del acto de disposición o de gravamen celebrado 
por uno solo de los cónyuges, lo que supone la interpretación del 
sentido y alcance del artículo 315 del Código Civil y la solución 
jurisprudencial frente a los actos así celebrados”. 
Al respecto, nuestro Código Civil “no contempla una sanción expresa 
al supuesto que analizamos. La jurisprudencia impone la nulidad por 
falta de manifestación de voluntad: ésta se configura con la 
intervención de ambos cónyuges. La doctrina nacional adopta 
posiciones que van desde la invalidez del acto hasta la ineficacia del 
mismo. En este último caso, se ha sostenido que el acto es válido 
entre las partes, pero inoponible al otro cónyuge” (Plácido, 2010, 376). 
Los indicados supuestos serán materia de análisis en los siguientes 
puntos. 
3.2. Naturaleza y ratio del artículo 315 del Código Civil.  
Con fines académicos podemos disgregar las normas contenidas en 
el artículo 315 del Código Civil. Como señalan Varsi y Torres (2016) 
éstos “son: a) Para disponer o gravar bienes sociales (muebles o 
inmuebles) se requiere la intervención del marido y la mujer; b) 
Cualquiera de ellos puede ejercitar tal facultad si tiene poder especial 
del otro, (concordado con el artículo 156 del Código); c) La 
adquisición de bienes muebles puede ser efectuada por cualquiera de 
los cónyuges; y d) El artículo 315 no rige en los casos considerados 
en las leyes especiales” (p. 103).  
Está claro que para disponer o gravar un bien social se requiere la 
intervención de ambos cónyuges. Lo que ahora queremos saber es: 
¿Cuál es la razón de ser del artículo 315 del Código Civil? ¿Por qué 
nuestra legislación exige la intervención de ambos cónyuges para 
disponer o gravar los bienes sociales? 
Al respecto, concordando con Varsi (2016) consideramos que “la ratio 
del artículo 315 del Código Civil, consiste en proteger el contenido 
patrimonial de la familia, resguardando el matrimonio como acto 
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jurídico, reconociendo que es el acto fundamental y básico que 
genera consecuencias económicas, y a la familia como institución. 
Esta protección tiene como finalidad establecer la correcta disposición 
y utilización de los bienes matrimoniales, en aras de velar por el mejor 
interés familiar. El principio rector de la disposición de bienes de la 
familia es el interés familiar”. Es decir, la razón de ser del artículo 315 
del Código Civil sería la protección del interés y patrimonial de la 
familia. 
Esto es así, porque dentro de los actos de gestión del patrimonio, 
como la conservación y  administración, “el acto de disposición es el 
más grave y es el que tienen por objeto comprometer la composición 
futura o actual del patrimonio. Equivale a la transmisión del derecho a 
otra persona dejando el titular actual de serlo. Este acto de 
desapoderamiento puede ser gratuito u oneroso” (Larroumet, 2008, 
318). La situación está referida tanto a la venta como compra, pues 
en ambos casos se ve comprometida el patrimonio de la sociedad.  
No existe norma expresa sobre el principio de protección del interés 
familiar y del patrimonial de la familia, sin embargo, por el principio 
constitucional de protección de la familia, se encuentran contenidos 
implícitamente en el artículo 4° de la Constitución Política, que señala 
que “la comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al 
adolescente, a la madre y al anciano en situación de abandono. 
También protegen a la familia y promueven el matrimonio” 
(Constitución, 1993, artículo 4°).  
3.3. Posturas sobre la disposición unilateral de bienes sociales 
Respecto de aquellos supuestos de actos de disposición de bienes 
sociales por uno solo de los cónyuges, existen diversas posturas 
doctrinarias que buscan dar calificación a la naturaleza jurídica de 
tales actos, siendo las principales: la nulidad y la ineficacia del acto 
jurídico, similar situación se da a nivel de nuestra jurisprudencia.  
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Como señala Ramírez (2015), “existen ejecutorias casatorias que han 
declarado la nulidad de estos actos de disposición celebrados por 
solo uno de los cónyuges, aplicando el inciso 1 del artículo 219 del 
Código Civil, según el cual el acto jurídico es nulo ‘cuando falta la 
manifestación de voluntad del agente’, en la consideración de que, 
requiriéndose la voluntad manifestada de ambos cónyuges, la 
manifestación de uno solo no le confiere validez al acto celebrado, 
pues la manifestación de voluntad requerida por la ley es requisito 
esencial para la validez del acto jurídico, conforme a lo preceptuado 
por el artículo 140 del mismo Código. Sin embargo, también existen 
ejecutorias casatorias que han declarado la ineficacia de los actos de 
disposición o gravamen celebrados por solo uno de los cónyuges y 
que quedan en espera de su ratificación por el otro cónyuge, 
aplicando un criterio jurisprudencial interpretativo de la ineficacia ante 
su falta de sistematización en el Código Civil” (p. 14). 
 
3.3.1. Nulidad del acto de disposición unilateral del bien social 
Los defensores de esta postura abogan por que se declare la 
nulidad del negocio jurídico “sustentándose básicamente en 
dos argumentos: el primero, indica que el negocio jurídico es 
nulo por falta de manifestación de la voluntad, ya que la 
sociedad conyugal al estar conformada por esposa y esposo, 
requiere la intervención de ambos en los actos de disposición 
de los bienes sociales; y el segundo argumento señala que el 
artículo 315 del Código Civil es un enunciado normativo de 
orden público y como tal su vulneración conllevaría la nulidad, 
conforme lo dispuesto por el artículo V del Título Preliminar del 
Código Civil” (Varsi, Tomo III, 2012, 206-207). 
Alex Plácido (2010), señala que “la voluntad concorde de los 
cónyuges se requiere como elemento constitutivo necesario 
para la validez del acto. Siendo así, el acto practicado sin 
intervención de uno de ellos y, aun, sin la autorización 
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supletoria judicial, es nulo por falta de manifestación de 
voluntad: ésta se configura con la intervención de ambos 
cónyuges (artículo 219, inciso 1, del Código Civil)” (p. 374). 
Aguilar Llanos (2016) señala que en el derecho de familia “el 
interés familiar es el que se sobrepone al interés de los 
integrantes del grupo familiar, y ese interés familiar existente, 
debe ser protegido en función de proteger el núcleo familiar, 
creemos que una nulidad es la que debe proceder en caso de 
contravención a la disposición conjunta de los bienes sociales, 
y además porque se trata de un acto (la disposición) que va 
contra una norma imperativa, en tanto que ordena que ante la 
eventualidad de gravar o disponer de bienes sociales debe 
concurrir ambos cónyuges” (p. 205). 
Nuestra Corte Suprema también en múltiples casaciones ha 
manifestado esta postura. En la Casación 336-2006-Lima: 
“Para disponer bienes sociales o gravarlos, se requiere la 
intervención del marido y la mujer, salvo que uno de ellos dé 
poder al otro para este efecto, de acuerdo el artículo 
trescientos quince del Código Civil, por lo que están prohibidos 
los actos de disposición unilateral de bienes inmuebles o 
bienes muebles registrables sin intervención de ambos 
cónyuges; de modo tal que si, contraviniendo dicha norma, se 
practica actos de disposición de bienes sociales por uno solo 
de los cónyuges, se incurre en causal de nulidad absoluta de 
acto jurídico, prevista en el artículo doscientos diecinueve 
inciso primero del Código Civil, por falta de manifestación de 
voluntad de los titulares del bien y por ser contrario a las leyes 
que interesan al orden público según artículo V del Título 
Preliminar del Código Civil” (Casación 336-2006-Lima, 
Considerando Cuarto). En este caso se trata de una nulidad 
por falta de manifestación de voluntad y nulidad virtual. 
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El problema de fondo del artículo 315° del Código Civil, incluso 
se debatió en el Pleno Jurisdiccional Nacional en materia de 
Derecho Civil y Procesal Civil, el 16 y 17 de octubre de 2015 en 
la ciudad de Arequipa, donde el Tema N° 2 abordaba la 
siguiente pregunta: En el caso de un acto de disposición de un 
bien de la sociedad de gananciales (bien social), por uno de los 
cónyuges sin intervención del otro ¿El acto jurídico celebrado 
sin poder es nulo o ineficaz?  En dicho Pleno Jurisdiccional se 
sobrepuso la postura que defiende la nulidad. Asimismo, ha 
sido aceptada por mayoría en el Pleno Jurisdiccional Nacional 
de Familia 1998 realizado en Cajamarca y últimamente se 
debatió en el VIII Pleno Jurisdiccional Civil, cuya sentencia aún 
se encuentra en espera. 
3.3.2. Ineficacia del acto de disposición del bien social 
Esta postura constituye una suerte de cuestionamiento a la 
teoría de la nulidad frente a la disposición unilateral del bien 
social. En los últimos años esta posición es la que mayores 
seguidores ha tenido. 
Morales Hervías (2015) señala que “los actos de disposición o 
actos de gravamen no son nulos porque la participación 
concurrente de ambos cónyuges no es un elemento constitutivo 
de dichos actos. En efecto, el cónyuge no interviniente decidirá 
si quiere o no ratificar los actos celebrados para la imputación o 
no de los efectos de los actos celebrados a la sociedad 
conyugal. Solo se ratifican los actos válidos y eficaces entre las 
partes intervinientes pero inoponibles a la sociedad conyugal” 
(p. 50). 
Aníbal Torres (2016) señala que “se debería comprender a la 
norma del artículo 315, por cuanto la sociedad de gananciales 
está representada por ambos cónyuges, careciendo uno solo 
de ellos de legitimación para disponer o gravar los bienes que 
lo integran. El contrato de disposición o gravamen de bienes 
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sociales realizado por uno de los cónyuges es inoponible al 
otro (ineficacia relativa), quien puede ratificarlo. Se confirma un 
acto jurídico en el cual se ha sido parte en su celebración, y se 
ratifica un acto en el cual no se ha intervenido, como es el caso 
del cónyuge que no ha participado en la celebración del 
contrato de disposición del bien social” (p. 726). 
Nuestra Corte Suprema en la Casación 111-2006-Lambayeque 
ha señalado que “la intervención de ambos cónyuges supone 
dar cumplimiento a un requisito de eficacia denominado 
legitimidad para contratar, el cual implica el ‘poder de 
disposición que tiene el sujeto en relación a una determinada 
situación jurídica´ (Massimo Bianca. Diritto civile. Tomo tres, II 
Contratto. Giuffré Editore. Milán, mil novecientos noventa y 
ocho. Páginas sesenta y cinco-sesenta y seis). Tal supuesto 
resulta plenamente reconocido por nuestro sistema jurídico, ya 
que el mismo puede ser encontrado también en el artículo 161º 
del Código Civil, a propósito de los efectos realizados por el 
denominado ‘falsus procurator’. La diferencia con el caso 
materia de autos es que, en la celebración del contrato de 
constitución de garantía hipotecaria, la demandada… se 
presentó ante el Banco demandado como única propietaria del 
bien inmueble y además declarando su calidad de soltera. 
Sexto: Siendo así, atendiendo a que se ha demandado la 
nulidad de un acto jurídico, la norma sustantiva materia de 
análisis, al no recoger un supuesto de nulidad, no resulta 
aplicable a los autos, por lo que esta primera denuncia debe 
ser desestimada” (Casación, 2007, Quinto Considerando). 
Conforme a esta postura, el negocio jurídico es absolutamente 
válido, porque sí existe manifestación de voluntad del cónyuge 
que participó en el negocio jurídico, solo que se presenta una 
ausencia de legitimación por la no participación del otro 
cónyuge. Por lo cual no debería sancionarse por nulidad 
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absoluta, sino por ser un acto ineficaz e inoponible al otro 
cónyuge.  
3.4. Tutela de derechos del cónyuge no interviniente y del tercero 
adquirente 
El artículo 315 del Código Civil exige la intervención de ambos 
cónyuges para disponer o gravar bienes de la sociedad. Sin embargo, 
en Arequipa, así como a nivel nacional, se han presentado casos de 
disposición de bienes sociales por parte de uno de los cónyuges 
aprovechando la falta de actualización de su Estado Civil en el 
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil. 
Al resolver estas causas, los tribunales han adoptado diferentes 
criterios, en algunos casos han declarado nulo y en otros ineficaz. Por 
ejemplo, en la Casación N° 336-2006-Lima, al igual que en muchos 
otros, nuestra Corte Suprema ha señalado que “para disponer bienes 
sociales o gravarlos, se requiere la intervención del marido y la mujer, 
salvo que uno de ellos de poder al otro para ese efecto, de acuerdo al 
artículo trescientos quince del Código Civil, por lo que están 
prohibidos los actos de disposición unilateral de bienes inmuebles o 
los bienes muebles registrables sin intervención de ambos cónyuges; 
de modo tal que si, contraviniendo dicha norma, se practica actos de 
disposición de bienes sociales por uno solo de los cónyuges se 
incurre en la causal de nulidad absoluta de acto jurídico prevista en el 
artículo doscientos diecinueve inciso primero del Código Civil, por 
falta de manifestación de voluntad de los titulares del dominio del bien 
y por ser contrario a las leyes que interesan el orden público según el 
artículo V del Título Preliminar del Código Civil (…) (Casación N° 336-
2006-Lima, 2007, Cuarto Considerando) 
En otra casación, la misma Corte Suprema ha manifestado que “el 
acto jurídico debidamente constituido presenta un defecto extrínseco 
relevante, esto es, la ausencia de legitimación para contratar que 
ostenta el cónyuge celebrante respecto al bien social, porque la 
legitimación para disponer del bien es de la sociedad de gananciales 
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como patrimonio autónomo y no de determinado cónyuge (…) según 
el artículo 292 del Código Civil, la sociedad de gananciales se 
encuentra representada por ambos cónyuges (conjuntamente) y, de 
manera excepcional, por uno de ellos cuando existe poder del otro 
cónyuge para que aquel ejerza la representación total de la sociedad. 
(…) Ergo, al celebrar el acto, el cónyuge culpable se atribuye una 
falsa representación (respecto de la sociedad de gananciales) y de 
legitimidad para contratar, el acto jurídico es ineficaz e inoponible 
respecto del cónyuge inocente, quien, de creerlo conveniente podría 
confirmar el acto jurídico” (Casación N° 2893-2013-Lima, 2014, 
Fundamento 5) 
Esta situación de divergencia en la resolución de casos de disposición 
unilateral de bienes sociales, no permite tutelar adecuadamente el 
derecho del cónyuge no interviniente en casos de disposición de 
bienes sociales, así como de los adquirentes, cuando la venta es 
efectuada por uno de los cónyuges en base a la falta de actualización 
de su estado civil en el Registro Nacional de Identificación y Estado 
Civil. 
Esta situación se presenta, por cuanto la regulación establecida por el 
artículo 315 del Código Civil, no es completa. Pues ésta no se ocupa 
de la tutela de los contratantes y eventualmente de los terceros de 
buena fe y a título oneroso; y de los terceros de buena fe, dado que, 
“el Código Civil no ha establecido ningún remedio a favor de terceros, 
como sí se hace en otras disposiciones normativas como por ejemplo 
los artículos 194 y 197 del Código Civil. Tampoco el artículo 2014 del 
Código Civil prevé la protección del tercero de buena fe pública 








SEGURIDAD JURÍDICA EN EL TRÁFICO COMERCIAL DE 
BIENES DE LA SOCIEDAD DE GANANCIALES 
1. La seguridad jurídica en el tráfico comercial 
1.1. La seguridad jurídica 
Como señala el Tribunal Constitucional el principio de seguridad 
jurídica significa “la predictibilidad de las conductas (en especial, las 
de los poderes públicos) frente a los supuestos previamente 
determinados por el Derecho, es la garantía que informa a todo el 
ordenamiento jurídico y que consolida la interdicción de la 
arbitrariedad” (STC, Exp. 0016-2002-AI/TC, FJ 3).  
Sainz De Bujanda (1963) ha señalado que la seguridad jurídica 
significa “estar asegurado: 1) Respecto a la normatividad aplicable y a 
su contenido y efectos; 2) Respecto a la circunstancia de que los 
órganos estatales actuarán de conformidad con aquella y velarán por 
su cumplimiento” (p. 294). 
En ese sentido, la seguridad jurídica, por un lado proporciona a los 
ciudadanos la posibilidad de conocimiento anticipado de las 
consecuencias jurídicas de sus actos, es decir, saber a qué atenerse 
cuando realizan un determinado acto (seguridad subjetiva); y por otro 
lado, implica la existencia de un ordenamiento jurídico que garantiza 
un estado de organización social, y ofrece un grado determinado de 
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previsibilidad en la realización de los restantes valores superiores 
(seguridad objetiva). 
Por ello, debemos entender que la seguridad jurídica es un principio 
consustancial al Estado constitucional de derecho que proyecta sus 
efectos sobre todo el ordenamiento jurídico. Si bien es cierto que no 
existe un reconocimiento expreso, el  Tribunal Constitucional ha 
destacado “que su rango constitucional se deriva de distintas 
disposiciones constitucionales, algunas de orden general, como el 
parágrafo a) del inciso 24) del artículo 2° de la Constitución [‘Nadie 
está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni impedido de hacer lo 
que ella no prohíbe’], y otras de alcance más específico, como la que 
expresa el parágrafo f) del inciso 24) del artículo 2° [Nadie será 
procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de 
cometerse té previamente calificado en la ley, de manera expresa e 
inequívoca, como infracción punible, ni sancionado con pena no 
prevista en la Ley], o el inciso 3) del artículo 139° de la Ley 
Fundamental [Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción 
predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los 
previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de 
excepción, ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera 
que sea su denominación” (STC, Exp. 0016-2002-AI/TC, FJ. 4)].  
1.2. La seguridad jurídica en el ámbito registral 
La búsqueda de la Seguridad Jurídica es una de las finalidades 
universalmente admitidas de la publicidad registral. Por lo que, como 
señala Garazatua Nuñovero, “la institución del Registro es reconocida 
como un instrumento específico de la seguridad jurídica, en tanto está 
orientado a atender de manera objetiva las necesidades de certeza y 
previsibilidad en el tráfico patrimonial, características éstas que son 
propias de una economía de mercado” (Garazatua, 2011, 170-171). 
Es que la seguridad jurídica “proporciona a las personas la 
regularidad y certeza de las instituciones que operan en el derecho 
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privado, como son el juez, el notario y el registrador público de la 
propiedad, los tres con la misión de velar por la seguridad jurídica 
privada en sus respectivas áreas: el primero en los casos en que surja 
contienda o controversia entre los titulares de los derechos 
particulares mediante una función correctiva; el segundo en los casos 
de normalidad de la vida, esto es sin que haya surgido contienda, 
especialmente en materia negocial, mediante el ejercicio de una 
función preventiva y el tercero en el ejercicio de sus funciones de 
calificación e inscripción” (Huerta, 2013, 13). 
Como señala Manzanos Solano la "publicidad registral se justifica por 
ser el más eficaz instrumento de seguridad jurídica en la constitución, 
modificación y extinción de los Derechos reales sobre inmuebles". 
Agrega dicho autor que la publicidad registral completa las exigencias 
de seguridad jurídica mediante la protección y potenciación de 
derechos ya creados, dotando a los derechos inscritos de las 
presunciones de pertenencia, existencia y alcance; así como 
otorgándoles efectos sustantivos que colocan a los derechos 
publicados en planos superiores de legitimación” (Manzano, 1992, 36-
37). 
1.3. Características de la seguridad jurídica registral 
Las principales características que se reconoce a la seguridad jurídica 
“son:  
a)  La certeza o certidumbre o ausencia de duda, que permita una 
predictibilidad del interesado sobre las reglas de juego existentes. 
b)  Certeza sobre las fuentes, publicidad normativa, tipicidad penal. 
Aplicada esta certeza a la seguridad jurídica inmobiliaria, es 
necesario que quienes adquieran derechos lo hagan sobre bases 
de certidumbre y esto se manifiesta en los diferentes principios 
fundamentalmente los que señalan requisitos de la inscripción, y 
entre ellos los siguientes: 
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-  Tracto sucesivo, pues da la certeza que supone el apoyo en un 
titular anterior que ofrece preexistencia del derecho; 
-  En la especialidad, que da claridad sobre el historial de la finca 
y de los derechos; En el de calificación o legalidad, que da 
certeza sobre el cumplimiento de los requisitos legales de la 
adquisición; 
-   En el principio del negocio causal, pues, con la expresión de la 
causa, se manifiesta la función controladora, para la validez de 
los negocios. 
c)  La confianza o ausencia de temor, que aplicada al Derecho 
inmobiliario, se manifiesta en la ausencia de temor y en la 
confianza en los asientos registrales” (Amado, 2012, 18). 
1.4. Clases de seguridad jurídica en ámbito registral 
En el ámbito registral se distingue la seguridad estática y la seguridad 
dinámica: 
a) La seguridad estática está destinada a proteger al titular del 
derecho frente a las perturbaciones o ataques de terceros, que se 
inmiscuyan o traten de desconocer su titularidad. “Protege al titular 
del derecho de los ataques de terceros que traten de desconocer 
su titularidad. Garantiza la seguridad de la tutela de los derechos” 
(Amado, 2011,1). 
b) La seguridad dinámica o de tráfico procura brindar protección a los 
terceros que se ven involucrados en la circulación de la riqueza. 
Se proyecta en dos vertientes: protección de los acreedores del 
enajenante, que pueden ver burlados la garantía de este crédito 
con enajenaciones fraudulentas; y protección a los adquirentes, 
que no deben estar expuestos a la sorpresa de que el bien que se 
le transmite se encuentre gravado, embargado o simplemente no 
pertenezca al transferente (Cárdenas, 2010, 3). 
38 
 
El principio de seguridad jurídica en esta vertiente hace que “el 
adquirente de un derecho no puede ver ineficaz su adquisición en 
virtud de una causa que no conoció o que debió conocer al tiempo 
de llevada su adquisición. Brinda protección a terceros 
involucrados en la circulación de la riqueza. Seguridad del tráfico” 
(Amado, 2011, 1). 
 
2. La publicidad registral como garantía de la seguridad jurídica registral 
2.1. Los Registros Públicos en el Perú 
2.1.1. El sistema registral peruano 
Ossorio (2010) señala que “un sistema constituye un “conjunto 
de principios, normas o reglas, enlazados entre sí, acerca de 
una ciencia o materia” (p. 926). 
Alfonso de Cossío (citado por Arias Schreiber, 2006), 
refiriéndose al sistema hipotecario español, sistema registral en 
el Perú, señala que éste viene a ser “el conjunto armónico de 
principios que aspira a producir mediante la institución del 
Registro de la Propiedad, la necesaria seguridad al tráfico de 
los bienes inmuebles y a la constitución de relaciones reales 
sobre los mismos, ofreciendo con ello sólidas bases en qué 
asentar el crédito hipotecario” (p. 828). 
En ese sentido, el sistema registral peruano constituye un 
conjunto armónico de principios, normas o reglas que regulan 
la organización registral de un país, que permiten la protección 
de derechos y asegurar las adquisiciones basadas en la 
publicidad de actos inscritos.  
Nuestro sistema registral, denominado Sistema Nacional de 
Registros Públicos, fue creado mediante la Ley Nº 26366 
(1995), “con la finalidad de mantener y preservar la unidad y 
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coherencia del ejercicio de la función registral en todo el país, 
orientado a la especialización, simplificación, integración y 
modernización de la función, procedimientos y gestión de todos 
los registros que lo integran” (Ley 26366, 1995, artículo 1). 
2.1.2. La Superintendencia Nacional de los Registros Públicos  
La Ley Nº 26366 (1995), Ley que crea el Sistema Nacional de 
los Registros Públicos y la Superintendencia de los Registros 
Públicos, en su artículo 10°, señala que la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos (SUNARP) es un 
“organismo descentralizado autónomo del Sector Justicia y 
ente rector del Sistema Nacional de Registros Públicos, con 
personería jurídica de Derecho Público, con patrimonio propio y 
autonomía funcional, jurídico registral, técnica, económica, 
financiera y administrativa” (Ley 26366, 1994, artículo 10). 
La Superintendencia Nacional de Registros Públicos integra 
bajo su competencia todos los registros existentes en los 
diferentes sectores públicos. Para cuyo efecto se encarga de 
dictar “las políticas y normas técnico-administrativas de los 
Registros Públicos estando encargada de planificar, organizar, 
normar, dirigir, coordinar y supervisar la inscripción y publicidad 
de los actos y contratos en los Registros Públicos que integran 
el Sistema Nacional” (Ley 26366, 1994, artículo 10). 
El papel que cumple los registros públicos es de vital 
importancia para todo tipo de tráfico comercial, pues, como 
señala González Barrón (2010), “esta institución se encuentra 
exactamente en el medio del fenómeno económico de 
circulación de riquezas, y ha sido creada con el fin que los 
adquirentes conserven sus derechos basándose en la 
publicidad de los actos; y sin que alguna circunstancia oculta 
pueda afectarlos” (p. 19). Por lo que, esta institución “nace para 
cumplir una evidente necesidad de certeza que, en este caso, 
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no resulta satisfecha por la sola actividad de los contratantes, 
pues viene auxiliada por el estado a través de la organización 
de un sistema de publicidad” (Pau, 1995, p. 17). 
Con ese propósito, la Superintendencia Nacional de Registros 
Públicos, conforme al artículo 3° de la Resolución Suprema Nº 
135-2002-JUS, que aprueba su Estatuto, tiene las siguientes 
funciones y atribuciones: 
“Artículo 3.- La SUNARP tiene las funciones y atribuciones 
generales siguientes: 
a) Dictar las políticas y normas técnico-registrales de los 
Registros Públicos que integran el Sistema Nacional.  
b) Planificar, organizar, normar, dirigir, coordinar y supervisar la 
inscripción y publicidad de los actos y contratos en los 
Registros que conforman el Sistema.  
c) Planificar, organizar, normar, dirigir, coordinar y supervisar el 
proceso de simplificación, integración y modernización de los 
Registros que forman parte del Sistema.  
d) Planificar, organizar, dirigir, ejecutar y controlar las 
actividades de carácter técnico y administrativo.  
e) Ejecutar actividades de formación, capacitación y 
entrenamiento de los Registradores Públicos y demás personal 
de los Registros que integran el Sistema.  
f) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y supervisar las 
acciones de comunicación interna y externa, así como la 
imagen institucional y corporativa.  




h) Planificar, organizar, dirigir, ejecutar y controlar las 
actividades de informática, procesamiento de datos y 
racionalización administrativa.  
i) Celebrar convenios con entidades del sector público o del 
sector privado nacional, internacional o de cooperación técnica 
internacional, con el propósito de promover, desarrollar y 
ejecutar proyectos relacionados con el sistema registral del 
país.  
j) Supervisar el correcto empleo de los recursos provenientes 
de los convenios referidos en el literal i).  
k) Contratar servicios no personales de terceros o celebrar 
contratos de trabajo sujetos a modalidad que coadyuven al 
cumplimiento de sus objetivos o permitan una mayor eficiencia 
en el desarrollo de sus funciones.  
I) Las demás que establece la Ley” (Resolución Suprema Nº 
135-2002-JUS, 2002, artículo 3°). 
2.1.3. Tipos de registros en el Perú 
Conforme el artículo 2° de la Ley 26366, Ley de creación del 
Sistema Nacional de los Registros Públicos y la 
Superintendencia de los Registros Públicos, concordante con el 
artículo 2008, del Código Civil, los registros públicos está 
conformada por:  
“Artículo 2.- El Sistema Nacional de los Registros Públicos 
vincula en lo jurídico registral a los Registros de todos los 
Sectores Públicos y está conformado por los siguientes 
Registros:  
a) Registro de Personas Naturales, que unifica los siguientes 
registros: el Registro de Mandatos y Poderes, el Registro de 
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Testamentos, el Registro de Sucesiones Intestadas, el Registro 
Personal y el Registro de Comerciantes;  
b) Registro de Personas Jurídicas, que unifica los siguientes 
registros: el Registro de Personas Jurídicas, el Registro 
Mercantil, el Registro de Sociedades Mineras, el Registro de 
Sociedades del Registro Público de Hidrocarburos, el Registro 
de Sociedades Pesqueras, el Registro de Sociedades 
Mercantiles, el Registro de Personas Jurídicas creadas por Ley 
y el Registro de Empresas Individuales de Responsabilidad 
Limitada;  
c) Registro de Propiedad Inmueble, que comprende los 
siguientes registros:  
- Registro de Predios;  
- Registro de Buques;  
- Registro de Embarcaciones Pesqueras;  
- Registro de Aeronaves;  
- Registro de Naves;  
- Registro de Derechos Mineros;  
- Registro de Concesiones para la explotación de los Servicios  
Públicos.  
d) El Registro de Bienes Muebles, que unifica los siguientes 
registros: el Registro de Bienes Muebles, el Registro de 
Propiedad Vehicular, el Registro Fiscal de Ventas a Plazos, el 
Registro de Prenda Industrial, el Registro de Prenda Agrícola, 
el Registro de Prenda Pesquera, el Registro de Prenda Minera, 
el Registro de Prenda de Transportes;  
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e) Los demás Registros de carácter jurídico creado o por 
crearse” (Ley 26366, 2008, artículo 2). 
2.1.4. Los principios Registrales 
Como señala Gonzales Loli (2010) los principios vienen a ser 
“reglas, enunciados o máximas que orientan la conducta, y en 
el ámbito del Derecho, orientan la aplicación de las normas y 
su interpretación, por lo tanto aun cuando no sean calificadas 
expresamente como normas, forman parte del ordenamiento 
jurídico y los encontramos en todas las materias jurídicas, 
como lo es en el Derecho Registral”  (p. 231).  
De ello podemos decir que los principios jurídicos constituyen 
pautas elementales y fundamentales que orientan el actuar de 
las personas humanas en sus diversas relaciones jurídicas, por 
lo que el legislador y los operadores del Derecho deben 
considerarlos, inevitablemente, al momento de  establecer y/o 
aplicar las normas a las distintas situaciones en las cuales el 
Derecho intervenga. 
En el campo del derecho registral hablamos de los principios 
registrales, que son los principios vigentes específicamente en 
el área de derecho registral. A este respecto, la Declaración de 
la Carta de Buenos Aires, aprobada en el Primer Congreso 
Internacional de Derecho Registral, Celebrada en Buenos Aires 
el 02 de diciembre de 1972, ha establecido que “los principios 
del Derecho Registral son las orientaciones fundamentales que 
informan esta disciplina y dan la pauta en la solución de los 
problemas jurídicos planteados en el derecho positivo” (Carta 
de Buenos Aires, 1972, Declaración II). A nivel doctrinal, los 
principios registrales, son considerados como “reglas 
fundamentales y orientadoras de un sistema registral, 
aplicables básicamente en el procedimiento registral” (Salgado, 
2011, p. 26). Roca Sastre (1997), a nivel de derecho español, 
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considera estos principios como “el resultado conseguido 
mediante la sintetización técnica de parte del ordenamiento 
jurídico sobre la materia, manifestada en una serie de criterios 
fundamentales, orientaciones esenciales o líneas directivas del 
sistema inmobiliario registral español” (p. 181). 
De modo que, los principios registrales constituyen las bases y 
los pilares que sustentan y fundamentan nuestro sistema 
registral, en beneficio de la población usuaria y del Estado 
mismo. Por ello, los principios registrales son de trascendental 
importancia, toda vez que brindan seguridad jurídica, 
permitiendo conocer la solución antes que el problema se 
presente o antes que el supuesto se plantee.  
Los principios registrales se encuentran consagrados en el 
Título I del Libro IX del Código Civil, en el Título Preliminar del 
Texto único ordenado del Reglamento General de los Registros 
Públicos, así como en el Título Preliminar del Reglamento del 
Registro de Sociedades, aprobado por Resolución del 
Superintendente Nacional de los Registros Públicos Nº 200-
2001-SUNARP/SN, entre otras normas registrales especiales. 
Los principios registrales que expresamente fueron 
consagrados en nuestro ordenamiento jurídico son el principio 
de legalidad, de rogación, de especialidad, de titulación 
auténtica, de publicidad, de legitimación, de fe pública registral, 
de tracto sucesivo, de prioridad excluyente y prioridad 
preferente. Sin embargo, por la naturaleza de la presente 
investigación nos ocuparemos prioritariamente de los principios 





2.2. La publicidad registral 
2.2.1. Definición de la publicidad registral 
La publicidad registral se puede definir como “el sistema de 
divulgación encaminada a hacer cognoscible determinadas 
situaciones jurídicas para la tutela de los derechos y la 
seguridad del tráfico. Esta publicidad legal es un servicio del 
estado, una función pública ejercida en interés de los 
particulares. El fenómeno publicitario se lleva a cabo a través 
del registro, entendido como oficina pública en donde se 
reciben los datos (o derechos) de interés colectivo, y a donde 
igualmente se pueden acudir para conocer la existencia y 
alcance de dichos datos” (Gonzales, 2010, 160-161). 
La publicidad registral “es la declaración señalativa proveniente 
de órganos públicos dirigida a hacer patente la verificación de 
hechos idóneos para producir modificaciones jurídicas que 
pueden interesar a la generalidad de los ciudadanos” (La Cruz, 
2011, 13).  
El Registro como institución (e instrumento) sirve para hacer 
público lo que en él se recibe, depura, reelabora y ordena. Al 
hacerlo público y notorio, el Registro desencadena la 
oponibilidad (Gonzales, 2010, 372). 
2.2.2. Características de la publicidad registral 
Siguiendo a Gunther Gonzales (2016) diríamos que las 
características de la publicidad del registro son las siguientes: 
a)  Es institucional, pues la publicidad se lleva a cabo mediante 
un conjunto de reglas, funciones y procedimientos 
ordenados u organizados en forma racional bajo una 
dirección, para cumplir con un fin determinado, y regulado 
por el derecho.  
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b)  Exteriorización continua de ciertos hechos o datos, y en 
este sentido, es una forma de publicación.  
c) Exteriorización de situaciones concretas, esto es, 
prerrogativas reconocidas por el ordenamiento a favor de 
personas determinadas. 
d)   Conocible, pues alude a que el público en general goza de 
la posibilidad de un conocimiento de los datos incorporados 
al registro. 
e)  Eficacia sustantiva, por cuanto para entablar cualquier 
relación jurídica se requiere de certeza respecto a los 
presupuestos de eficacia de un determinado negocio 
jurídico” (pp. 37-40).  
2.2.3. La función de la publicidad registral 
Gunther Gonzales (2016) nos dice que “las funciones que 
cumple el registro son de constituir prueba y conservación de 
los derechos inscritos en ella, así como la protección de esos 
derechos” (Gonzales, 2016, 42 y ss.).  
La información registrada en los registros públicos, constituyen 
prueba de los derechos, básicamente de propiedad y se 
conservan en ella.  
De igual manera, la información registrada en los registros 
públicos, brindan protección a los derechos de las personas. Es 
un título formal que acredita prima facie los derechos 
subjetivos, y complementariamente la conservación y 
protección de esos mismos derechos a través de la apariencia.  
En ese sentido, “no tendría interés la publicidad de 
determinados hechos o datos, si estos no tuvieran garantía 
alguna y no se pudiese depositar en ellos la plena confianza 
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del consultante. Antes de ofrecerse la publicidad, los datos han 
de someterse a control sobre su fehaciencia y legalidad, en 
caso contrario, carecerían de real utilidad. Igualmente, es 
necesario seleccionar los datos trascendentes en orden a los 
terceros” (Gonzales, 2010, 161).  
2.3. La fe pública registral 
2.3.1. Definición de la fe pública registral 
El principio de fe pública registral “es aquel principio que 
propende a la protección de los terceros de buena fe que 
adquirieron un derecho sobre la base de la información 
proporcionada por el Registro y lo han inscrito, aunque el 
transferente no tenía dicho título o este sea anulado, rescindido 
o resuelto en mérito de causas que no constan en el registro” 
(Tarazona, 2014, 555). 
García García (1993) señala que el principio de fe pública 
registral "es aquel principio hipotecario en virtud del cual el 
tercero que adquiere en base a la legitimación dispositiva de un 
titular registral es mantenido en la adquisición a non domino 
que realiza, una vez que ha inscrito su derecho, con los demás 
requisitos exigidos por la ley" (p. 227). 
Delgado Scheelje (2011) señala que “la publicidad jurídica 
registral es la exteriorización sostenida e ininterrumpida de 
determinadas situaciones jurídicas que organiza e instrumenta 
el Estado a través de un órgano operativo, para producir 
cognoscibilidad general respecto de terceros, con el fin de 
tutelar los derechos y la seguridad en el tráfico de los mismos” 
(p. 305).  
En ese sentido, la publicidad registral tiene por finalidad otorgar 
la seguridad jurídica en el tráfico comercial a través de la 
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publicidad jurídica registral. Por lo que, por la fe pública 
registral “el tercero que contrató basado en la información que 
le proporcionó el Registro, actuará confiado en dicha 
información porque sabe que una vez inscrito su derecho no le 
afectará cualquier modificación que sufra el título de su 
transferente, por causas que desconocía, al no constar en el 
Registro” (Tarazona, 2014, 556). 
Siendo así, la fe pública registral “pretende la tutela del tercero 
frente a las nulidades, resoluciones o revocaciones del título 
precedente, por lo que se ubica en una posición de relativa 
inmunidad frente a las patologías contractuales del negocio 
antecedente” (Gonzales, 2016, 115).  
2.3.2. Requisitos de la buena fe registral 
Nuestra Corte Suprema ha señalado que “el artículo dos mil 
catorce del Código Civil, consagra el principio de fe pública 
registral que, para su configuración, exige la concurrencia 
copulativa de determinados requisitos, como son: a) que el 
adquirente sea a título oneroso; b) que el adquirente actúe de 
buena fe, tanto al momento de la celebración del acto jurídico 
del que nace su derecho como al momento de la inscripción del 
mismo, buena fe que se presumirá mientras no se acredite que 
tenía conocimiento de la inexactitud del registro (presunción 
iuris tantum); c) que el otorgante aparezca registralmente con 
capacidad para otorgar el derecho del que se tratase; d) que el 
adquirente inscriba su derecho, y; e) que ni de los asientos 
registrales ni de los títulos inscritos en los Registros Públicos 
resulten causas que anulen, rescindan o resuelvan el derecho 
del otorgante. Este principio busca proteger al tercero que ha 
adquirido, de buena fe, un derecho de quien finalmente 
carecería de capacidad para otorgarlo, lo que implica la 
búsqueda de la seguridad en el tráfico inmobiliario, y que 
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supone a veces un sacrificio en la seguridad del derecho” 
(Casación Nº 1208-2006-PIURA, 2007).  
La protección que confiere la fe pública registral debe 
desplegarse cuando concurran los siguientes requisitos:              
(i) que el título del transferente presente un defecto que 
determine que no sea el propietario del bien; (ii) que el tercero 
tenga buena fe; (iii) que la adquisición sea a título oneroso; y, 
(iv) que el tercero inscriba su derecho. Veamos cada uno por 
separado. 
2.3.3. Regulación normativa del principio de publicidad registral  
Nuestro Código Civil en su artículo 2012 señala que “se 
presume, sin admitirse prueba en contrario, que toda persona 
tiene conocimiento del contenido de las inscripciones” (Código 
Civil, 1984, artículo 2012). 
En el Título preliminar del TUO del Reglamento General de los 
Registros Públicos se señala que “el Registro otorga publicidad 
jurídica a los diversos actos o derechos inscritos. El concepto 
de inscripción comprende también a las anotaciones 
preventivas, salvo que este Reglamento expresamente las 
diferencie. El contenido de las partidas registrales afecta a los 
terceros aun cuando éstos no hubieran tenido conocimiento 
efectivo del mismo” (TUO del Reglamento de los Registros 
Públicos, 2012, Norma I). 
Así regulado, la norma contenida en el artículo 2012 del Código 
Civil,  debe entenderse que regula a través de una presunción 
absoluta de conocimiento, la eficacia material de la publicidad 




En virtud a ella, “los terceros no podrán alegar desconocimiento 
o ignorancia porque siempre tuvieron la posibilidad de conocer 
y saber. Al revés, aquello que no esté publicado no debe 
perjudicarlos ni oponérseles por cuanto nunca estuvieron en 
posibilidad de conocerlo. Este doble efecto de la publicidad 
jurídica constituye su aspecto material y se concreta, como se 
acaba de decir y luego se verá, en los principios registrales 
recogidos por cada sistema, de modo tal que estos 
determinarán cómo y cuándo el perjuicio y la oposición operan” 
(Delgado, 2005, 930). 
Sin embargo, debemos tener en cuenta que los efectos 
materiales concretos de esta publicidad registral se apoyan en 
la cognoscibilidad o posibilidad de conocimiento, por lo que 
dichos efectos materiales se concretaran adecuadamente 
cuando se aplica de manera conjunta o complementaria con 
otros principios registrales que el Código Civil peruano vigente 
recoge: principio de oponibilidad (artículo 2022), principio de 
legitimación (artículo 2013) y principio de fe pública registral 
(artículo 2014). 
2.3.4. La fe pública registral y el derecho de propiedad 
Gonzales Barrón (2011) señala que “la propiedad es un 
derecho subjetivo, lo cual implica el reconocimiento normativo 
del interés de un sujeto sobre un bien, mientras los terceros 
quedan colocados en situaciones de extraneidad total ya que 
estos no tienen un deber concreto frente al titular del derecho. 
No hay pues relación de cooperación, sino una relación de 
atribución o pertenencia” (p. 278). 
El Tribunal Constitucional ha señalado que el derecho de 
propiedad que es garantizado por el artículo 2, inciso 16, de la 
Constitución, “es un derecho que garantiza el poder jurídico 
que permite a una persona usar, disfrutar, disponer y 
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reivindicar un bien. Así, la persona propietaria podrá servirse 
directamente de su bien, percibir sus frutos y sus productos, y 
darle destino y condición conveniente a sus intereses, siempre 
que ejerza tales actividades en armonía con el bien común y 
dentro de los límites establecidos por la ley. Por su parte, el 
artículo 70° de la Constitución garantiza la inviolabilidad de la 
propiedad” (STC, EXP. N.° 1873-2007-PA/TC, FJ. 3). 
La titularidad de la propiedad, sobre todo del bien inmueble, así 
como de los bienes muebles registrables, se garantiza mejor 
con su inscripción en los registros públicos. Teniendo en 
cuenta que “la función primordial de todo derecho de propiedad 
es permitir el uso, disfrute y disposición del bien de la manera 
más eficiente posible, resulta imprescindible su publicidad, 
porque solo de esta manera se podrá excluir a los demás del 
ejercicio de los atributos de dicha propiedad, y de esta manera, 
incentivar al titular a invertir en el bien, ya que sabrá que su uso 
y disfrute será exclusivo” (Tarazona, 2014, 552).  
De modo que, para ejercer el derecho de propiedad no basta la 
simple adquisición del derecho de propiedad, la tenencia del 
título, sino el ejercicio pleno de los atributos de la propiedad se 
concreta cuando se excluye a los demás. Esta se llama 
oponibilidad erga omnes. Es “a través de la oponibilidad, que el 
propietario asume los beneficios y costos (extemalidades) de la 
tenencia de la propiedad” (Bullard, 2003, 152). 
Para lograr la oponibilidad de un título, es necesario que algún 
mecanismo adicional al título adquisitivo publicite la titularidad, 
pudiendo ser de manera directa mediante la posición a través 
del registro. Sin embargo, debemos tener en cuenta que “el 
registro tiene ventaja sobre la posesión como mecanismo 
publicitario porque permite que más personas puedan conocer 
de la titularidad del bien a través de la publicidad de la partida 
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del bien registrado, sin necesidad de tener contacto con el bien, 
como sucede con la posesión” (Tarazona, 2014, 552). 
Por ello, como señala Bullard, “un sistema de transferencia de 
propiedad coherente debe dar al adquirente la certeza de poder 
excluir a cualquier otro pretendido adquirente, es decir, una 
posibilidad de exclusión total. Un sistema que no reúna esta 
característica no permite una efectiva internalización de todos 
los beneficios y costos extremos (externalidades), por lo que no 
creará los incentivos necesarios para una eficiente asignación y 
uso de los recursos” (Bullard, 2003, 152). Es ahí la importancia 
del registro y la fe pública registral respecto a la titularidad de la 
propiedad. 
2.3.5. La buena fe  
Según el Diccionario Jurídico Elemental de Cabanellas Torres, 
la Buena fe, “es rectitud, honradez, hombría de bien, buen 
proceder, creencia o persuasión personal de que aquel de 
quien se recibe una cosa a título lucrativo u oneroso, es dueño 
legítimo de ella y puede transferir el dominio” (Cabanellas, 
2008, 57). 
La buena fe registral “consiste en desconocer la inexactitud de 
la información que publicita el Registro. Existen dos criterios 
para entender la buena fe: uno objetivo y otro subjetivo. El 
primero atiende exclusivamente a la información que obra en 
los Registros Públicos. No interesa si el adquirente conoce una 
realidad distinta. Basta que el vicio o la inexactitud no consten 
del Registro, para que el tercero tenga buena fe. El criterio 
subjetivo, en cambio, pone énfasis en la realidad extra registral. 
Sin perjuicio de la información que obre en Registros Públicos, 
el adquirente debe ignorar también que lo publicado es 
inexacto. Para este criterio, lo importante no es solo que el 
Registro omita informar los vicios, sino además que el 
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adquirente desconozca su existencia” (Avendaño & Del Risco, 
2012, 194). 
Nuestra jurisprudencia nacional también así la ha reconocido 
cuando señala que en la buena fe “el aspecto negativo implica 
desconocimiento de la existencia del vicio o inexactitud 
registral, y el aspecto positivo, creencia de que el transferente 
tiene suficientes facultades para proceder de ese modo. La 
buena fe, en ese sentido, implica la seguridad del poder de 
disposición y la ignorancia de posibles inexactitudes en el 
contenido del Registro, basado en un conocimiento promedio” 
(Casación Nº 800–2015 Huánuco, Considerando Sexto) 
Conforme a nuestra legislación, existirá buena fe registral si es 
que el vicio no consta en los Registros Públicos y si es que el 
tercero desconoce la inexactitud registral. Nótese que en este 
último extremo la buena fe se equipa al desconocimiento del 
vicio, es decir, el tercero no debe conocer la calidad de non 
domino del otorgante del derecho. Para tal efecto, el segundo 
párrafo del artículo 2014 establece una presunción iuris tantum 
de que el tercero desconoce la deficiencia registral (Avendaño 
& Del Risco, 2012, 194). 
Nuestra Corte Suprema ha señalado que “la buena fe es base 
de la contratación, siendo también sustento de la institución 
registral; conociéndose a esta disposición que revela los 
efectos de la buena fe como el principio de la fe pública 
registral. Se debe señalar que quien contrata confiando en lo 
que resulta del Registro, contrató bajo la fe pública del 
Registro; y por tanto, ha de mantener su derecho adquirido así 
posteriormente se resuelva, rescinda o anule el de quien le 
otorgó dicho derecho, por causas que no aparecen del registro. 




2.3.6. El tercero adquirente de buena fe 
Nuestro Código Civil señala que “el tercero que de buena fe 
adquiere a título oneroso algún derecho de persona que en el 
registro aparece  con facultades para otorgarlo, mantiene su 
adquisición una vez inscrito su derecho, aunque después se 
anule, rescinda o resuelva el del otorgante  por virtud de las 
causas que no consten  en los registros públicos. La buena fe 
del tercero se presume  mientras no se pruebe que conocía la 
inexactitud del registro” (Código Civil, 1984, artículo 2014).  
El artículo VIII del Título Preliminar del Reglamento General de 
los Registros Públicos del 2001, señala que “la inexactitud de 
los asientos registrales por nulidad, anulación, resolución o 
rescisión del acto que los origina, no perjudicará al tercero 
registral que a título oneroso y de buena fe hubiere contratado 
sobre la base de aquellos, siempre que las causas de dicha 
inexactitud no consten en los asientos registrales”. 
El tercero registral “es aquel que resulta protegido por el 
ordenamiento jurídico en el sentido de mantener su derecho 
inscrito en el Registro aunque el de su transferente se haya 
anulado, rescindido o resuelto en mérito a causas que no 
constaban en el Registro” (Tarazona, 2014, 557). 
Roca Sastre (1988) señala que el tercero registral “es el tercer 
adquirente por negocio jurídico del dominio de inmuebles o 
derechos reales limitados sobre los mismos, que en función del 
registro inexacto es mantenido en su adquisición por la fe 
pública registral, siempre que concurran los demás requisitos 
exigidos por la ley para tal protección” (p. 288). 
En ese sentido, en el ámbito registral “la buena fe registral es 
aquel en virtud del cual el tercero adquiere en base a la 
legitimación dispositiva del titular registral es mantenido en la 
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adquisición a non domino que realiza, una vez que ha inscrito 
su derecho, con los demás requisitos exigidos por la Ley” 
(Casación Nº 3047-2007-LIMA). Es decir, la protección que se 
otorga al tercero registral comprende aún en el supuesto que 
se declare la invalidez, rescisión o resolución del título de quien 
adquirió su derecho, en tal sentido, la protección que se otorga 
al tercero registral comprende los supuestos de ineficacia 
estructural (nulidad y anulabilidad) y los supuestos de ineficacia 
funcional (rescisión y resolución). 
En ese sentido, “la buena fe es un presupuesto de la protección 
registral, dado que el tercero resulta protegido en la medida en 
que ha contratado confiando en el Registro. La protección 
registral es una protección a la fe pública registral, es decir, a la 
confianza en que la titularidad que el registro publica es la 
verdadera titularidad (…) Por este motivo, un adquirente que 
conozca la inexactitud del Registro no ha de gozar de ninguna 
especial protección. Si conoce la discordancia entre el Registro 
y la realidad jurídica, y conoce además cuál es la realidad 
jurídica, es esta realidad la que debe valer para él” (Gómez & 
Del Pozo, 2000, 17). 
De acuerdo al artículo 2014, para que el tercer adquiriente 
reciba la protección del derecho, es decir, “para que se le 
considere tercero registral, es necesario que reúna 
determinados requisitos, a saber: que tenga buena fe, que 
contrate a título oneroso de quien en el Registro aparezca con 
facultades para otorgarlo, que del Registro no se desprenda la 
causa que dio origen a la nulidad, anulación, rescisión o 
anulación del derecho del transferente y que inscriba su 




2.3.7. Seguridad jurídica en el tráfico comercial de bienes de la 
sociedad de gananciales 
De acuerdo a nuestro sistema legal, para ser propietario pleno 
de un inmueble no basta la sola tenencia del título adquisitivo 
(contrato de compraventa, dación en pago, permuta, 
testamento, etc.), sino que además, se hace necesario su 
inscripción en el Registro, porque solo de esta manera se 
garantiza su oponibilidad a los terceros, y por lo tanto, su 
exclusión, corrigiéndose de esta forma el sistema de 
transferencia de propiedad inmueble adoptado, porque, al 
margen de la titularidad que se tenga, se da preferencia a 
aquella que se encuentra registrada, y por lo tanto, solo una 
vez publicitada “otorga seguridad estática y dinámica al sistema 
legal, con el consiguiente beneficio para la sociedad, 
manifestada en el uso más eficiente del inmueble y en la 
reducción de los costos de transacción” (Tarazona, 2014, 553-
554). 
En el tráfico de bienes de la sociedad de gananciales, el 
artículo 315 del Código Civil exige que “la celebración de actos 
de disposición o de gravamen de tales bienes requieren de la 
intervención del marido y la mujer, salvo que le haya sido 
otorgada a uno de los cónyuges la facultad de disponer o 
gravar los bienes gananciales” (Vidal, 2015, 14). Sin embargo, 
esta norma no señala expresamente la sanción para cuando 
uno de los cónyuges, sin intervención del otro, dispone o grava 
un bien de la sociedad de gananciales.  
Por lo que, existe situaciones problemáticas respecto a la 
disposición de bienes de la sociedad de gananciales. Existen 
casos de venta de bienes de la sociedad por uno solo de los 
cónyuges, aprovechando que en su documento nacional de 
identidad aparece como soltero, a pesar que legalmente es 
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casado, lo que perjudica al cónyuge que no intervino en unos 
casos y en otros al tercero comprador de buena fe. Todo ello 
debido a que no existe la actualización del estado civil de los 
contribuyentes en el RENIEC, así como en los Registros 
Públicos.  
Por ello, creemos que existe necesidad de que en los Registros 
Públicos exista un Registro de matrimonios, con la finalidad de 
publicitar el estado civil de los mismos. Sin embargo, en 
nuestro país no existe tal registro, a pesar que para ello 
bastaría con que se cruce información entre los Municipios, 
RENIEC y Registros Públicos. 
Algo que llama la atención es que, en nuestro país existe un 
registro de uniones de hecho, como parte integrante del 
registro personal, mientras no existe un Registro de 
matrimonios, a pesar que esta institución es de mayor arraigo y 
que la mayoría de los contrayentes optan por el régimen de 
sociedad de gananciales, que no se publicita como el caso del 
régimen de separación de bienes.  
Sabemos que, conforme al artículo 5° de la Constitución “la 
unión estable de un varón y una mujer, libre de impedimento 
matrimonial, que forman un hogar de hecho, da lugar a una 
comunidad de bienes sujeta al régimen de la sociedad de 
gananciales en cuanto sea aplicable” (Constitución Política, 
1993, artículo 5). Concordante con la norma constitucional 
señalada, el artículo 326 del Código Civil señala que “la unión 
de hecho, voluntariamente realizada y mantenida por un varón 
y una mujer, libres de impedimento matrimonial, para alcanzar 
las finalidades y cumplir deberes semejantes a los del 
matrimonio, origina una sociedad de bienes que se sujeta al 
régimen de Sociedad de Gananciales, en cuanto le fuere 
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aplicable siempre que dicha unión haya durado por lo menos 
dos años continuos (…)” (Código Civil, 1984, artículo 326).  
En ese sentido, la consecuencia patrimonial más importante es 
el nacimiento de una sociedad de bienes que se sujeta al 
régimen de Sociedad de Gananciales. Sin embargo, la unión 
de hecho para recibir una cabal protección debe ser declarada 
judicial o notarialmente. Asimismo, con la finalidad de darle 
publicidad registral, las sentencias judiciales o actas notariales 
deben ser inscritas en el registro personal de los Registros 
Públicos.  
Todo ello con la finalidad de permitir el acceso de la 
declaración del reconocimiento notarial o judicial de la unión de 
hecho al registro. La Superintendencia Nacional de los 
Registros Públicos (SUNARP) mediante la Directiva N° 002-
2011-SUNARP-SA establece los criterios registrales para la 
inscripción del reconocimiento de las uniones de hecho 
declaradas en la vía notarial o judicial, su cese y otros actos 
inscribibles directamente vinculados, como la anotación de 
demanda o sentencia de nulidad de dicha unión. Sin embargo, 
recién con la dación de la Ley N° 30007, del 17 de abril de 
2013, la declaración de la unión se introduce en el artículo 
2030° del Código Civil, como acto inscribible en el  Registro 
Personal, de esta manera, con la acogida registral de las 
uniones de hecho se elimina la deficiencia del sistema 
normativo sobre la publicidad material y formal de las uniones 
de hecho. 
Por ello, la declaración del reconocimiento de la unión de 
hecho y su consecuente inscripción en el registro 
correspondiente, contribuye a crear un clima de confianza, 
garantía y certidumbre no solo para los convivientes sino frente 
a terceros. Mediante su inscripción “el sistema registral por 
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medio de la publicidad otorga una consistente garantía jurídica 
a los derechos patrimoniales nacidos como consecuencia de la 
sociedad de bienes generada por el cumplimiento de los 
requisitos que la norma constitucional y sustantiva exigen para 
ello” (Haro, 2013, 19).  
La inscripción de las uniones de hecho constituye una garantía 
tanto para los convivientes como para los terceros. Sin 
embargo, el matrimonio, que incluso es un acto mucho más 
protocolar y abundante en nuestro país, no es registrable en los 
Registros Públicos, situación que causa problemas en 
diferentes ámbitos; siendo uno de los tantos problemas la 
disposición de bienes de la sociedad de gananciales, conforme 
a ello, podemos advertir que  mayor seguridad jurídica tendrían 
los bienes de las uniones de hecho que los bienes de una 









RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 
1. Generalidades 
En este capítulo mostraremos los resultados de la presente  investigación 
en base al análisis de los matrimonios inscritos a nivel nacional y en 
Arequipa, de los regímenes patrimoniales adoptados por los matrimonios, 
la incorporación de las Oficinas de Registros Civiles que funcionan en las 
Municipalidades Provinciales y Distritales al Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil (RENIEC), de los procesos de nulidad de acto 
jurídico tramitados ante los Juzgados Civiles de la Corte Superior de 
Arequipa referidos a la disposición unilateral de bienes de la sociedad de 
gananciales por uno de los cónyuges (ello teniendo en cuenta que en el 
Registro Público figuran como solteros), así como las casaciones recaídas 
en este tipo de procesos.  
Acompañamos también los resultados de la encuesta efectuada a los 
Jueces de los Juzgados Civiles de la Corte Superior de Arequipa, la misma 






2. Matrimonios inscritos en el RENIEC 
TABLA N° 01 
Matrimonios inscritos en el RENIEC, a nivel Nacional y Arequipa, entre los 
años 2012 al 2016 
Años  Nacional Arequipa 
2012 107 380 5 664 
2013 89 763 4 464 
2014 95 770 5 365 
2015 86 191 4 344 
2016 94 094 5 483 
Total 365 925 25 320 
FUENTE: Archivo del RENIEC 
En la Tabla Nº 01 observamos la cantidad de matrimonios inscritos en el 
RENIEC, a nivel nacional y a nivel de Arequipa, entre los años 2012 y 
2016. En ella se ve que a nivel nacional entre los años 2012 a 2016, se han 
inscrito un total de 365925 matrimonios, de los cuales 25320 matrimonios 
corresponden al departamento de Arequipa. 
Conforme a ello, en nuestro país se inscriben un promedio de 261 
matrimonios por día en el RENIEC, inscripción que se realiza a solicitud de 
los contrayentes en caso que la Oficina de Registros Civiles (OREC) de su 
distrito esté incorporado al RENIEC, y en caso de no ser así la inscripción 
se efectuará a solicitud de la Municipalidad en la que se celebró el 
matrimonio.  
Actualmente existe un Sistema Informático de Inscripción Directa de 
nacimientos, matrimonios y defunciones que puede ser utilizado por las 
OREC de las Municipalidades incorporadas al RENIEC, y si no está 
incorporado no pueden hacer uso de este sistema, por lo tanto la 
Municipalidad debe enviar las partidas para ser inscritas en el RENIEC. Por 
ejemplo, ninguna de las OREC de Municipalidades de Arequipa está 





GRÁFICA N° 01 
Matrimonios inscritos en el RENIEC a nivel de Arequipa y a nivel Nacional 
entre 2012 - 2016 
 
 





3. Los regímenes patrimoniales de los matrimonios a nivel nacional   
TABLA N° 02 
Los regímenes matrimoniales según el RENIEC y SUNARP, a nivel 
nacional, entre 2014 a 2016 




N % N % 
2014 7 356  7.7 88 414 92.3 95 770 
2015 7 327 8.5 78 864 91.5 86 191 
2016 7 080 7.5 87 014 92.5 94 094 
Total 21 763 8.0 254 292 92.0 271 831 
FUENTE: Archivo del RENIEC y SUNARP 
En la Tabla N° 02, se observa los regímenes patrimoniales de los 
matrimonios inscritos en el RENIEC, teniendo en cuenta la Separación  de 
Patrimonios inscritos en el Registro Personal de los Registros Públicos - 
SUNARP, durante los años 2014 al 20161.  
Conforme a los datos mostrados, entre los años 2014 a 2016, se han 
inscrito en el RENIEC un total de 271831 matrimonios, de los cuales el 8% 
(21763 matrimonios) optaron por el régimen de separación de patrimonios, 
mientras el 92% (254292 matrimonios) optaron por el régimen de sociedad 
de gananciales. 
Por lo tanto, se podría afirmar que la mayoría de los matrimonios optan por 
el régimen de sociedad de gananciales, teniendo en cuenta que nuestra 
legislación posibilita la libre elección del régimen patrimonial para los 
matrimonios.  
El artículo 295° de nuestro Código Civil señala que “antes de la celebración 
del matrimonio, los futuros cónyuges pueden optar libremente por el 
                                                             
1 Trabajamos con los años 2014 al 2016, por cuanto en los Registros Públicos –SUNARP, se 




régimen de sociedad de gananciales o por el de separación de patrimonios, 
el cual comenzará a regir al celebrarse el casamiento. Si los futuros 
cónyuges optan por el régimen de separación de patrimonios, deben 
otorgar escritura pública, bajo sanción de nulidad. Para que surta efecto 
debe inscribirse en el registro personal. A falta de escritura pública se 
presume que los interesados han optado por el régimen de sociedad de 
gananciales” (Código Civil, 1984, artículo 295).  
La elección del régimen patrimonial del matrimonio tiene consecuencias y 
repercusiones jurídicas muy importantes, por cuanto, si la pareja elige el 
régimen de separación de patrimonios “cada cónyuge conserva a plenitud 
la propiedad, administración y disposición de sus bienes presentes y 
futuros, asimismo  le corresponden los frutos y productos de dichos bienes” 
(Código Civil, 1984, artículo 327) y “cada cónyuge responde de sus deudas 
con sus propios bienes” (Código Civil, 1984, artículo 328), es decir en el 
aspecto económico, el matrimonio no tiene mayores implicancias, pues las 
relaciones patrimoniales de cada uno se mantienen como se hallaban 
antes de la celebración matrimonio, o se celebran después como si este no 
se hubiera realizado; en cambio, si la pareja elige el régimen de la sociedad 
de gananciales, en su matrimonio “puede haber bienes propios de cada 
cónyuge2 y bienes de la sociedad conyugal3” (Código Civil, 1984, artículo 
                                                             
2 Artículo 302º.- Bienes propios 
“Son bienes propios de cada cónyuge: 
1.- Los que aporte al iniciarse el régimen de sociedad de gananciales. 
2.- Los que adquiera durante la vigencia de dicho régimen a título oneroso, cuando la causa de 
adquisición ha precedido a aquella. 
3.- Los que adquiera durante la vigencia del régimen a título gratuito. 
4.- La indemnización por accidentes o por seguros de vida, de daños personales o de 
enfermedades, deducidas las primas pagadas con bienes de la sociedad. 
5.- Los derechos de autor e inventor. 
6.- Los libros, instrumentos y útiles para el ejercicio de la profesión o trabajo, salvo que sean 
accesorios de una empresa que no tenga la calidad de bien propio  
7.- Las acciones y las participaciones de sociedades que se distribuyan gratuitamente entre los 
socios por revaluación del patrimonio social, cuando esas acciones o participaciones sean bien 
propio. 
8.- La renta vitalicia a título gratuito y la convenida a título oneroso cuando la contraprestación 
constituye bien propio. 
9.- Los vestidos y objetos de uso personal, así como los diplomas, condecoraciones, 
correspondencia y recuerdos de familia” (Código Civil, 1984, artículo 302). 
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301), donde “cada cónyuge conserva la libre administración de sus bienes 
propios y puede disponer de ellos o gravarlos” (Código Civil, 1984, artículo 
300), por el contrario “corresponde a ambos cónyuges la administración del 
patrimonio social” y “para disponer de los bienes sociales o gravarlos, se 
requiere la intervención del marido y la mujer. Empero, cualquiera de ellos 
puede ejercitar tal facultad, si tiene poder especial del otro” (Código Civil, 
1984, artículos 313 y 315). Asimismo, en caso de haber deudas ambos 
responden por las deudas. 
Para el presente trabajo de investigación, cobra vital importancia la 
elección del régimen patrimonial, y que el mismo se encuentre 
debidamente publicitado, por cuanto la falta de actualización del estado civil 
de los cónyuges en el RENIEC tiene repercusiones trascendentales en el 
tráfico comercial y afecta la seguridad jurídica.  Cuando la sociedad 
conyugal opta por el régimen de separación de patrimonios, no habrá 
mayor problema, puesto que cada uno puede disponer de sus bienes como 
lo hacía antes de la celebración del matrimonio; mientras, si se opta por el 
régimen de sociedad de gananciales, para disponer o gravar los bienes de 
la sociedad conyugal se requerirá la intervención de ambos cónyuges, o 
que uno de los cónyuges otorgue el poder correspondiente al otro. Es en 
este punto donde se presentan casos donde uno de los cónyuges, 
aprovechando la falta de actualización de su estado civil en el RENIEC 
(persona casada que en su DNI permanece soltero), adquiere bienes y lo 
inscribe en Registros Públicos solo a su nombre, para luego disponerlo 
como si fueran bienes propios, sin tener en cuenta que conforme a ley, 
estos bienes constituyen patrimonio de la sociedad de gananciales y por 
tanto tienen que intervenir ambos cónyuges. 
                                                                                                                                                                                  
3 Artículo 310º.- Bienes sociales 
“Son bienes sociales todos los no comprendidos en el artículo 302, incluso los que cualquiera 
de los cónyuges adquiera por su trabajo, industria o profesión; así como los frutos y productos 
de todos los bienes propios y de la sociedad y las rentas de los derechos de autor e inventor. 
También tienen la calidad de bienes sociales los edificios construidos a costa del caudal social 
en suelo propio de uno de los cónyuges, abonándose a este el valor del suelo al momento del 
reembolso” (Código Civil, 1984, artículo 310). 
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Al analizar este tipo de casos, podemos evidenciar que se perjudica por un 
lado al cónyuge que no intervino en la celebración del acto  y por otro lado 
al adquirente del bien. El cónyuge no interviniente, empleará una serie de 
mecanismos para recuperar el bien social amparándose en lo establecido 
en el artículo 315 del Código Civil, y  en el caso que este haya sido 
afectado por deudas privadas, defenderá la inembargabilidad del 
patrimonio social. El tercero ya sea como adquirente o como acreedor, 
también empleara medidas legales con la finalidad de defender su 
adquisición en mérito a que celebró el acto en base a la buena fe y 
publicidad registral; y, en el caso de que se trate de un acreedor, exigirá el 
cumplimiento de la prestación y la ejecución del bien social.  
Esta situación, no solo afecta a la sociedad conyugal o al tercero 
adquirente, sino afecta a toda la sociedad, generando estados de 
inseguridad jurídica y limitaciones al tráfico comercial, dado que en nuestro 
sistema, no hay seguridad si la persona con la que celebramos un acto 
jurídico sea o no casado y si el patrimonio que dispone o afecte se trate de 








GRÁFICA N° 02 
Los regímenes matrimoniales según el RENIEC y SUNARP a nivel 
nacional, entre 2014 a 2016 
 












4. Los regímenes patrimoniales de los matrimonios a nivel de Arequipa  
TABLA N° 03 
Los regímenes matrimoniales según el RENIEC y SUNARP a nivel de 
Arequipa, entre los años 2014 al 2016 




N % N % 
2014 763  14.2 4 602 85.8 5 365 
2015 735 16.9 3 609 83.1 4 344 
2016 725 13.2 4 758 86.8 5 483 
Total 2223 14.6 12 969 85.4 15 192 
FUENTE: Archivo del RENIEC  y SUNARP 
En la Tabla N° 03, observamos los regímenes patrimoniales escogidos por 
los matrimonios de Arequipa inscritos en el RENIEC, en base a la 
inscripción de la Separación de Patrimonios en el Registro Personal de los 
Registros Públicos - SUNARP, durante los años 2014 al 2016.  
Conforme a esta Tabla, a nivel de Arequipa entre los años 2014 a 2016, el 
85.4% (12969) de los matrimonios optaron por el régimen de sociedad de 
gananciales, mientras el 14.6% (2223) de ellos optaron por el régimen de 
separación de patrimonios.  
Por consiguiente, también en Arequipa la gran mayoría de los matrimonios 
optan por el régimen de sociedad de gananciales, donde la administración 
de los bienes estará a cargo de ambos cónyuges y para disponer o gravar 
se requerirá la intervención de ambos. Por lo que, a nivel de Arequipa, 
también es latente la posibilidad de que el cónyuge casado que permanece 
soltero en su DNI, involucre bienes de la sociedad de gananciales en las 
transacciones comerciales que efectúe. 
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GRÁFICA N° 03 
Los regímenes matrimoniales según el RENIEC y SUNARP a nivel de 
Arequipa, entre los años 2014 al 2016 
 
 




5. Oficinas de atención registral del RENIEC a nivel nacional 
TABLA N° 04 
Oficinas Registrales, Agencias y Puntos de Atención de  Registros Civiles 
del RENIEC a nivel Nacional. 
 
OFICINAS N % 
Oficinas Registrales 52 11.8 
Agencias 92 21.0 
Puntos de Atención 136 31.1 
Oficinas registrales auxiliares (ORA) 154 35.2 
MAC: Mejor Atención al Ciudadano 4 0.9 
Total: 438 100.0 
FUENTE: Archivo del RENIEC en su Portal Web. 
En la Tabla N° 04, podemos ver que el RENIEC para brindar atención a la 
población peruana dispone de 438 oficinas de atención, de los cuales el 
11.8% (52) son Oficinas Registrales, 21% (92) son Agencias de atención, 
31.1% (136) son Puntos de Atención, 35.2% (154) son Oficinas Registrales 
Auxiliares y 0.9% (04) son Centros de Mejor atención al Ciudadano. 
Debemos entender que las Oficinas Registrales son las que funcionan en el 
mismo local del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil – RENIEC. 
Estas oficinas, “adicionalmente a realizar trámites de Documento Nacional 
de Identidad (DNI), así como brindar los servicios adicionales como 
expedición de constancias de inscripción, certificación de firmas de 
Registradores Civiles, etc., registran también los nacimientos, matrimonios y 
defunciones de las Oficinas de Registros del Estado Civil que han sido 
incorporadas al RENIEC y de las Oficinas de Registros del Estado Civil 
cuyas facultades registrales han sido revocadas”4. 
                                                             
4 Portal Web del RENIEC. Véase en: https://www.reniec.gob.pe/portal/homeDepartamento.htm 
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La Oficinas Registrales Auxiliares (ORA) son aquellas oficinas que están 
ubicados en los Centros Hospitalarios, cuya función es efectuar el  “trámite 
de DNI de Menores, entrega de DNI de Menores, registro de Nacimientos 
Ordinarios y registros de Defunciones Ordinarias” (TUPA-RENIEC, 2013).  
Las Agencias de Atención del RENIEC, que incluye las oficinas conocidas 
como Puntos de Atención, son aquellas que funcionan en diferentes 
instituciones públicas, por ejemplo en las universidades. Como función 
cumple con el “trámite de DNI de menores y mayores, entrega de  DNI de 
menores y mayores” (TUPA-RENIEC, 2013). 
Los centros de Mejor Atención al Ciudadano (MAC), son oficinas que han 
sido “creados con el propósito de que los ciudadanos puedan llevar a cabo 
diversos trámites ofrecidos por entidades públicas en un solo espacio físico. 
En ella pueden realizar trámites relacionados con el Documento Nacional de 
Identidad (DNI) de mayores y menores de edad. Además se pueden obtener 
constancias y copias certificadas de las partidas de nacimiento, matrimonio y 
defunción incluidas en la base de datos del RENIEC” (RENIEC, 
Comunicado, 10/08/2017). 
En ese sentido, podemos ver que el RENIEC pone a disposición de los 
ciudadanos diversos servicios, sobre todo para el trámite del documento 
Nacional de Identidad, sin embargo, el registro de matrimonios se hace 
únicamente en las Oficinas Registros del Estado Civil que funcionan en el 
mismo local del RENIEC, donde también registran matrimonios de 
las Oficinas de Registros del Estado Civil (OREC) de las Municipalidades 










GRÁFICA N° 04 
Oficinas Registrales, Agencias y Puntos de Atención de  Registros Civiles 
del RENIEC a nivel Nacional 
 






6. Comunicación entre el RENIEC y Municipalidades 
TABLA N° 05 
Oficinas de Registros Civiles (OREC) incorporados al RENIEC, a nivel 
Nacional 
Incorporación de las OREC al RENIEC N % 
OREC incorporados al RENIEC 69 4.2 
OREC No incorporados al RENIEC 1577 95.8 
Total 1646 100 
FUENTE: Archivo de RENIEC en su Portal Web. 
En la Tabla N° 05, observamos que conforme a las estadísticas publicadas 
por el RENIEC en su portal Web, del total de 1646 Oficinas de Registros 
Civiles - OREC a nivel nacional, hasta el 03 de julio del 2017, solo 4.2% 
(69) de las OREC de las distintas Municipalidades provinciales y distritales 
del país han sido incorporadas al RENIEC, mientras el 95.8% (1577) de las 
mismas no han sido incorporadas.   
Ello significa que solo las 69 Oficinas de Registros Civiles - OREC que 
funcionan en las distintas Municipalidades provinciales y distritales del país 
incorporadas al RENIEC, pueden registrar los nacimientos, matrimonios, 
divorcios, defunciones, entre otros directamente al sistema del RENIEC, de 
conformidad con la Directiva DI-415-GRC/032.  
La Directiva DI-415-GRC/032, “Procedimientos Registrales para la 
Inscripción de Hechos Vitales y Actos Modificatorios del Estado Civil ante 
Oficinas Autorizadas”, aprobada mediante la Resolución Secretarial N° 49-
2017/SGEN/RENIEC, del 9 de agosto de 2017, con vigencia anticipada a 
partir del 03 de agosto de 2017, es el documento que establece “los 
lineamientos que permitan orientar y regular la correcta aplicación e 
interpretación de las normas registrales por los Registradores Civiles que 
ejercen funciones en las Oficinas de Registros del Estado Civil, Oficinas 
Registrales Auxiliares, personal itinerante, Oficinas Registrales RENIEC, 
Oficinas Registrales Consulares u otras oficinas con facultades registrales, 
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en adelante denominadas Oficinas Autorizadas para efectuar registros 
manuales y/o en forma automatizada utilizando el Sistema Integrado de 
Registros Civiles y Microformas (SIRCM) implementado por el RENIEC, 
para los procedimientos de Inscripción, Rectificación, Inutilización y/o de 
Depuración de Actas Registrales, así como los procedimientos de 
Reposición, Reconstitución y Cancelación en lo que corresponda” (DI-415-
GRC/032, 2017, Punto I). 
Conforme a dicha Directiva y el TUPA del RENIEC, en el caso de 
inscripción de matrimonios, éstos deben efectuarse constatando que hayan 
sido celebrados por el Alcalde de dicha Municipalidad, o por persona con 
facultad delegada conforme a ley; presentación del “Oficio de la 
Municipalidad Provincial o Distrital celebrante del matrimonio y copia 
certificada del Acta de Celebración del matrimonio civil” (TUPA RENIEC, 
2013). Debe quedar claro, si la OREC de su Municipalidad está 
incorporada al RENIEC, los contrayentes también pueden inscribir su 
matrimonio directamente en las Oficinas Registrales, acompañando los 
mismos requisitos exigidos en el caso anterior. 
Por otra parte, en las 1577 Oficinas de Registros Civiles -OREC de las 
distintas Municipalidades del país que no han sido incorporadas al 
RENIEC, éstas no pueden registrar directamente los matrimonios en el 
sistema del RENIEC, por lo que la Municipalidad celebrante debe solicitar 
su inscripción a la Oficina Registral con un Oficio, adjuntando “copia 
certificada del Acta de Celebración del matrimonio civil” (TUPA RENIEC, 
2013). 
En este último caso es donde existen las mayores dificultades para la 
actualización del estado civil de las personas, y con mayor razón en las 
zonas alejadas del país, por todo ello, las personas permanecen 










GRÁFICA Nº 05 
Oficinas de Registros Civiles (OREC) incorporados al RENIEC, a nivel 
Nacional. 
 








7. Comunicación entre el RENIEC y las Municipalidades de Arequipa 
TABLA Nº 06 
Oficinas de Registros Civiles (OREC) incorporados al RENIEC, a nivel de 
Arequipa 
OREC de Municipalidades de Arequipa % % 
OREC incorporados al RENIEC 0 00.0 
OREC No incorporados al RENIEC 117 100.0 
TOTAL 117 100.0 
FUENTE: Archivo del RENIEC 
En la Tabla N° 06 observamos que en Arequipa existen 117 
Municipalidades: 08 provinciales y 109 distritales, donde ninguna de las 
Oficinas de Registros Civiles de dichas Municipalidades se encuentran 
incorporadas al RENIEC. Esto también fue confirmado por la Jefa de la 
Unidad de Fiscalización del RENIEC, sede Arequipa, la Dra. María Maque 
Ancco, en una entrevista directa con su persona. 
La Directiva DI-415-GRC/032, “Procedimientos Registrales para la 
Inscripción de Hechos Vitales y Actos Modificatorios del Estado Civil ante 
Oficinas Autorizadas”, señala que las Oficinas de Registros Civiles de las 
Municipalidades incorporadas al RENIEC pueden inscribir directamente en 
el sistema del RENIEC los matrimonios celebrados en sus Municipalidades, 
mientras que aquellas que no están incorporadas deben solicitar dicha 
inscripción a las Oficinas Registrales con un Oficio, adjuntando “copia 
certificada del Acta de Celebración del matrimonio civil” (TUPA RENIEC, 
2013). Esta situación, dificulta la actualización del Estado Civil de los 
contrayentes, por cuanto en caso que la Municipalidad no solicite o no 
inscribe, el estado civil de los contrayentes continuará figurando en su 





GRÁFICA Nº 06 
Oficinas de Registros Civiles (OREC) incorporados al RENIEC, a nivel de 
Arequipa 
 






8. Comunicación del RENIEC con registros públicos y notarias sobre el 
estado civil de las personas 
 
TABLA Nº 07 
Comunicación del RENIEC con Registros Públicos y Notarías sobre el 
Estado Civil de las personas 
Comunicación con 
SUNARP y Notarías 
Tipo de comunicación 
Con la SUNARP Convenio de Cooperación Interinstitucional, 
del 16 de agosto del 2010.   
Con las Notarías Por disposición del artículo 55° del Decreto 
Legislativo 1049, Ley del Notariado y Decreto 
Supremo N° 017-2012-JUS, se dispone el uso 
del sistema de verificación biométrica de 
huellas dactilares conforme a la información 
en la base de datos del RENIEC. 
FUENTE: Archivo del RENIEC. 
En la Tabla N° 07, observamos que en Arequipa el Registro Nacional de 
Identidad y Estado Civil – RENIEC tiene firmado un Convenio de 
Cooperación Interinstitucional con la Superintendencia Nacional de 
Registros Públicos – SUNARP, así como por disposición normativa 
mantiene relación de cooperación con las Notarías, ambas de 
trascendental importancia en el tráfico comercial de bienes. 
Respecto a la comunicación entre el RENIEC y la SUNARP, con fecha 16 
de Agosto de 2010, estas instituciones suscribieron un Convenio de 
Cooperación Interinstitucional “con el objeto que este último proporcione a 
la SUNARP información relativa a la identidad de las personas que obran 
en el Registro Único de Identificación de Personas Naturales, y por su parte 
la SUNARP les suministre información de carácter registral referida al 
Registro de Personas Naturales así como a otros registros que requieran 
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consultar para el ejercicio de sus funciones, estableciéndose un plazo de 
vigencia indeterminado” (Convenio de Cooperación Interinstitucional 
RENIEC-SUNARP, 16/08/2010, Cláusula Primera). 
A través de este documento las dos Instituciones Públicas, han convenido 
intercambiar información relevante referida a la función propia de cada 
entidad, a fin de evitar las suplantaciones de identidad. En virtud a este 
convenio, “la SUNARP podrá tener acceso a través de consultas en línea 
por Internet, servicio de consultas en línea, servicio de verificación 
biométrica y certificaciones, de la información sobre los datos almacenados 
en el Archivo Único de Identificación de las Personas Naturales que 
administra el RENIEC. Por su parte, RENIEC podrá acceder a la 
información registral en línea a través del Servicio de Publicidad Registral 
de la SUNARP” (Convenio de Cooperación Interinstitucional RENIEC-
SUNARP, 16/08/2010, Cláusula Tercera).  
Este es un avance muy importante; sin embargo, debemos tener en cuenta 
que los funcionarios de SUNARP, solo utilizan este servicio para verificar la 
identidad de las personas, en caso de haber duda o incompatibilidad entre 
los datos suministrados por el usuario y los que SUNARP tiene registrado. 
Por ejemplo, al momento de calificar un título de compraventa, verifican si 
los datos de los intervinientes, sobre todo del vendedor o los vendedores, 
coinciden con lo que aparece en el registro, siendo que en muchos casos 
no se detienen a verificar otros datos, como el caso del estado civil de los 
intervinientes. Por lo que, este convenio es muy importante para la 
verificación de la identidad, más no para evitar que solo uno de los 
cónyuges disponga de bienes de la  sociedad conyugal aprovechando que 
en su DNI aparece como soltero y que el bien esté inscrito únicamente a su 
nombre (elementos que le dan la apariencia de ser el único propietario). 
Respecto a la relación del RENIEC con las Notarías, por disposición del 
artículo 55° del Decreto Legislativo 1049, Ley del Notariado, “el notario dará 
fe de conocer a los otorgantes y/o intervinientes o de haberlos identificado, 
conforme a lo siguiente:  a) Cuando en el distrito donde se ubica el oficio 
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notarial tenga acceso a internet, el notario exigirá el documento nacional de 
identidad y deberá verificar la identidad de los otorgantes o intervinientes 
utilizando la comparación biométrica de las huellas dactilares, a través del 
servicio que brinda el Registro Nacional de Identidad y Estado Civil - 
RENIEC. …” (Decreto Legislativo 1049, 25/06/2008, artículo 55). 
Posteriormente, mediante el artículo 1° del Decreto Supremo N° 017-2012-
JUS, se dispone el uso del sistema de verificación biométrica de huellas 
dactilares, señalando que: “1.1 El uso del sistema de verificación biométrica 
de huellas dactilares en las notarías del país es obligatorio, con la finalidad 
de brindar seguridad respecto de la identidad de los otorgantes y/o 
intervinientes que realizan trámites notariales. 1.2 El sistema de verificación 
biométrica se empleará para todo instrumento público notarial, sea de 
carácter protocolar o extraprotocolar, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 55º del Decreto Legislativo Nº 1049” (Decreto Supremo N° 017-
2012-JUS, 14/12/2012, Artículo 1°). Asimismo, la misma norma aclara que 
su implementación va ser de manera progresiva. 
Si bien es cierto, que existen estas disposiciones de obligatoriedad para 
verificar la identidad de los intervinientes a través de la verificación 
biométrica de huellas dactilares, también es cierto que ello solamente está 
referido a la identidad de la persona, más no otros datos como el estado 
civil del mismo. Es decir, este mecanismo es eficaz para evitar 
suplantaciones, más no para evitar que un bien social sea transferido o 
afectado por uno de los cónyuges, dado que no hay forma de garantizar 
que el estado civil que aparece en el DNI, sea cierto. 
81 
 
9. Procesos  tramitados a nivel de los Juzgados Civiles de Arequipa 
TABLA N° 08 
Procesos tramitados en los Juzgados Civiles de Arequipa entre los años 








N % N % 
Primero  144 4.7 2926 95.3 3070 
Segundo 245 10.7 2050 89.3 2295 
Tercero 275 8.9 2822 91.1 3097 
Cuarto 235 7.6 2839 92.4 3074 
Quinto 269 8.7 2808 91.3 3077 
Sexto 264 8.6 2801 91.4 3065 
Séptimo 235 7.6 2858 92.4 3093 
Octavo 299 9.7 2797 90.3 3096 
Noveno 230 7.5 2837 92.5 3067 
Decimo 268 8.7 2829 91.3 3097 
TOTAL 2467 8.2 27567 91.8 30031 
FUENTE: Archivo de la Corte Superior de Justicia Arequipa 
En la Tabla N° 08 observamos que en los Juzgados Civiles de Arequipa se 
han tramitado un total de 30031 procesos entre los años 2012 al 2016, de 
los cuales el 8.2% (2467) son procesos de nulidad, anulabilidad o ineficacia 
del acto jurídico y el 91.8 % (27567) son otros procesos civiles, tales como 
indemnización, reivindicación, desalojo, división y partición, cambio de 
nombres, etc.  
En el presente trabajo de investigación nos interesa el 8.2% de procesos de 
nulidad, anulabilidad o ineficacia del acto jurídico, por cuanto es mediante 
esos procesos que la parte afectada cuestiona el acto de disposición de 
bienes de la sociedad de gananciales, efectuada por el cónyuge que 
aparece como único titular registral en SUNARP y que en su DNI sigue 
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10. Procesos sentenciados en los Juzgados Civiles de Arequipa 
TABLA Nº 09 
Procesos judiciales sentenciados en los Juzgados Civiles de Arequipa, 




o ineficacia  de Acto 
Jurídico 
Otros Procesos Total 
N % N %  N % 
Sentenciados 455 18.4 6 327 22.9 6 782 22.6 
No sentenciados  2 012 81.6 21 240 77.1 23 249 77.4 
Total 2 467 100 27 567 100 30 031 100 
FUENTE: Archivo de la Corte Superior de Justicia Arequipa 
En la Tabla N° 09 observamos que de los 30031 procesos tramitados en 
los Juzgados Civiles de Arequipa, entre los años 2012 al 2016, en el 22.6% 
de los procesos se han expedido sentencia y en los 77.4% de los procesos 
no se han expedido sentencia, sea porque fueron declarados 
improcedentes, rechazados por no subsanar la demanda, declarados en 
abandono, no requerían sentencia como en los procesos de ejecución o 
cautelares, y en otros casos aún se encuentran en trámite.  
En el mismo cuadro también podemos ver la distribución de los procesos 
sentenciados de nulidad, anulabilidad o ineficacia del acto jurídico. Así 
tenemos, que de los 2467 procesos de nulidad de acto jurídico tramitados 
en los Juzgados Civiles, el 18.4% (455) han merecido sentencia, mientras 
el 81.6% (2012) no han sido sentenciados.  
Por la finalidad de nuestra investigación, nos interesan los procesos de 
nulidad, anulabilidad o ineficacia del acto jurídico sentenciados, pues es 
estos procesos, se cuestiona el caso de la disposición unilateral de bien de 
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11. Procesos de nulidad, anulabilidad o ineficacia del acto jurídico 
sentenciados que versan sobre disposición unilateral de bien social, 
en los Juzgados Civiles de Arequipa, años 2012 al 2016. 
TABLA Nº 10 
Procesos de nulidad, anulabilidad o ineficacia del acto jurídico 
sentenciados que versan sobre disposición unilateral de bien social 
Tipo  N % 
Por disposición unilateral de bien social 39 8.6 
Por otros motivos o causales 416 91.4 
TOTAL 455 100.0 
FUENTE: Archivo de la Corte Superior de Justicia Arequipa 
En la Tabla Nº 10 vemos que de los 455 procesos, sobre nulidad, 
anulabilidad o ineficacia del acto jurídico, tramitados en los Juzgados 
Civiles de Arequipa, entre 2012 al 2016 y que tienen sentencia, en el 
8,6% (39) de los procesos se cuestionan el acto de disposición unilateral 
de bienes sociales y los otros 91,4% (421) de los procesos se demandan 
la nulidad, anulabilidad o ineficacia de actos jurídicos por otros motivos o 
causales. 
En los 8.6% de los procesos donde se cuestiona la disposición unilateral 
del bien social, casi en su totalidad se demanda la nulidad del acto 
jurídico, por cuanto se basan en lo dispuesto por el artículo 315 del 
Código Civil que señala: “Para disponer de los bienes sociales o 
gravarlos, se requiere la intervención del marido y la mujer. Empero, 
cualquiera de ellos puede ejercitar tal facultad, si tiene poder especial del 
otro. Lo dispuesto en el párrafo anterior no rige para los actos de 
adquisición de bienes muebles, los cuales pueden ser efectuados por 
cualquiera de los cónyuges…” (Código Civil, 1984, artículo 315).  
Por otra parte, en el Pleno Nacional Civil y Procesal Civil llevada a cabo 
en nuestra ciudad de Arequipa, entre el 16 y 17 de octubre del 2015, en 
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este Pleno el segundo punto de debate fue: En el caso de un acto de 
disposición de un bien de la sociedad de gananciales (bien social), por 
uno de los cónyuges sin intervención del otro ¿el acto jurídico celebrado 
sin poder es nulo o ineficaz? Al respecto, por mayoría se acordó que 
dicho acto jurídico es nulo, cuyo fundamento fue: “En los actos jurídicos 
en que uno de los cónyuges dispone de bienes de la sociedad de 
gananciales sin la intervención del otro, se advierte la falta del requisito de 
la manifestación de voluntad del cónyuge preterido en la celebración del 
acto, siendo la manifestación de voluntad un elemento primordial para su 
validez (artículo 219 inciso 1° del Código Civil). El objeto del acto es 
jurídicamente imposible toda vez que la ley establece, que para disponer 
de bienes en la sociedad de gananciales se necesita el consentimiento de 
ambos cónyuges (artículo 315 del Código Civil). Finalmente, el acto 
jurídico podría contener un fin ilícito, pues existiría la voluntad de engañar 
y perjudicar al cónyuge que no interviene en dicho acto jurídico” (Pleno 
Jurisdiccional Civil y Procesal civil, 2015, 217). 
En ese sentido, en base al artículo 315 del Código Civil y el Pleno 
Jurisdiccional señalado, el cónyuge no interviniente cuestiona 
judicialmente el acto jurídico de disposición en el que no intervino, a fin de 
que se declare nulo, aunque no en todos los casos es amparada la 
demanda, como veremos en el siguiente punto. 
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Procesos de nulidad, anulabilidad o ineficacia del acto jurídico 
sentenciados que versan sobre disposición unilateral de bien social, en los 
Juzgados Civiles de Arequipa 
 
 





12. Sentencias de nulidad, anulabilidad o ineficacia de acto jurídico por 
disposición unilateral de bien social, en los Juzgados Civiles de 
Arequipa 
TABLA N° 11 
Sentencias emitidas en los procesos de nulidad, anulabilidad o ineficacia 
de acto jurídico por disposición unilateral de bien social, entre los años 
2012 al 2016 
SITUACIÓN DE LOS PROCESOS N % 
Fundado 15 38.5 
Infundado 14 35.9 
Improcedente 10 25.6 
TOTAL 39 100 
FUENTE: Archivo de la Corte Superior de Justicia Arequipa 
GRÁFICA N° 10 
Sentencias emitidas en los procesos de nulidad, anulabilidad o ineficacia de acto 
jurídico por disposición unilateral de bien social, años 2012 al 2016 
 
FUENTE: Tabla N° 11. 
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En la Tabla N° 11, observamos que en los procesos de nulidad, 
anulabilidad o ineficacia  del acto jurídico por disposición unilateral de bien 
social, en los Juzgados Civiles de Arequipa, entre los años 2012 al 2016, 
se han tramitado un total de 39 procesos, en los cuales en el 38.5% (15) de 
ellos se han expedido sentencias declarando fundada la demanda; en 
35.9% (14) se han declarado infundadas y en 25.6% (10) se han declarado 
improcedentes la demanda.  
Ello nos hace ver que el sentido del fallo de las sentencias no es uniforme, 
lo que implica que en ciertos casos no se esté tutelando adecuadamente 
los derechos del cónyuge no interviniente y en otros del adquirente  de 
buena fe del inmueble.  
a) La Sentencia N° 044-2016, del 31 de mayo del 2016, en el 
Expediente N° 05592-2006-0-0401-JR-CI-10 
La presente es una demanda de nulidad de acto jurídico “interpuesta 
por Janet Mónica Manrique Flores en contra de Mauricio Gilberto 
Ponce Núñez, Zoila Gloria Núñez Cano de Ponce, Gilberto Ponce 
Postigo, Giovanna Alvina Arce Picardo, Pablo Elías Bernardo Nicoli 
Segura Y Cesar Ponce Núñez con la finalidad que se declare: 1) La 
nulidad  del contrato de compra venta contenido en la escritura pública 
000676 del 15 de junio de 2001, por ausencia de manifestación de 
voluntad y por fin ilícito; 2) La nulidad del anticipo de legítima del 24 de 
agosto de 2006 por simulación absoluta y fin ilícito; 3) La Nulidad de la 
compra venta del 04 de setiembre del 2006 por simulación absoluta, y 
en forma acumulativa originaria accesoria: 1) la cancelación registral de 
transferencia de propiedad a favor de Gilberto Ponce Postigo y Zoila 
Núñez Cano de Ponce inscrita en el asiento C 00005, partida N° 
01126202 del Registro de la Propiedad Inmueble de Arequipa, 2) la 
cancelación de la inscripción del anticipo de legitima a favor de César 
Ponce Núñez en la partida N° 01126202 y 3) la cancelación de la 
inscripción de la transferencia a favor de Pablo Elías Bernardo Nicoli 
Segura y Giovanna Alvina Arce Picardo inscrita en la Partida N° 
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01126202 del Registro de la Propiedad Inmueble de los Registros 
Públicos de Arequipa” (Sentencia 044-2016, 2016, Vistos). 
Janet Mónica Manrique Flores interpone la presente demanda 
básicamente solicitando la nulidad del contrato de compraventa, de 
fecha 15 de junio del 2001, por cuanto a través de él, su cónyuge 
Mauricio Gilberto Ponce Núñez ha dispuesto unilateralmente el bien 
inmueble ubicado en la Urbanización Primavera Manzana H, Lote 8, del 
distrito de Arequipa que era de la sociedad conyugal, aprovechando 
que el inmueble se encontraba inscrito solo a su nombre y en su DNI 
aparece como soltero, sin embargo ellos son casados, habiendo 
contraído matrimonio civil el 30 de junio de 1993, ante la Municipalidad 
Provincial de Arequipa, bajo el régimen de sociedad de gananciales. 
Más aún, dicha venta lo ha efectuado a favor de sus padres, quienes 
conocían la situación, y que posteriormente se han efectuado otros 
actos jurídicos entre familiares y amistades. 
Al resolver la demanda, el Juez del 10° Juzgado Civil de Arequipa, 
aplicando el principio iura novit curia, falla por la causal del inciso 8 del 
artículo 219 del Código Civil, por ser el acto jurídico contrario a las 
leyes que interesan  al orden público y las buenas costumbres; más, no 
por las causales del inciso 1) y 4) del artículo 219 del Código Civil, 
como había propuesta la demandante. Por lo que declara fundada la 
demanda, y nulo la compraventa de fecha 15 de junio de 2001, y todos 
los actos jurídicos posteriores derivados de este contrato. 
En el presente caso, similar que en muchos otros, la sentencia emitida 
habría protegido el derecho de la demandante, es decir, del cónyuge 
no interviniente, sin embargo los derechos del adquirente del bien, 
cuando la disposición fue realizada unilateralmente por uno de los 
cónyuges, aprovechando que el bien social está inscrito solamente a su 
nombre en registros públicos y que aparece como soltero en su DNI, no 
estaría siendo del todo garantizada, todo ello debido a la falta de 
actualización del estado civil del vendedor. 
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b) La Sentencia N° 148-2015-CI, del 05 de octubre del 2015, en el 
Expediente N° 00182-2012-0-401-JR-CI-01 
La presente es una demanda de nulidad de acto jurídico  interpuesta 
por Yenitza Sonia Lazo Velásquez, en contra de Julio Orlando 
Gonzales Núñez y Flavo Sabino Mejía Cueva, solicitando que se 
declare “la nulidad de acto jurídico contenido en la compra venta que 
obra en el Acta de Transferencia de vehículo N° 1912 de fecha ocho de 
agosto del dos mil nueve, celebrado por el demandado Julio Orlando 
Gonzales Núñez por intermedio de su apoderado Jorge Luis Mejía Vera 
como vendedor, con el demandado Flavio Sabino Mejía Cueva como 
comprador, ante la Notaria pública Alemán Padrón, por las causales de 
la falta de manifestación de voluntad del agente y simulan absoluta” 
(Sentencia 148-2015-CI, 2015, petitorio). 
La demandante interpone la demanda por cuanto desde el 19 de marzo 
de 1999 son casados con el codemandado Julio Orlando Gonzales 
Núñez, y con fecha 23 de agosto del 2007 su cónyuge compró el 
vehículo de placa de rodaje SH-4390, ahora materia de litis, y que para 
dicha adquisición habría aportado. Sin embargo, su cónyuge 
demandado no le hizo partícipe en los documentos de trasferencia y 
registró el vehículo únicamente a su nombre en Registros Públicos, y 
con fecha 08 de agosto del 2009, mediante acta de trasferencia de 
vehículo usado N° 1912, celebrada ante la notaría Alemán Padrón, 
Jorge Luis Mejía Vera apoderado del cónyuge, trasfiere el vehículo a 
favor del codemandado Flavio Sabino Mejía Cueva, por lo que la 
demandante no habría manifestado su voluntad y además habría sido 
simulada, sin pago alguno, debido al inminente fenecimiento se su 
matrimonio. 
Al resolver, el Juez del primer Juzgado Civil de Arequipa declara 
infundada la demanda, señalando que “cuando el cónyuge inocente (en 
este caso la demandante) pretende se declare la nulidad del contrato 
de compra venta celebrado por el apoderado de su cónyuge (en este 
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caso el codemandado Julio Orlando Gonzales Núñez), respecto de un 
bien mueble que consiste en un vehículo de propiedad de la sociedad 
conyugal, ello resulta ser infundado, porque el ordenamiento jurídico no 
lo prevé así, ni sanciona con nulidad, por estas razones, la demanda 
debe ser declarada infundada conforme establece el último párrafo del 
artículo 121 del Código Procesal Civil (Mediante la sentencia el juez 
pone fin a la instancia o al proceso en definitiva, pronunciándose en 
decisión expresa, precisa y motivada sobre la cuestión controvertida 
declarando el derecho de las partes, o excepcionalmente sobre la 
validez de la relación procesal)” (Sentencia N° 148-2015-CI, 2015, 
Considerando Sexto). 
En este caso, está demostrado que el bien vendido por uno de los 
cónyuges, aprovechando que éste se encontraba inscrito en  registros 
públicos únicamente a su nombre y que en su DNI aparece como 
soltero, por no haber actualizado su estado civil, tiene la calidad de 
bien social. Sin embargo, el Juez de la causa, considera que el 
ordenamiento jurídico no lo prevé así ni sanciona con nulidad la 
disposición unilateral del bien mueble de la sociedad, sino como 
ineficacia funcional, por lo que declara infundada la demanda, lo que 
demuestra que el derecho del cónyuge que no intervino en la venta del 
bien social no estaría adecuadamente protegido. 
c) La Sentencia N° 105-2015, del 03 de julio del 2015, en el 
Expediente N° 07184-2009-0-0401-JR-CI-11 
La presente es una demanda de nulidad de acto jurídico interpuesta 
por Gladis Irma Polanco Condori de Quispe, en contra de Jerónimo 
Quispe Letona y Edgardo Donato Otazú Oviedo, y como litisconsorte 
necesario pasivo el Centro de Conciliación y Arbitraje “Siglo XXI”, 
solicitando “la nulidad del acuerdo conciliatorio, contenido en el Acta de 
Conciliación N° 307-2009-CC, del 29 de octubre del dos mil nueve, 
celebrado en el Centro de Conciliación y Arbitraje Siglo XXI entre 
Jerónimo Quispe Letona, con Edgardo Donato Otazú Oviedo, y en 
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consecuencia debe declararse el mismo nulo y sin efecto legal alguno, 
por la causal de falta de expresión de la voluntad en la celebración del 
acto jurídico y objeto jurídicamente imposible” (Sentencia N° 105-2015, 
Petitorio). 
Interpone la demanda porque su esposo Jerónimo Quispe Letona, con 
fecha 29 de octubre del 2013, sin su consentimiento celebró un 
acuerdo conciliatorio con el co-demandado Otazú Oviedo, contenido en 
el acta de conciliación 307-2009-CC, por medio del cual dispone parte 
del patrimonio inmobiliario de la sociedad conyugal, derecho de 
propiedad que ostenta  en el predio rústico denominado lote 54 de 1.81 
Has., inscrito en la ficha 955839 del Registro de Propiedad inmueble de 
la Zona Registral XII-Sede Arequipa, el cual figura a nombre de su 
esposo. 
El Juez del Primer Juzgado Civil de Arequipa, ha declarado 
improcedente por cuanto en el presente caso, no cabría la nulidad sino 
ineficacia del acto jurídico. El Juzgado señala que “si bien en el 
petitorio se solicita que se declare la nulidad del acto jurídico contenido 
en el acta de conciliación, sin embargo es de advertirse como también 
lo ha señalado la Sala Superior en la sentencia de vista de fojas 
cuatrocientos diecinueve que los hechos que deberían sustentar este 
petitorio de nulidad,  no están referidos a dicha figura de ineficacia 
estructural, (nulidad o anulabilidad) sino que configuran el supuesto de  
ineficacia funcional (ineficacia en la celebración de un acto jurídico sin 
poder falsus procurator, acción pauliana, rescisión, resolución de 
contrato, entre otros) que según la Sala Superior seria la contenida en 
el supuesto del artículo 161 del código sustantivo referida a la ineficacia 
en la celebración de un acto jurídico sin poder, ello debidamente 
concordado con el artículo 292 del mismo código sustantivo referido a 
la representación del patrimonio autónomo,  figura de ineficacia que en 
la doctrina y específicamente en estos casos de disposición de  bienes 
conyugales por uno solo de los cónyuges se conoce como ineficacia 
por falta de legitimidad para contratar,  tal como se ha señalado en la 
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casación mencionada en los considerandos anteriores, con lo cual se 
puede advertir que entre lo solicitado en el petitorio y lo expuesto en los 
hechos no hay una relación de conexión lógica pues en el petitorio se 
señala que el acto jurídico sería nulo, sin embargo de los fundamentos 
de hecho a pesar que se diga que se ha incurrido en causal de nulidad 
conforme a la posición de la Sala, de la casación analizada, y del 
presente órgano jurisdiccional  el acto jurídico solo sería ineficaz 
respecto de la accionante mas no nulo por cuanto como también lo ha 
señalado la sala el acto que se pretendería nulificar puede ser materia 
de ratificación figura jurídica que solo es admisible para los casos de 
ineficacia funcional como el establecido en el artículo 161, mas no para 
los casos de una nulidad absoluta como es la que esta peticionando la 
parte accionante razones más que suficientes para declarar 
improcedente la presente demanda” (Sentencia 105-2015, 2015, 
Cuarto Considerando). 
En este caso, está probado que el bien vendido por uno de los 
cónyuges, aprovechando que el bien se encontraba inscrito en  
registros públicos únicamente a su nombre y que en su DNI aparecía 
como soltero, por no haber actualizado su estado civil, tenía la calidad 
de bien social. Sin embargo, por razones de interpretación del artículo 
315° del Código Civil, por parte de los Jueces Civiles, se considera que 
no se trata de nulidad de acto jurídico sino de ineficacia del acto 
jurídico, por lo cual se declara improcedente la demanda; conforme a 
ello, se advierte que se estaría desprotegiendo el derecho del cónyuge 
que no intervino en la venta de bien social. 
De las sentencias analizadas, se advierte que en Arequipa hay casos de 
disposición unilateral de bienes de la sociedad conyugal, efectuada por 
parte de uno de los cónyuges aprovechando que en registros Públicos 
figura como único propietario y en su DNI como soltero, ello por la falta de 
actualización de su Estado Civil en el Registro Nacional de Identificación y 
Estado Civil, asimismo se advierte pronunciamientos contrarios por parte 
de los Juzgadores al resolver este tipo de controversias jurídicas, debido 
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a los criterios diversos adoptados por los Jueces Supremos, al no haber 
un pronunciamiento uniforme respecto si el acto unilateral de disposición 
de un bien social es nulo, anulable o ineficaz. 
Por consiguiente, no existe un mecanismo idóneo para evitar que uno de 
los cónyuges disponga de un bien social, aprovechando que no se 
encuentra correctamente identificado en su estado civil, generándose con 
ello una serie de problemas, además de ello advertimos que nuestro 
ordenamiento jurídico no estaría tutelando adecuadamente el derecho del 
cónyuge perjudicado, así como de los adquirentes de buena fe, tal es el 
caso que emiten pronunciamientos diferentes, causando con ello 
incertidumbre entre los afectados, al no tener certeza la forma adecuada 
de hacer valer su derecho y evitar litigar por muchos años, para que al 
final su demanda sea declarada infundada o improcedente.  
A pesar de que el RENIEC es la entidad encargada de mantener 
actualizado el estado civil de todas las personas, no existe certeza de que 
el estado civil que figura en el Documento Nacional de Identidad de cada 
ciudadano, sea el correcto, dado que hay gran parte de la población que 
contrae matrimonio, que no actualiza su estado civil y siguen figurando en 
su DNI con el estado civil de “soltero”; ante ello, nos surge la interrogante, 
de cuál sería el mecanismo adecuado para eliminar esta gran 
incertidumbre. 
Para nosotros ese mecanismo sería que en los Registros públicos se 
inscriban todos los matrimonios, a fin de publicitar que personas están 
casadas y por ello el patrimonio con el que cuentan, pertenece a una 
sociedad conyugal, con ello se eliminaría la probabilidad de que uno de 
los cónyuges transfiera  o grave un bien social, dado que el adquirente o 
acreedor, se encontraría en la posibilidad de advertir que el bien es social, 
tan solo con acceder a la información que publicita Registros Públicos; 
asimismo el Registrador no podría inscribir el título, porque advertiría que 




En definitiva, debe haber un sistema unificado entre el Reniec y Registros 
Públicos, a fin de evitar que se presenten este tipo de problemas que 




13. Sentencias casatorias sobre disposición unilateral de bien social 
TABLA N° 12 
Condición de las sentencias casatorias emitidas en los procesos de 
nulidad de acto jurídico por disposición unilateral de bien social, durante 
los años 2015 a 2016 
SITUACIÓN DE LOS PROCESOS N % 
Fundada 14 51.8 
Infundada 8 29.6 
Nula 5 18.5 
Total 27 100 












GRÁFICA N° 11 
Condición de las sentencias casatorias emitidas en los procesos de 
nulidad de acto jurídico por disposición unilateral de bien social 
 
FUENTE: Tabla N° 12. 
En la Tabla Nº 12 observamos que entre los años 2015 y 2016 se han 
expedido un total de 27 sentencias casatorias referidas a nulidad de acto 
jurídico por disposición unilateral de un bien social.  De los cuales, el 
51.8% han sido declarados fundados, el 29.6% fueron declarados 
infundadas y 18.5% fueron declarados nulos. 
Ello nos hace ver que en nuestro país existen casos de disposición 
unilateral de bienes sociales, y que los fallos emitidos por nuestra Corte 
Suprema no son uniformes. Por ello, conforme a los fallos emitidos por 
magistrados Supremos, no se estaría protegiendo adecuadamente los 
derechos del cónyuge no interviniente, y en otros casos del adquirente del 
bien.  
A continuación vamos veamos cuatro casos, en los cuales se evidencia la 
desprotección de cónyuge no interviniente o del adquirente: 
a) Casación N° 47-2015-San Martin, del 01 de octubre del 2015. 
Se trata del recurso de casación interpuesto por la demandante María 
Elgiva Arévalo Celis, contra la sentencia de segunda instancia, que 
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confirma la sentencia apelada, que declara infundada la demanda 
sobre nulidad de acto jurídico, por cuanto ella en su condición de 
esposa no ha intervenido en la hipoteca celebrada a favor de la 
entidad financiera demandada. 
En ella, la Corte Suprema declara infundada la casación, señalando 
que no cabe declarar la nulidad de los actos jurídicos materia de litis 
(Hipotecas), toda vez que cuando se inscribió la hipoteca en los 
Registros Públicos a favor de la entidad financiera, aparecía como 
único titular de los inmuebles hipotecados el codemandado (Como 
Soltero).  
En dicha casación se señala: “Quinto.- Que mediante escrituras 
públicas de fechas treinta de junio y ocho de setiembre de dos mil 
ocho. El codemandado Luis Alberto Saravia Ponce en su calidad de 
“soltero” adquiere los inmuebles, que posteriormente fueron otorgados 
a favor de la Caja Municipal de Ahorro v Crédito de Piura SAC., en 
garantía de la Línea de crédito obtenida por Saravia Ponce, siendo 
dichos actos jurídicos inscritos en los Registros Públicos. Sexto.- Que 
por Escrituras Públicas de otorgamiento de Línea de Crédito con 
Garantía Hipotecaria de fechas treinta de junio y siete de octubre de 
dos mil ocho, la Caja Municipal de Ahorro v Crédito de Piura Sociedad 
Anónima Cerrada otorgado una línea de crédito a favor de Alimentos 
Selva Empresa Individual de Responsabilidad Limitada en su calidad 
de obligada principal, interviniendo en calidad de “soltero” y como 
garante hipotecario Luis Alberto Saravia Ponce, quien otorgo en 
garantía hipotecaria los dos inmuebles de su propiedad, 
inscribiéndose los actos jurídicos mencionados en los Registros 
Públicos el uno de octubre y cinco de noviembre de dos mil ocho, 
conforme se observa en las Partidas Nos 11028656 v 05007215, 
cuyas copias obran en autos. Sétimo.- Siendo así, se puede concluir 
que la Caja Municipal de Ahorro y Crédito de Piura S.A.C. registro su 
derecho hipotecario en la partida de los inmuebles que figuraban en 
los Registros Públicos a nombre de Luis Alberto Saravia Ponce, como 
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único titular no habiéndose demostrado lo contrario, vale decir, que la 
entidad financiera conociera que los inmuebles dados en garantía 
pertenecían a la sociedad conyugal Saravia Arévalo, más aun si la 
rectificación de calidad de bien social efectuada por la demandante 
fue inscrita recién el uno de octubre de dos mil diez en los Registros 
Públicos, es decir, con posterioridad a la inscripción de la hipoteca 
(año dos mil ocho). En consecuencia, no corresponde declarar la 
nulidad de los actos jurídicos materia de litis, por las causales de falta 
de manifestación de la voluntad, fin ilícito y por contravenir normas 
que interesan al orden público y las buenas costumbres, en atención 
a la garantía que brinda el principio registral contenido en el artículo 
2014 del Código Civil y por el cual la Caja Municipal de Ahorro y 
Crédito de Piura S.A.C. se encuentra protegido” (Casación N° 47-
2015-San Martin, Considerandos del quinto al Sétimo). 
Se declara infundada la casación, porque considera que “cuando se 
otorgó en garantía hipotecaria los inmuebles materia de sub litis, 
registralmente aparecía como único titular de los predios Luis Arévalo 
Saravia Ponce, no advirtiéndose hasta esa fecha que los bienes 
pertenecieran a la sociedad conyugal Saravia Arévalo: por 
consiguiente, para disponer de los inmuebles solo bastaba la 
intervención del propietario registral” (Casación N° 47-2015-San 
Martin, Considerando Octavo). 
La presente casación, al igual que muchas otras expedidas por la 
Corte Suprema, demuestran la desprotección de los derechos del 
cónyuge que no intervino en la compraventa del bien de la sociedad 
ganancial, cuando el otro cónyuge ha dispuesto unilateralmente el 
bien social, aprovechando que éste se encontraba inscrito en 






b) Casación N° 381-2015-Lima Norte,  del 14 de enero del 2015. 
En el presente proceso de nulidad de acto jurídico el demandado 
Manuel Félix Díaz Trejo ha interpuesto recurso de casación, contra la 
sentencia de vista que revocó la apelada, reformándola, declaró 
fundada la demanda, en consecuencia nulo y sin efecto legal el 
documento de compraventa del 13 de abril del 2004, de compraventa 
de acciones y derechos del inmueble ubicado en el Lote 15, Manzana 
116, Pueblo Joven Confraternidad, del distrito de Los Olivos, inscrito 
en la Partida P01049459, celebrada entre su finado esposo Nabor 
Antonio Díaz Trejo y Manuel Félix Díaz Trejo, por las causales 
contenidas en el artículo 219 incisos 1 y 7 del Código Civil. 
La Corte Suprema declara fundada la casación, por cuanto considera 
que “la disposición de bienes sociales sin la intervención de uno de 
los cónyuges, es uno de ineficacia no de nulidad del acto jurídico, ello 
en virtud, que posee los elementos esenciales y presupuesto de 
validez, pero que no llega a producir sus efectos (o solo algunos de 
ellos) por falta de algún requisito de eficacia” (Casación N° 381-2015-
Lima Norte, Considerando Cuarto). Por ello, declara nula la sentencia 
apelada, y reformándola declaran infundada la demanda. 
En este caso, está probado que el bien vendido por uno de los 
cónyuges, aprovechando que en  Registros Públicos era el único 
titular y que en su DNI apare como soltero, debido a la falta de 
actualización de su estado civil, tenía la calidad de bien social. Sin 
embargo, por problemas de interpretación del artículo 315° del Código 
Civil, por parte de los Jueces Supremos, en este caso se estaría 
desprotegiendo el derecho del cónyuge que no intervino en la venta 
de bien social. 
c) Casación N°  1717-2014-San Martin, del 14 de abril del 2015 
Se trata del recurso de casación, interpuesto por la demandante 
Maritza Elvira Laboriano Ynfantes contra la sentencia de segunda 
instancia, del 13 de mayo de 2014, que confirma la sentencia 
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apelada, del 02 de agosto de 2013, que declara improcedente la 
demanda interpuesta por Maritza Elvira Laboriano Ynfantes contra 
Onésimo Ramos Ydrogo y Jesús Guevara Campos, sobre nulidad de 
acto jurídico, por cuanto habiéndose declarado judicialmente la 
existencia de la unión de hecho, la demandante cuestiona la validez 
de los actos jurídicos de compraventa en los que no ha intervenido, 
toda vez que los bienes vendidos tienen la calidad de sociales por 
haber sido adquiridos durante la vigencia de la unión de hecho.  
La Corte Suprema declara fundada la casación, señalando que “al 
haberse verificado la concurrencia de los presupuestos y requisitos 
previstos en el artículo 326 del Código Civil, es decir, al poseer las 
características del concubinato strictu sensu, se declaró la existencia 
de una unión de hecho entre Maritza Elvira Laboriano Ynfantes y 
Onésimo Ramos Ydrogo, desde enero de mil novecientos noventa y 
seis. En consecuencia, se constituye una sociedad de bienes sujeta al 
régimen de la sociedad de gananciales, esto es, la comunidad de 
bienes constituida por la unión entre la casacionista Maritza Elvira 
Laboriano Ynfantes y el demandado Onésimo Ramos Ydrogo, 
corresponde al régimen de sociedad de gananciales; por lo tanto, la 
disposición de los bienes que la conforman debe efectuarse conforme 
al artículo 315 del Código Civil, que precisa que: para disponer de los 
bienes sociales o gravarlos, se requiere la intervención del marido y 
de la mujer; y que al existir copropiedad la referida norma debe ser 
interpretada de forma concordante con el artículo 971 del Código 
Civil, que dispone: las decisiones sobre el bien común se adoptaran 
por unanimidad, para disponer, gravar o arrendar el bien" (Casación 
N° 17117-2014-San Martin, Considerando Undécimo).  
Asimismo, agrega que “la casacionista tienen legítimo interés para 
solicitar la nulidad de los actos jurídicos que invoca en su pretensión, 
por cuanto los bienes de los contratos cuestionados son inmuebles 
sociales por haber sido adquiridos durante la vigencia de la unión de 
hecho, es decir, se tiene la declaración judicial de convivencia o unión 
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de hecho para efectos del presente proceso, con lo cual se acredita la 
legitimidad para obrar activa de la casacionista, en la medida que con 
ello está facultada para el ejercicio de la defensa de los derechos de 
la concubina sobre los bienes adquiridos durante la unión de hecho” 
(Casación N° 1717-2014-San Martín, Considerando Duodécimo). 
En la presente casación, se ve la desprotección de los derechos del 
adquirente del bien de la sociedad ganancial, cuando la disposición la 
realiza unilateralmente uno de los cónyuges, aprovechando que el 
bien social está inscrito en registros públicos solo a su nombre y 
aparece como soltero en su DNI, por no actualizar su estado civil.  
d) Casación  N°  02447-2015-Callao, del 24 de mayo del 2016. 
Se trata del recurso de casación interpuesto por el demandado 
Reynaldo Roberto Picco Vieira, contra la sentencia de segunda 
instancia de fecha 16 de octubre de 2014, que confirma la sentencia 
apelada de fecha 16 de octubre de 2013, que declara fundada la 
demanda sobre nulidad de acto jurídico; en consecuencia, nulo el 
contrato de compra venta del inmueble ubicado en Calle Arrieta 
N°441, La Punta, Callao, contenido en la Escritura Pública de fecha 
diecisiete de Marzo de dos mil seis; y, asimismo se deje sin efecto la 
inscripción efectuada en el asiento C0004 de la Partida N° 70095233 
del Registro de Propiedad Inmueble del Callao, por la causal de 
simulación absoluta. 
En el presente proceso sobre nulidad de acto jurídico, nulidad de 
compraventa de bien social matrimonial, por cuanto el esposo vendió 
el inmueble comprado durante el matrimonio, aprovechando que en el 
registro aparecía como soltero, la Corte Suprema declaró infundada la 
casación, señalando que hubo simulación porque el precio pagado es 
inferior al precio comprado y la compradora no puede acreditar tener 
fondos para pagar. Si bien es cierto que se alegó debía aplicarse la 
ley extranjera, ya que los cónyuges domiciliaban en la Florida USA, 
no existen elementos extranjeros en la relación jurídica materia de 
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análisis para aplicar el Derecho Internacional Privado, pues la citada 
sentencia extranjera de divorcio no tiene validez en el territorio 
nacional, al no haberse tramitado el correspondiente exequatur, por lo 
que para la legislación peruana siguen estando casados. Asimismo no 
le es aplicable el principio de la fe pública registral, por cuanto la 
compradora no es tercero registral.  
El fundamento de su fallo es el siguiente: “el demandado Reynaldo 
Roberto Picco Vieira adquirió el bien inmueble sub litis, esto es el 
veintisiete de marzo de dos mil, su estado civil era de casado, pues 
había contraído matrimonio civil por ante el Registro de Estado Civil 
de la Municipalidad Distrital de La Punta, Callao, con la demandante 
María Guadalupe Velásquez Coya, con fecha diez de agosto de mil 
novecientos ochenta y ocho; por consiguiente, se concluye que es un 
bien social; 3) Que el dicho que estos están divorciados mediante 
sentencia del diez de diciembre de dos mil cuatro ante la Corte del 
Estado de Florida - EEUU, no modifica la calidad de bien social del 
inmueble, por haberlo adquirido durante la vigencia del matrimonio. 
Así mismo la citada sentencia extranjera no tiene validez en el 
territorio nacional, al no haberse tramitado el correspondiente 
exequatur; 4) Que el demandado Reynaldo Roberto Picco Vieira, 
transfirió el bien inmueble por el precio de veinticinco mil dólares 
americanos, en la compra venta materia de nulidad, esto es en el año 
dos mil seis; a pesar de que en el año dos mil compró dicho inmueble 
por el precio de sesenta y tres mil dólares americanos, siendo este el 
primer indicio cierto que demuestra que dicho acto jurídico es 
simulado, pues lo “normal” es que el precio de los bienes inmuebles 
se incrementen con el transcurrir de los años y no que se deprecie su 
valor; y,  5) Asimismo, conforme a la Escritura Pública de fecha 
diecisiete de marzo de dos mil seis, el precio del referido predio se 
pagó al contado y en efectivo por Cecilia Inés Monteverde Migliori, 
empero, no utilizo ningún medio de pago previsto en el artículo 5 del 
Decreto Legislativo N° 939, esto es, del sistema financiero; por lo que 
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se infiere que dicha compra venta fue simulada. Asimismo, la 
codemandada Cecilia Inés Monteverde Migliori no cumple con el 
requisito establecido en el ítem I) del presente considerando, pues no 
se constituye en un tercero registral respecto de la relación jurídica 
afectada de patología o vicio en que participa su transferente, pues 
por el contrario es parte contratante en la misma en su condición de 
compradora; y, por tanto se vería igualmente afectada del vicio” 
(Casación N° 2447-2015-CALLAO, Sumilla). 
Estas casaciones demuestran que en nuestro país, así como en Arequipa, 
existen casos de disposición unilateral de bienes sociales por parte de 
uno de los cónyuges aprovechando la falta de actualización de su Estado 
Civil, y que por los diferentes criterios adoptados por los Jueces 
Supremos, nuestro ordenamiento jurídico no está permitiendo tutelar 
adecuadamente el derecho del cónyuge no interviniente, y en otros casos 
de los adquirentes. 
Debido a la falta de uniformidad en los pronunciamientos adoptados en 
las sentencias en las que se dilucidan este tipo de controversia en la que 
se cuestiona el acto jurídico de disposición de bien social por uno de los 
cónyuges, se ha llevado a cabo el VIII Pleno Casatorio Civil (año 2015), 
como ya nos referimos en el capítulo anterior, con la finalidad de 
uniformizar los criterios; sin embargo a la fecha, aún no contamos con la 
sentencia de ese pleno, por lo que la justicia peruana respecto a los casos 
de disposición de bienes sociales aún continuará sin un criterio uniforme.  
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14. Encuesta a jueces de los Juzgados Civiles de Arequipa 
Las siguientes páginas versarán sobre la encuesta realizada a los Jueces 
Civiles de Arequipa, sobre la disposición unilateral de bienes sociales. 
14.1. Procesos de nulidad, anulabilidad o ineficacia del acto jurídico 
por disposición unilateral del bien social 
TABLA N° 13 
 
¿Ha conocido procesos de Nulidad o Ineficacia del acto Jurídico por 
disposición unilateral del bien social por uno de los cónyuges, cuando 
el bien se encuentra inscrito en Registros Públicos solo a su nombre? 
 
Respuesta N % 
Sí  9 90 
No  1 10 
Total 10 100 
FUENTE: Encuesta a Jueces Civiles  
En la Tabla N° 13 observamos que de los 10 Jueces de los 10 
Juzgados Civiles de la Corte Superior de Arequipa, 90% (09) de ellos 
manifiestan que han conocido procesos de Nulidad, anulabilidad o 
Ineficacia del acto Jurídico por disposición unilateral del bien social 
por uno de los cónyuges, cuando el bien se encuentra inscrito en 
Registros Públicos solo a su nombre, mientras el 10% (01) de ellos 
manifiesta que en su Juzgado no se ha tramitado  procesos referidos 
a la disposición unilateral de bien social, sin embargo tiene 
conocimiento que en varios juzgados se han tramitado procesos con 
dichas pretensiones. 
Ello nos hace ver que estamos trabajando con Jueces conocedores 
del tema que es materia de nuestra investigación, por lo que los 
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14.2. Condición del acto de disposición unilateral del bien social  
 TABLA N° 14 
¿El acto de disposición unilateral del bien social, efectuada por uno de 
los cónyuges, aprovechando la falta de actualización de su estado 
civil en el RENIEC o Registro Públicos, es un acto nulo, anulable o 
ineficaz? 
 
Condición del acto jurídico  N % 
Acto nulo 6 60 
Acto anulable 1 10 
Acto ineficaz 3 30 
Total 10 100 
FUENTE: Encuesta a Jueces Civiles 
En la Tabla N° 14 observamos que del total de los Jueces Civiles de 
la Corte Superior de Arequipa, el 60% (05) manifiestan que el acto de 
disposición unilateral del bien social, efectuada por uno de los 
cónyuges, aprovechando la falta de actualización de su estado civil en 
el RENIEC o Registro Públicos, es un acto nulo; el 10% (01) 
manifiesta que es un acto anulable y el 30% (03) manifiestan que es 
un acto ineficaz. 
En ese sentido, conforme a la opinión de los Jueces Civiles de 
Arequipa, la mayoría de ellos consideran que los actos de disposición 
unilateral de bien social serían actos jurídicos nulos, por falta de 
manifestación de voluntad de los titulares del bien y por ser contrario a 
las leyes que interesan al orden público según artículo V del Título 









GRÁFICA N° 13 
¿El acto de disposición unilateral del bien social, efectuada por uno de 
los cónyuges, aprovechando la falta de actualización de su estado 










14.3. Tutela del derecho del cónyuge que no intervino en casos de 
disposición unilateral del bien social  
TABLA N° 15 
¿Nuestro sistema jurídico permite tutelar el derecho del cónyuge que 
no intervino en casos de disposición unilateral del bien social, 
efectuada por uno de los cónyuges, aprovechando la falta de 
actualización de su estado civil en el RENIEC o Registro Públicos? 
Respuesta N % 
Sí  6 60 
No  4 40 
 10 100 
FUENTE: Encuesta a Jueces Civiles 
En la Tabla N° 15 observamos que de la totalidad de los Jueces 
Civiles Corte Superior de Arequipa, 60% (06) de ellos afirman que 
nuestro sistema jurídico permite tutelar el derecho del cónyuge que no 
intervino en casos de disposición unilateral del bien social, efectuada 
por uno de los cónyuges, aprovechando la falta de actualización de su 
estado civil en el RENIEC o Registros Públicos, mientras el 40% (04) 
de ellos manifiestan que no se tutela adecuadamente los derechos del 
cónyuge no interviniente. 
Los Jueces Civiles de Arequipa, en su mayoría señalan que nuestra 
legislación, a través del artículo 315 del Código Civil, brindaría una 
adecuada protección de los derechos del cónyuge que no intervino en 
casos de disposición unilateral del bien social, sin embargo, un buen 
porcentaje de ellos manifiestan que en la práctica, el artículo 315 del 
Código Civil no brinda una adecuada protección al cónyuge no 
interviniente, por cuanto no prevé ningún tipo de sanción para este 
tipo de actos de disposición.  
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GRÁFICA Nº 14 
¿Nuestro sistema jurídico permite tutelar el derecho del cónyuge 
que no intervino en casos de disposición unilateral del bien social, 
efectuada por uno de los cónyuges, aprovechando la falta de 
actualización de su estado civil en el RENIEC o Registro 
Públicos? 
 






14.4. Tutela del derecho del tercero adquirente en la disposición 
unilateral del bien social 
 
TABLA N° 16 
¿Nuestro sistema jurídico permite tutelar adecuadamente el derecho 
del tercero adquirente, en casos de disposición unilateral del bien 
social, cuando esta es efectuada por uno de los cónyuges 
aprovechando la falta de actualización de su estado civil en el 
RENIEC o Registros Públicos? 
Respuesta N % 
Sí  6 70 
No  4 30 
Total 10 100 
FUENTE: Encuesta a Jueces Civiles 
En la Tabla N° 16, observamos que de la totalidad de los Jueces 
Civiles encuestados, el 60% (06) manifiestan que nuestro sistema 
jurídico permite tutelar adecuadamente el derecho del tercero 
adquirente, en casos de disposición unilateral del bien social, cuando 
esta es efectuada por uno de los cónyuges aprovechando la falta de 
actualización de su estado civil en el RENIEC o Registros Públicos; 
mientras el 40% (04) manifiestan que no se tutela adecuadamente al 
tercero adquirente.  
Los Jueces Civiles de Arequipa, en su mayoría señalan que nuestra 
legislación, brinda una adecuada protección del derecho del tercero 
adquirente, en casos de disposición unilateral del bien social, cuando 
éstos actúen de buena fe y conforme a la publicidad registral, y un 
buen porcentaje de ellos manifiestan que nuestra legislación no brinda 
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tercero adquirente, en casos de disposición unilateral del bien social, 
cuando esta es efectuada por uno de los cónyuges aprovechando la falta 
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14.5. La vulnerabilidad de la seguridad jurídica en el tráfico comercial 
de bienes sociales 
TABLA N° 17 
¿Es vulnerable la seguridad jurídica en el tráfico comercial de bienes 
sociales, por la falta de actualización del estado civil de los 
contratantes en el RENIEC y Registros Públicos? 
Respuesta N % 
Sí  10 100 
No  00 00 
Total 10 100 
FUENTE: Encuesta a Jueces Civiles 
En la Tabla N° 17, observamos que del total de los Jueces Civiles 
encuestados, el 100% (10) de ellos manifiestan que en nuestro 
país la seguridad jurídica es vulnerable en el tráfico comercial de 
bienes sociales, por la falta de actualización del estado civil de los 
contratantes en el RENIEC y Registros Públicos. 
Como podemos ver, la totalidad de los Jueces Civiles de Arequipa, 
indican que es vulnerable la seguridad jurídica en el tráfico 
comercial de bienes sociales, por la falta de actualización del 
estado civil de los contratantes en el RENIEC y Registros Públicos, 
puesto que debido a ello se dan los casos de disposición unilateral 
de bienes sociales por uno de los cónyuges, aprovechando la falta 
de actualización de su estado civil en el RENIEC o Registros 
Públicos, por supuesto cuando éstos actúen de buena fe y 









GRÁFICA N° 16 
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14.6. Inscripción de los matrimonios civiles se inscriban en los 
registros públicos 
TABLA N° 18 
Para efectos de lograr seguridad jurídica en el tráfico comercial de 
bienes sociales, ¿considera usted adecuado que los matrimonios 
civiles se inscriban en los Registros Públicos? 
Respuesta N % 
Sí  10 100 
No  00 00 
Total 10 100 
FUENTE: Encuesta a Jueces Civiles 
En la Tabla N° 18, observamos que la totalidad de los Jueces Civiles 
de la Corte Superior de Arequipa manifiestan que para efectos de 
lograr seguridad jurídica en el tráfico comercial de bienes sociales, 
consideran que sería adecuado que los matrimonios civiles se 
inscriban en los Registros Públicos. 
Los Jueces Civiles de Arequipa en su totalidad señalan que para 
evitar la disposición unilateral de bienes sociales por uno de los 
cónyuges, aprovechando la falta de actualización de su estado civil en 
el RENIEC o Registros Públicos, lo más importante sería la inscripción 
del matrimonio en el Registro Personal. 
A este respecto, Gunther Gonzales (2011) señala que “el registro 
personal, por su naturaleza en la publicidad de ciertas situaciones 
personales, permite ser un medio de prueba idónea que el matrimonio 
se ha constituido bajo el régimen de sociedad de gananciales, 
permitiendo así que los terceros conozcan de esta situación y puedan 
contratar en función a la confianza que les ofrece el registro 




GRÁFICA N° 17 
Para efectos de lograr seguridad jurídica en el tráfico comercial de 
bienes sociales, ¿considera usted adecuado que los matrimonios 
civiles se inscriban en los Registros Públicos? 
 
 






14.7. Seguridad jurídica de las uniones de hecho inscritas y 
matrimonios no inscritos 
TABLA N° 19 
Cree Ud. ¿Qué las uniones de hecho inscritas en los Registros 
Públicos (conforme a la Ley 29560), ofrecen mayor seguridad jurídica 
en el tráfico comercial, que los matrimonios no inscritos en los 
Registros Públicos? 
Respuesta N % 
Sí  10 100 
No  00 00 
Total 10 100 
FUENTE: Encuesta a Jueces Civiles 
En la Tabla N° 19, observamos que de la totalidad de los Jueces 
Civiles de la Corte Superior de Arequipa, el 100% de ellos afirman 
que las uniones de hecho inscritas en los Registros Públicos, 
conforme a la Ley 29560, ofrecen mayor seguridad jurídica en el 
tráfico comercial, que los matrimonios no inscritos en los Registros 
Públicos. 
Como podemos ver, los Jueces Civiles de Arequipa en su totalidad 
señalan que las uniones de hecho inscritas en los Registros Públicos, 
en atención a la Ley 29560, ofrecerían mayor seguridad jurídica en el 
tráfico comercial, que los matrimonios no inscritos, puesto que gozan 
de publicidad registral, por lo que los adquirentes de dichos bienes, 
tienen toda la facilidad de acceder a la información inscrita en 
Registros Públicos y conocer si el bien que adquirirán es un bien 
social o un bien propio, garantizando de esta manera la seguridad 








GRÁFICA N° 18 
Cree Ud. ¿Qué las uniones de hecho inscritas en los Registros Públicos 
(conforme a la Ley 29560), ofrecen mayor seguridad jurídica en el tráfico 
comercial, que los matrimonios no inscritos en los Registros Públicos? 
 






14.8. Necesidad de regular la obligatoriedad de la interconexión entre 
el RENIEC y Registros Públicos 
TABLA N° 20 
¿Considera necesario regular la obligatoriedad de la interconexión 
entre el RENIEC y Registros Públicos, a fin de actualizar de oficio el 
estado civil de los ciudadanos? 
Respuesta N % 
Sí  10 100 
No  00 00 
Total 10 100 
FUENTE: Encuesta a Jueces Civiles 
En la Tabla N° 20, observamos que de los Jueces de los Juzgados 
Civiles de la Corte Superior de Arequipa, la totalidad de ellos afirman 
que es necesario regular la obligatoriedad de la interconexión entre el 
RENIEC y Registros Públicos, a fin de actualizar de oficio el estado 
civil de los ciudadanos. 
Los Jueces Civiles de Arequipa en su totalidad consideran necesario 
regular la obligatoriedad de la interconexión entre el RENIEC y 
Registros Públicos, puesto que de esta manera el RENIEC 
comunicarían en tiempo real la información de los matrimonios 
inscritos en su institución, permitiendo actualizar de oficio el estado 
civil de los ciudadanos, lo que se publicitaria en los Registros 
Públicos, ello otorgaría mayor seguridad jurídica a los vendedores y 
compradores de bienes.  
Para poder hacer realidad esta interconexión se debe establecer el 
registro de matrimonios en el registro personal de personas naturales, 
similar al de las uniones hecho, pues estas últimas actualmente 
incluso gozarían de una mejor protección que los matrimonios. 
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GRÁFICA N° 19 
¿Considera necesario regular la obligatoriedad de la interconexión 
entre Municipios del país, RENIEC y Registros Públicos, a fin de 
actualizar de oficio el estado civil de los ciudadanos? 
 
 






PRIMERA: En Arequipa, así como a nivel nacional, se presentan casos de 
disposición unilateral de bienes sociales que efectúa uno de los cónyuges, 
aprovechando que en Registros Públicos figura como único titular y que en su 
Documento Nacional de Identidad (DNI) aún se encuentra como soltero, lo que 
se evidencia con la existencia de múltiples procesos judiciales donde se 
cuestionan este tipo de disposición de bienes sociales, ello se debe a la falta de 
actualización del estado civil de los contratantes y la falta de intercomunicación 
informativa entre el RENIEC y los Registros Públicos.  
SEGUNDA: Nuestro ordenamiento jurídico no permite tutelar adecuadamente 
el derecho del cónyuge no interviniente, ni del tercero adquirente, en casos de 
disposición unilateral de bienes sociales que efectúa uno de los cónyuges,  
aprovechando que en los Registros Públicos figura como único titular y que en 
su Documento Nacional de Identidad (DNI) aparece como soltero, por cuanto el 
artículo 315 del Código Civil no ha previsto la sanción que corresponde ante la 
disposición unilateral de bienes sociales, ni ha previsto la tutela del tercero 
adquiriente de buena fe, por lo que a nivel de los Juzgados Civiles, los 
procesos donde se cuestionan dichas disposiciones unilaterales, no se 
resuelven aplicando criterios unificados, lo que causa inseguridad jurídica. 
TERCERA: En nuestro país, la seguridad jurídica en el tráfico comercial de 
bienes sociales es vulnerable, por cuanto en nuestro sistema no existe certeza 
si la persona con la que se celebra un acto, sea casada y su patrimonio 
pertenezca a una sociedad conyugal; dado que el estado civil que figura en el 
DNI, no garantiza certeza alguna. Es por ello que existen casos de disposición 
unilateral de bienes sociales, aprovechando la falta de actualización del estado 
civil y que en Registros Públicos aparecen como únicos propietarios; lo que 
causa inseguridad jurídica y desconfianza para la  sociedad en general.  
CUARTA: Dada la disposición de bienes sociales por parte del cónyuge que 
aparece como único titular en Registros Públicos, debido a la falta de 
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actualización de su Estado Civil, se produce la vulneración del principio de 
seguridad jurídica en el tráfico comercial, por ello existe la necesidad de regular 
la obligatoriedad de la interconexión entre el RENIEC y Registros Públicos, a 
fin de actualizar de oficio el estado civil de los ciudadanos, debiendo 
modificarse para ello normas del Código Civil, normas Registrales y crear el 
Registro de Matrimonios como parte del Registro Personal del Registro de 




PRIMERA: Se debe crear en los Registros Públicos, dentro del Registro de 
Personas Naturales, un Registro de Matrimonios, a fin de inscribir la 
información referida al estado civil de los usuarios, la que debe ser remitida 
directamente por el Registro Nacional de Identidad y Estado Civil-RENIEC, con 
lo que se lograría que al momento de inscribir la transferencia de bienes, de 
oficio se pueda verificar el estado civil de los contratantes. Asimismo, permitiría 
disponer de información actualizada y mantener una interconexión eficaz con 
los demás registros, sobre todo con el Registro de predios y evitar los casos de 
disposición unilateral de bienes de la sociedad por uno de los cónyuges 
aprovechando que su estado civil no esté actualizado. 
SEGUNDA: Se debe uniformizar y modernizar los sistemas del RENIEC, a fin 
de que brinde certeza de que la información  que registra y publicita sobre el 
estado civil de las personas, es cierta; asimismo se debe lograr integrar al 
RENIEC y SUNARP, para obtener información actualizada del estado civil de 
las personas, con lo que se otorgaría seguridad jurídica, en diferentes campos, 
sobretodo en la disposición o afectación de bienes sociales. 
TERCERA: Debe existir estadísticas precisas y actualizadas en los Juzgados 
Civiles de la Corte Superior de Arequipa, Sede Central, y también en otros 
Juzgados, sobre casos de disposición unilateral de bienes sociales, con la 
finalidad de que los abogados y  la población interesada puedan conocer tal 
problemática, y así buscar soluciones en base a datos e investigaciones serias. 
CUARTA: Se debe modificar el Código Civil, la Ley Orgánica del RENIEC, así 
como Ley de creación del Sistema Nacional de los Registros Públicos y de la 
SUNARP, a fin de regular la interconexión entre el RENIEC y SUNARP, y la 
creación del Registro de Matrimonios, con la finalidad de evitar la disposición 
unilateral de bienes de la sociedad de gananciales por uno de los cónyuges 
aprovechando que su estado civil no esté actualizado. Para ello presentamos el 





PROYECTO DE LEY 
LEY QUE CREA EL REGISTRO DE MATRIMONIOS Y MODIFICA EL ARTÍCULO 
2030° DEL CÓDIGO CIVIL, EL ARTICULOS 37° Y 45° DE LA LEY N° 26497, LEY 
ORGÁNICA DEL REGISTRO NACIONAL DE IDENTIFICACIÓN Y ESTADO CIVIL. 
 
PROYECTO DE LEY N°: _____________________________ 
 
Proyecto de Ley que crea el Registro de 
matrimonios, modifica el artículo 2030° del Código 
Civil; el artículos 37° y 45° de la Ley N° 26497, 
Ley Orgánica del Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil, con la finalidad de 
posibilitar la comunicación de la variación del 
estado civil de las personas de parte del RENIEC 
a la SUNARP: 
 
El Congresista de la República que suscribe, __________________________, 
miembro del Grupo Parlamentario __________________________, en ejercicio del 
derecho de iniciativa conferida por el artículo 107º de la Constitución Política del Perú, 
presenta el siguiente:  
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
I. SITUACIÓN FÁCTICA DE LA SEGURIDAD JURIDICA EN EL TRÁFICO 
COMERCIAL DE BIENES SOCIALES POR LA FALTA DE ACTUALIZACION 
DEL ESTADO CIVIL  
En nuestra realidad, con cierta frecuencia se viene dando que uno de los 
cónyuges celebra actos de disposición o gravamen sobre bienes sociales, sin la 
intervención del otro cónyuge, porque en su Documento Nacional de Identidad 




Posteriormente, el cónyuge no interviniente, cuestiona judicialmente dicho acto y 
los adquirentes, a fin de mantener su compra, invocan haber adquirido dichos 
bienes de buena fe de quien aparecía como único propietario en los Registros 
Públicos. 
Estas situaciones se deben a la falta de actualización del estado civil de los 
contratantes, pues muchas personas casadas no actualizan sus estado civil y 
sigue figurando como solteros en su DNI, por lo que adquieren e inscriben bienes 
en los Registros Públicos a nombre de uno solo de los cónyuges, luego dicho bien 
es dispuesto o gravado únicamente por quien aparece como titular registral.  
Esta situación, genera un conflicto entre los intereses de la sociedad conyugal 
familiar como titular del bien transferido y los intereses de los adquirentes de dicho 
bien, pudiendo ser una persona natural, otra sociedad conyugal o una empresa. Al 
someter dicho conflicto a conocimiento de los juzgados, el juzgador debe elegir 
entre ambos intereses y derechos, haciendo prevalecer unos y sacrificando los 
otros, entrando en conflicto el derecho de propiedad con la seguridad jurídica en el 
tráfico comercial.  
Frente a esta situación, se han presentado posiciones encontradas y discusiones 
diversas, que en unos casos han declarado la nulidad de estos actos de 
disposición, en otros la ineficacia de los mismos, no siendo unánime la elección de 
la mejor solución para estos casos. Por ello, esta problemática jurídica, se ha 
discutido en diversos eventos, entre ellos el Octavo Pleno Casatorio, cuya 
sentencia hasta la fecha aún está en espera. 
El origen de la situación descrita, radica en la falta de la actualización del estado 
civil de las personas, sin embargo a la fecha no contamos con un mecanismo que 
nos permita superar este problema. Por ello, consideramos necesaria la creación 
de un registro de matrimonios como parte del registro de personas naturales, la 
interconexión informativa entre el RENIEC y Registros Públicos, para la 
actualización de oficio del Estado Civil de los ciudadanos y evitar las disposiciones 
unilaterales de los bienes sociales que debilitan la seguridad jurídica en el tráfico 
comercial.  
La creación del registro de matrimonios, permitiría publicitar el estado civil de los 
vendedores, y si es casado, existiría la presunción de régimen de sociedad de 
gananciales, lo contrario tendría que ser probado por el vendedor. No es 
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concebible que no exista un registro de matrimonios, siendo esta institución la que 
más arraigo tiene en nuestro país.  No es posible que se otorgue mayor seguridad 
jurídica a las uniones de hecho que al matrimonio, pues en nuestro sistema, existe 
el registro de uniones de hecho y el régimen de separación de patrimonios, 
teniendo ambos mayor seguridad y protección jurídica.  
II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY 
2.1. Respecto a la actualización del Estado Civil de los contratantes en el 
RENIEC 
2.1.1. Disposición de la Ley N° 26497, Ley Orgánica del RENIEC 
La Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 
(RENIEC), en su artículo 32° dispone que “el Documento Nacional de 
Identidad (DNI) debe contener, como mínimo, la fotografía del titular 
de frente y con la cabeza descubierta, la impresión de la huella dactilar 
del índice de la mano derecha del titular o de la mano izquierda a falta 
de este, además de los siguientes datos: (…) f) El estado civil del 
titular. (…)”(Ley N° 26497, 1995, artículo 37). 
Asimismo, el artículo 41° de la misma normativa señala que “el registro 
del estado civil de las personas es obligatorio y concierne a los 
directamente involucrados en el acto susceptible de inscripción. Es 
imprescindible e irrenunciable el derecho a solicitar que se inscriban 
los hechos y actos relativos a la identificación y el estado civil de las 
personas, con arreglo a ley “(Ley N° 26497, 1995, artículo 41). 
Conforme a las normas citadas, el Documento Nacional de Identidad 
debe contener el estado civil del titular y que el registro del estado civil 
de las personas es obligatorio, y responsabilidad de los involucrados 
en el acto que establece o modifica dicho estado. Por ello, 
normalmente es declarado y/o actualizado por el mismo titular, por lo 
que, muchas personas, por conveniencia, declaran su estado civil 
como soltero o soltera. 
La Ley Orgánica del RENIEC, modificada mediante Ley N° 29222, en 
el tercer párrafo de su artículo 37° incluye que “la falta de actualización 
de los datos del Documento Nacional de Identidad (DNI), como el 
cambio del estado civil del titular, no genera la invalidez del 
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documento, sin embargo se debe sancionar con el pago de multa 
equivalente al cero punto dos por ciento (0.2%) de la Unidad 
Impositiva Tributaria (UIT), salvo los casos de dispensa por razones de 
pobreza” (Ley N° 29222, 2008, artículo 37). Esta regulación no es 
nada favorable para mantener actualizado el estado civil de las 
personas, por cuanto la sanción económica establecida no es nada 
efectiva, por lo que debe buscarse sanciones de otro tipo u otras 
alternativas de actualización más efectivas.   
2.1.2. Reglamento de inscripciones del Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil 
El Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación 
y Estado Civil, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 015-98-PCM, 
en su artículo 3° señala que “la inscripción en el Registro es 
obligatoria. El derecho a solicitar que se inscriban los hechos relativos 
a la identidad y estado civil de las personas es imprescriptible e 
irrenunciable. Son hechos inscribibles, los siguientes: a) Los 
nacimientos, b) Los matrimonios, c) Las defunciones, (…)” (D.S. Nº 
015-98-PCM, 1998, artículo 3).  Posteriormente, en sus artículos 44° y 
siguientes, establece el procedimiento para la inscripción del 
matrimonio. 
En ese sentido, al contraer el matrimonio una persona adquiere el 
estado civil de casado, y al inscribir el matrimonio en los Registros 
Civiles, el estado civil se actualizaría a “casado”. Luego, dicha norma 
en su artículo 90° establece los datos que debe contener el DNI, 
haciendo constar en el literal g) que el estado civil del titular constituye 
uno de los datos mínimos que debe contener este documento. 
2.1.3. Resolución Jefatural N° 759-2008/JNAC/RENIEC 
Mediante esta Resolución, el RENIEC establece un plazo de noventa 
días calendario, contados a partir de su publicación, para la 
actualización de los datos del estado civil en el Documento Nacional 
de Identidad de aquellas personas que con posterioridad a la entrada 
en vigencia de la Ley N° 29222, contrajeron matrimonio, se 
divorciaron, se declaró la nulidad o anulación de su matrimonio o 
enviudaron. De igual manera, se establece un plazo de noventa días 
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para que las personas que, a partir de la publicación de la indicada 
Resolución, contraigan matrimonio, se divorcien, se declare la nulidad 
o anulación de su matrimonio o enviuden actualicen sus datos. Este 
plazo se computa desde la fecha en que se inscriban los referidos 
actos en el Registro Civil y, en el caso de la defunción, desde que se 
inscribió la partida de defunción en el referido Registro. Vencidos los 
plazos señalados, serán de aplicación la sanción prevista en la Ley N° 
29222, consistente en una multa equivalente al 0.2% de la UIT 
(Resolución Jefatural N° 759-2008/JNAC/RENIEC, 2008, artículos 
primero y segundo). 
Sin embargo, ello no se cumple, pues para muchas personas es más 
fácil pagar una multa que renunciar a ciertas ventajas que le puede 
significar no actualizar su estado civil. Por ello, se necesita optar por 
otro tipo de sanciones o en todo caso buscar otras alternativas que 
sean más efectivas para la actualización del estado civil de las 
personas.  
2.2. Respecto a la seguridad jurídica en el tráfico comercial de bienes 
sociales por la falta de actualización del estado civil 
2.2.1. La seguridad jurídica 
Como señala el Tribunal Constitucional el principio de seguridad 
jurídica significa “la predictibilidad de las conductas (en especial, las 
de los poderes públicos) frente a los supuestos previamente 
determinados por el Derecho, es la garantía que informa a todo el 
ordenamiento jurídico y que consolida la interdicción de la 
arbitrariedad” (STC, EXP. N° 0016-2002-AI/TC. FJ 3).  
En el campo registral, la búsqueda de la Seguridad Jurídica es una de 
las finalidades universalmente admitidas de la publicidad registral. 
Como señala Garazatua (2011) “la institución del Registro es 
reconocida como un instrumento específico de la seguridad jurídica, 
en tanto está orientado a atender de manera objetiva las necesidades 
de certeza y previsibilidad en el tráfico patrimonial, características 
éstas que son propias de una economía de mercado” (pp. 170-171). 
Ello es así porque la seguridad jurídica “proporciona a las personas la 
regularidad y certeza de las instituciones que operan en el derecho 
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privado, como son el juez, el notario y el registrador público de la 
propiedad, los tres con la misión de velar por la seguridad jurídica 
privada en sus respectivas áreas: el primero en los casos en que surja 
contienda o controversia entre los titulares de los derechos 
particulares mediante una función correctiva; el segundo en los casos 
de normalidad de la vida, esto es sin que haya surgido contienda, 
especialmente en materia negocial, mediante el ejercicio de una 
función preventiva y el tercero en el ejercicio de sus funciones de 
calificación e inscripción” (Huerta, 2913, 13). 
Por lo que, como señala Amado Ramírez (2012), la seguridad jurídica 
tiene permite tener: 
“a.- La certeza o certidumbre o ausencia de duda, que permita una 
predictibilidad del interesado sobre las reglas de juego existentes. 
b.- Certeza sobre las fuentes, publicidad normativa, tipicidad penal. 
Aplicada esta certeza a la seguridad jurídica inmobiliaria, es 
necesario que quienes adquieran derechos lo hagan sobre bases 
de certidumbre y esto se manifiesta en los diferentes principios 
fundamentalmente los que señalan requisitos de la inscripción, y 
entre ellos los siguientes: 
- Tracto sucesivo, pues da la certeza que supone el apoyo en un 
titular anterior que ofrece preexistencia del derecho; 
- En la especialidad, que da claridad sobre el historial de la finca y 
de los derechos; En el de calificación o legalidad, que da certeza 
sobre el cumplimiento d los requisitos legales de la adquisición; 
- En el principio del negocio causal, pues, con la expresión de la 
causa, se manifiesta la función controladora, para la validez de los 
negocios. 
c.- La confianza o ausencia de temor, que aplicada al Derecho 
inmobiliario, se manifiesta en la ausencia de temor y en la 
confianza en los asientos registrales” (p. 18). 
2.2.2. La publicidad registral 
La publicidad registral viene a ser “el sistema de divulgación 
encaminada a hacer cognoscible determinadas situaciones jurídicas 
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para la tutela de los derechos y la seguridad del tráfico. Esta 
publicidad legal es un servicio del estado, una función pública ejercida 
en interés de los particulares. El fenómeno publicitario se lleva a cabo 
a través del registro, entendido como oficina pública en donde se 
reciben los datos (o derechos) de interés colectivo, y a donde 
igualmente se pueden acudir para conocer la existencia y alcance de 
dichos datos”(Gonzáles, 2010, pp. 160-161). 
En ese entorno, como señala Gunther Gonzales (2010) las funciones 
que cumple el registro “son de constituir prueba y conservación de los 
derechos inscritos en ella, así como la protección de esos derechos.  
-  Prueba y conservación de los derechos. Es un régimen legal de 
prueba de la propiedad.  
-  Protección de los derechos. Es un título formal que acredita prima 
facie los derechos subjetivos, y complementariamente la 
conservación y protección de esos mismos derechos a través de la 
apariencia” (p. 42).  
De modo que, “no tendría interés la publicidad de determinados 
hechos o datos, si estos no tuvieran garantía alguna y no se pudiese 
depositar en ellos la plena confianza del consultante. Antes de 
ofrecerse a publicidad, los datos han de someterse a control sobre su 
fehaciencia y legalidad, en caso contrario, carecerían de real utilidad. 
Igualmente, es necesario seleccionar los datos trascendentes en 
orden a los terceros” (Gonzales, 2010, 161).  
Es por ello, que nuestro código civil en el artículo 2012, ha señalado 
que “se presume, sin admitirse prueba en contrario, que toda persona 
tiene conocimiento del contenido de las inscripciones” (Código Civil, 
1984, artículo 2012). Haciéndonos ver que todos conocen lo que se 
publicita a través de los registros públicos,  
2.2.3. La fe pública registral 
El principio de fe pública registral “es aquel principio que propende a la 
protección de los terceros de buena fe que adquirieron un derecho 
sobre la base de la información proporcionada por el Registro y lo han 
inscrito, aunque el transferente no tenía dicho título o este sea 
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anulado, rescindido o resuelto en mérito de causas que no constan en 
el registro” (Tarazona, 2014, 555). 
En ese sentido, la publicidad registral tiene por finalidad otorgar la 
seguridad jurídica en el tráfico comercial a través de la publicidad 
jurídica registral. Por lo que, por la fe pública registral “el tercero que 
contrató basado en la información que le proporcionó el Registro, 
actuará confiado en dicha información porque sabe que una vez 
inscrito su derecho no le afectará cualquier modificación que sufra el 
título de su transferente, por causas que desconocía, al no constar en 
el Registro” (Tarazona, 2014, 556). 
Por otra parte, nuestra Corte Suprema ha señalado que “el artículo 
dos mil catorce del Código Civil, consagra el principio de fe pública 
registral que, para su configuración, exige la concurrencia copulativa 
de determinados requisitos, como son: a) que el adquiriente sea a 
título oneroso; b) que el adquiriente actúe de buena fe, tanto al 
momento de la celebración del acto jurídico del que nace su derecho 
como al momento de la inscripción del mismo, buena fe que se 
presumirá mientras no se acredite que tenía conocimiento de la 
inexactitud del registro (presunción iuris tantum); c) que el otorgante 
aparezca registralmente con capacidad para otorgar el derecho del 
que se tratase; d) que el adquiriente inscriba su derecho, y; e) que ni 
de los asientos registrales ni de los títulos inscritos en los Registros 
Públicos resulten causas que anulen, rescindan o resuelvan el 
derecho del otorgante. Este principio busca proteger al tercero que ha 
adquirido, de buena fe, un derecho de quien finalmente carecería de 
capacidad para otorgarlo, lo que implica la búsqueda de la seguridad 
en el tráfico inmobiliario, y que supone a veces un sacrificio en la 
seguridad del derecho” (Casación Nº 1208-2006-Piura) 
2.2.4. Afectación de la seguridad jurídica en el tráfico comercial de 
bienes sociales por la falta de actualización del estado civil 
Cuando una persona contrae matrimonio, puede escoger el régimen 
de sociedad de gananciales o de separación de bienes. 
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La sociedad de gananciales “es un régimen patrimonial de comunidad, 
en el cual se distingue bienes propios de cada cónyuge y bienes de la 
sociedad adquiridos indistintamente por uno u otro durante el 
matrimonio y cuyas gananciales serán atribuidos por mitades al 
liquidarse la sociedad” (Peralta, 2008, 276). 
Como nuestra Corte Suprema señala, “la sociedad de gananciales es 
uno de los dos regímenes patrimoniales que contempla nuestra 
Codificación Civil para el desarrollo del matrimonio, en virtud del cual 
pueden existir dos tipos de bienes: los bienes propios de cada 
cónyuge y los bienes sociales, de conformidad con el artículo 
trescientos uno del Código Civil; régimen patrimonial este que fenece 
en virtud a diversas causales” (Cas. Nº 1925-2002-Arequipa). 
En el régimen de sociedad de gananciales, como ya hemos visto, 
pueden coexistir los bienes propios de los cónyuges y los bienes 
sociales, y la disposición de los mismos en cada caso es distinta.  
Respecto a los bienes propios, el cónyuge propietario tiene las 
facultades de gravar y disponer libremente de sus bienes, sin 
intervención del otro. A nivel Jurisprudencia se tiene dicho que “es 
válida la enajenación de los bienes propios producida antes de la 
celebración del matrimonio, por lo que la cónyuge carece del derecho 
de demandar la nulidad de la venta de dicho bien”(Exp. Nº 602-1995-
Tacna).  
Respecto a los bienes sociales, debemos tener en cuenta “que la 
sociedad conyugal es el titular. Por tal razón, los cónyuges 
conjuntamente son los únicos legitimados para disponer de ellos o 
comprometer el patrimonio social, salvo que se trate de actos de 
disposición relacionados con la potestad doméstica en los que será 
necesaria la intervención de uno solo de los cónyuges. Disuelta la 
comunidad y siendo cada quien propietario podrá libre e 
individualmente dispones de los bines” (Varsi, 2012, 202). 
Como señala Vidal Ramírez (2015) “conforme al artículo 315 del 
Código Civil, salvo que le haya sido otorgada a uno de los cónyuges la 
facultad de disponer o gravar los bienes gananciales, la celebración de 
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actos de disposición o de gravamen de tales bienes requieren de la 
intervención del marido y la mujer” (p. 14). 
La indicada norma no señala expresamente la sanción para cuando 
uno de los cónyuges, in intervención del otro, dispone o grava un bien 
de la sociedad de gananciales. Sin embargo, a nivel doctrinal y 
jurisprudencial se ha señalado que la voluntad concorde de los 
cónyuges es el elemento constitutivo necesario para la validez del 
acto. Siendo así, “el acto practicado sin intervención de uno de ellos y, 
aun, sin la autorización supletoria judicial, es nulo por falta de 
manifestación de voluntad: ésta se configura con la intervención de 
ambos cónyuges (artículo 219, inciso 1, del Código Civil)” (Plácido, 
2010, 341). 
Asimismo, Aguilar Llanos señala que “teniendo en cuenta el interés 
familiar existente, interés que debe ser protegido en función de 
proteger el núcleo familiar, creemos que la nulidad es la que debe 
proceder en caso de contravención a la disposición conjunta de los 
bienes sociales, y además porque se trata de un acto (la disposición) 
que va contra una norma imperativa, en tanto que ordena que ante la 
eventualidad de gravar o disponer bienes sociales debe concurrir 
ambos cónyuges. Se trata de dejar sin efecto ese contrato y revertir el 
bien que no solo está al servicio de los cónyuges, sino igualmente de 
todos los integrantes del grupo familiar” (Aguilar, 2016, 203) 
Justamente, una de las conclusiones a las cuales arribó el Pleno 
Jurisdiccional Nacional de Derecho Civil y Procesal Civil 2015, 
desarrollada en la ciudad de Arequipa el 16 y 17 de octubre del mismo 
año, es que este tipo de actos de disposición es nulo, porque “en los 
actos jurídicos en los que uno de los cónyuges dispone de bienes de 
la sociedad de gananciales sin la intervención del otro se advierte la 
falta del requisito de manifestación de voluntad del cónyuge preterido 
en la celebración del acto, siendo la manifestación de voluntad el 
elemento primordial para su validez” (art. 219, inciso 1 del Código 
Civil). Sin embargo, hay opiniones divergentes, otros señalan que son 
actos plagados de nulidad virtual, etc. 
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Dada la problemática de venta de bienes de la sociedad por uno solo 
de los cónyuges, lo que perjudica al cónyuge que no intervino en unos 
casos y en otros al tercero comprador de buena fe. Es que existe la 
necesidad de que en los Registros Públicos exista un Registro 
especial del Régimen de Sociedad de Gananciales de los 
matrimonios, con la finalidad de publicitar el estado civil de los 
mismos. Sin embargo, en nuestro país no existe ello, a pesar que para 
ello bastaría con que se cruce información con los Municipios, 
RENIEC y SUNARP. 
Debemos tener en cuenta que en nuestro país existe un registro de 
uniones de hecho, lo que se efectúa en los Registros Públicos, 
asimismo el régimen de separación de bienes se inscribe en los 
Registros Públicos, mientras el régimen de la sociedad de gananciales 
no se inscribe, lo que viene contribuyendo en la afectación de la 
seguridad jurídica en el tráfico comercial de bienes de la sociedad de 
gananciales, otorgando mayor seguridad jurídica a los bienes de las 
uniones de hecho. 
2.3. La necesidad de inscripción del matrimonio en el registro personal 
La familia es la base de nuestra sociedad. Por ello, siendo el matrimonio uno 
de los mayores actos que oficializa una nueva familia ante los ojos de la 
sociedad, es necesario tener una adecuada protección personal y patrimonial 
de esta institución. 
Nuestra legislación prescribe que cuando la pareja contrae matrimonio, debe 
elegir un régimen patrimonial, si optan por el régimen de separación de 
bienes deben hacerlo mediante escritura pública, caso contrario se presume 
que han optado por el régimen de sociedad de gananciales. Estos regímenes 
no bastan que sean conocidas por las partes, sino, es necesario que se 
publicite para que sea conocida por terceros que puedan involucrase en la 
celebración de distintos negocios jurídicos.  
El régimen de separación de bienes se hace por escritura pública y se 
inscriben en el registro de Personas Naturales en los Registros Públicos, sin 
embargo para el caso del régimen de la sociedad de gananciales no existe 
registro alguno. Por ello, creemos que de manera general se pueda inscribir 
los matrimonios, a fin de que el estado civil de las personas casadas, esté 
136 
 
debidamente publicitado; es decir, al acceder al Registro de Personas 
naturales y advertir que una determinada persona ha contraído matrimonio, 
se presume que el bien que está inscrito en SUNARP, después de la fecha de 
celebración del matrimonio, sería un bien social; lo contrario debe ser probado 
por el vendedor y para ello existe el registro se separación de patrimonios. 
Para inscribir el matrimonio en Registros Públicos, es necesaria la 
implementación de un registro de matrimonios, como parte del registro 
personal.  
Teniendo en cuenta lo establecido en nuestro ordenamiento jurídico, 
solamente cuando los cónyuges optan por el régimen de separación de 
patrimonios, están en la obligación de inscribirlo en SUNARP, para que surta 
efectos contra terceros; sin embargo cuando optan por el régimen 
de sociedad de gananciales, este no se publicita, no siendo posible tener la 
certeza de que la persona con la que uno celebra un acto jurídico de 
disposición o gravamen de un bien, este casada, y el bien objeto del acto 
jurídico, sea un bien que pertenece a la sociedad conyugal, acarreando 
problemas en el futuro. 
En ese sentido, si deseamos una adecuada protección de los bienes de los 
matrimonios, sobre todo por los que optan por el régimen de sociedad de 
gananciales, frente a posibles irregularidades que puedan causar alguno de 
los cónyuges, así como prever los daños que se pueda causar al otro 
cónyuge y de esta manera otorgar mayor seguridad en el tráfico comercial de 
bienes sociales, es completamente necesario adoptar un mecanismo de 
publicidad a través del registro personal, que  permita conocer que se ha 
celebrado el matrimonio y qué el régimen patrimonial rige desde ese 
momento entre los cónyuges, siendo así, se eliminaría toda posibilidad de que 
los terceros, aleguen que desconocían el estado civil de una persona casada. 
Es necesario resaltar que en nuestro sistema, las uniones de hecho se 
registran justamente para fines patrimoniales, mientras para el caso de 
matrimonio, no existe la posibilidad de registrarlo, siendo ello de gran 
importancia también para proteger el patrimonio de la sociedad conyugal, más 
aun teniendo en cuenta que en nuestro país el matrimonio es una institución 
con mayor arraigo y es  por ello que se le debe dar mayor protección, con la 
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finalidad de proteger la gestión y titularidad de los bienes de la sociedad 
conyugal. 
III. Análisis de costo-beneficio 
El objeto del presente Proyecto de Ley es velar por otorgar seguridad jurídica en 
el tráfico comercial de bienes de la sociedad de gananciales, por la falta de la 
actualización del estado civil de los mismos en el RENIEC, de tal manera que los 
ciudadanos tengan seguridad que en el caso que su contraparte sea casado, 
puedan acceder a esa información en SUNARP y determinar si el patrimonio que 
quiere disponer o afectar es un bien social, por lo tanto tendrían que intervenir 
ambos cónyuges; evitando que uno solo de los cónyuges disponga o grave los 
bienes de la sociedad, actuando como soltero o soltera debido a la falta de 
actualización de su estado civil. Por lo que no significará costo alguno para el 
Estado, más bien es un gran avance, dado que corregirá una falencia en la 
regulación actual que afecta la seguridad jurídica en el tráfico comercial de bienes.  
IV. Efecto de la propuesta en la legislación nacional 
La iniciativa legislativa implica la modificación del artículo 2030° del Código Civil, 
artículos 37° y 45° de la Ley N° 26497, Ley orgánica del Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil. 
V. Fórmula legal 
Por lo expuesto, se somete a estudio el siguiente texto legal: 
El Congreso de la República  
Ha dado la Ley Siguiente: 
LEY QUE CREA EL REGISTRO DE MATRIMONIOS Y MODIFICA EL 
ARTÍCULO 2030° DEL CÓDIGO CIVIL, EL ARTICULOS 37° Y 45° DE LA LEY 
N° 26497, LEY ORGÁNICA DEL REGISTRO NACIONAL DE IDENTIFICACIÓN 
Y ESTADO CIVIL. 
 
Artículo 1°.- Creación de registro de matrimonios. 
Créese el Registro de Matrimonios, que formará parte del Registro Personal del 
Registro de Personas Naturales, consignado en el literal a) de la Ley N° 26366, 
Ley de Creación del Sistema Nacional de los Registros Públicos y de la 
Superintendencia de los Registros Públicos. 
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Mediante norma Reglamentaria la Superintendencia Nacional de Registros 
Públicos implementará las características, forma y estructura del Registro de 
Matrimonios, como registro integrante del  Registro de Personas Naturales, y 
establezca los criterios registrales para la inscripción del Régimen de Matrimonios, 
su cese y otros actos directamente vinculados, en concordancia con el numeral 6) 
del artículo 2030° del Código Civil y el literal b) del artículo 18 de la Ley N° 26366, 
Ley de Creación del Sistema Nacional de los Registros Públicos y de la 
Superintendencia de los Registros Público. Asimismo, se implemente el índice 
Nacional de Matrimonios que formará parte del Índice Nacional del Registro 
Personal. 
Artículo 2°.- Modificación del numeral 6) del artículo 2030° del Código Civil.  
Modifíquese el numeral 6) del artículo 2030° del Código Civil, la misma que 
quedará de la siguiente manera:  
“Artículo 2030.- Se inscriben en este registro: 
(…) 
6.- Los matrimonios, las resoluciones que declaren la nulidad del matrimonio, el 
divorcio, la separación de cuerpos y la reconciliación”.  
Artículo 3°.- Modificación del artículo 37° y 45° de la Ley N° 26497, Ley 
orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil. 
Modifíquese el segundo párrafo del artículo 37° y el 45° de la Ley N° 26497, Ley 
orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, los cuales 
quedarán en los siguientes términos:  
“Artículo 37.- (…) 
La falta de actualización de los datos del Documento Nacional de Identidad (DNI), 
como los cambios de estado civil del titular, o de su decisión de ceder o no 
órganos y tejidos para fines de transplante o injerto después de su muerte, o de 
otras situaciones de similar naturaleza, no genera la invalidez del documento, sino 
el pago de multa equivalente al cero punto dos por ciento (0.2%) de la Unidad 
Impositiva Tributaria (UIT), salvo los casos de dispensa por razones de pobreza. 
En caso de variación del estado civil del titular, el RENIEC está obligado a 
comunicar a Registros Públicos en los casos señalados en el artículo 45”.  
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 “Artículo 45.- Las inscripciones, y las certificaciones de ellas derivadas, de 
cualquiera de los actos mencionados en el artículo anterior podrán efectuarse en 
cualquiera de las dependencias del Registro Nacional de Identificación y Estado 
Civil a nivel nacional. Tratándose de cambios del estado civil del titular como 
consecuencia del matrimonio, este debe ser comunicado en el momento, vía el 
sistema informático correspondiente, a la Superintendencia Nacional de los 
Registros Públicos, para su incorporación al Registro de Matrimonios, del Registro 
Personal de Personas Naturales, bajo responsabilidad”. 
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Revisando las sentencias y resoluciones emitidas por los Juzgados Civiles de la 
Corte Superior de Arequipa, he encontrado varios casos en los que la venta de un 
bien social efectuada por uno solo de los cónyuges ha sido declarado nulo, 
asimismo hay casos en los que las medidas cautelares dictadas a favor de los 
acreedores no pueden ser efectivizados, por cuanto en la constitución del 
gravamen no han intervenido ambos cónyuges.  
Estas situaciones se deben a la falta de actualización del estado civil de los 
contratantes, sobre todo de los casados, pues muchas personas casadas no 
actualizan sus estado civil y aparecen solteros en su DNI, por lo que adquieren e 
inscriben bienes en los Registros Públicos a nombre de uno solo de los cónyuges, 
luego dicho bien es dispuesto o gravado únicamente por quien aparece como 
titular registral. Una vez dispuesto el bien o cuando el acreedor ejecuta el bien 
gravado, aparece el otro cónyuge demandando la nulidad de los actos de 
disposición o gravamen argumentando que no ha intervenido en el acto de 
disposición o gravamen, amparándose en lo dispuesto por el artículo 315° del 
Código Civil, lo que causa inseguridad jurídica en el tráfico comercial y pone en 
tela de juicio la garantía de la buena fe registral.  
Ello nos hace ver la necesidad de actualizar el estado civil de las personas, para 
lo cual considero que es necesaria una adecuada actualización del estado civil en 
el RENIEC, y que exista una interconexión informativa entre los municipios del 
país, RENIEC y Registros Públicos, a fin de actualizar de oficio el estado civil de 
los ciudadanos y evitar engorrosos procesos que debilitan la seguridad jurídica en 
el tráfico comercial. Sin embargo, a pesar de los avances tecnológicos y de la 
tecnología de información y comunicación, esta solución aún no ha sido 
establecida. 
El problema planteado es la que me motiva a efectuar la presente investigación, lo 
que me permitirá determinar la vulnerabilidad de la seguridad jurídica en el tráfico 
comercial de bienes sociales por la falta de actualización del Estado Civil de los 
contratantes en el RENIEC en base al análisis de las sentencias de los Juzgados 





I. PLANTEAMIENTO TEÓRICO 
1. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN. 
1.1 ENUNCIADO DEL PROBLEMA. 
VULNERABILIDAD DE LA SEGURIDAD JURIDICA EN EL TRÁFICO 
COMERCIAL DE BIENES SOCIALES POR FALTA DE ACTUALIZACION 
DEL ESTADO CIVIL DE LOS CONTRATANTES, EN LAS SENTENCIAS 
DE LOS JUZGADOS CIVILES DE AREQUIPA, 2012-2016 
1.2 DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 
1.2.1. CAMPO, ÁREA Y LÍNEA DE INVESTIGACIÓN. 
- Campo : Ciencias Jurídicas 
- Área  : Derecho Civil 
- Línea : Vulnerabilidad de la seguridad jurídica en el 
tráfico comercial de bienes sociales. 
1.2.2. OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES. 




Falta de actualización del estado 
civil de los contratantes.  
 
(La no realización de los trámites 
en el RENIEC para la 
correspondiente actualización de 
las variaciones en el estado civil 
de las personas en su DNI). 
 Regulación normativa sobre 




- Ley N° 26497. Ley orgánica del RENIEC 
- Ley 29222, que modifica el artículo 37° de la 
Ley 26497. 
- Reglamento de Inscripciones del RENIEC 
- Resolución Jefatural N° 759-2008/JNAC/RENIEC 
 
 Consecuencias de la falta de 
actualización del estado civil. 
 
- Matrimonios y divorcios no inscritos 
- Dificultades en el tráfico comercial de bienes 
sociales 
- Abuso de derecho en la disposición de 
bienes sociales 
- Propuesta de una Ley que obligue la 
interconexión entre el RENIEC y Registros 
públicos 
Variable Dependiente 
Vulnerabilidad de la seguridad 
jurídica en el tráfico comercial de 
bienes sociales. 
 
(La posibilidad de abuso de derecho 
por la acción de uno de los cónyuges, 
cuando sin intervención o 
asentimiento del otro, pueda disponer 
de los bienes sociales).  
 Seguridad Jurídica 
 
- La fe pública registral en el tráfico comercial 
- La seguridad jurídica en el sistema registral 
peruano 
- Eficacia de la seguridad Jurídica en el 
sistema registral peruano. 
 La seguridad jurídica en el 
tráfico comercial de bienes 
sociales 
-  Casos de disposición unilateral de bienes de 
la sociedad de gananciales 
- Desprotección del patrimonio de la sociedad 
de gananciales 
- Desprotección del tercero adquirente en la 




1.2.3. INTERROGANTES DE INVESTIGACIÓN.  
1. ¿Debido a la falta de actualización del Estado Civil de los 
contratantes, se han presentado casos de disposición 
unilateral de bienes de la sociedad de gananciales? 
2. ¿Nuestro sistema jurídico permite tutelar el derecho del 
cónyuge que no intervino y del tercero adquirente, en casos 
de disposición unilateral del bien social, efectuada por uno de 
los cónyuges,  aprovechando la falta de actualización de su 
estado civil? 
3. ¿Es vulnerable la seguridad jurídica en el tráfico comercial de 
bienes sociales por  la falta de actualización del estado civil 
de los contratantes? 
4. ¿Existe necesidad de regular la obligatoriedad de la 
interconexión entre el RENIEC y Registros Públicos, a fin de 
actualizar de oficio el estado civil de los ciudadanos? 
1.2.4. TIPO Y NIVEL DE INVESTIGACIÓN. 
- Tipo : Documental. 
- Nivel : Descriptivo - Explicativo 
 
1.3. JUSTIFICACIÓN DEL PROBLEMA. 
La actualización del estado civil de las personas es de vital importancia, toda 
vez que para contratar respecto a los bienes de una persona, nos basamos 
en  la información que aparece en su Documento Nacional de Identidad y la 
información que se muestra en los Registros Públicos.  
Según el artículo 315° del Código Civil, para disponer y gravar bienes de la 
sociedad de gananciales deben concurrir ambos cónyuges, sin embargo 
cuando el bien ha sido adquirido a nombre de uno solo de los cónyuges y, 
éste mismo, posteriormente dispone o grava unilateralmente dicho bien 
inmueble, éstos actos estarían plagados de nulidad.  
La situación descrita, se da en nuestro país, por cuanto al contraer 
matrimonio, la mayoría de contrayentes no actualizan su estado civil en el 
RENIEC, lo que genera diferentes problemas jurídicos cuando uno de ellos 
dispone los bienes de la sociedad como si fuera soltero, cuando en realidad 
es casado, generando inseguridad jurídica, por lo que a consecuencia de 
este tipo de actos, se interponen diferentes procesos judiciales, con el objeto 
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de determinar los derechos de propiedad sobre el bien social y la nulidad de 
los actos de disposición, los que nos hacen ver, actualmente no existe una 
adecuada tutela de los derechos e intereses del cónyuge que no intervine y 
del tercero de buena fe, en aquellos supuestos en los que se afecta el 
patrimonio social.  
Es por ello la ejecución del presente investigación encuentra justificación y 
tiene: 
Relevancia Jurídica, porque la vulneración de la seguridad jurídica en el 
tráfico comercial de bienes sociales, en los casos de disposición unilateral 
de un bien social, efectuada por uno de los cónyuges, aprovechando la falta 
de actualización de su estado civil en el RENIEC, así como los procesos 
judiciales que se entablan a consecuencia de los actos de disposición y 
gravamen unilateral, se enmarcan en el ámbito jurídico, por lo que el 
problema investigado es relevante jurídicamente. 
Relevancia Científica, porque la presente investigación buscará determinar 
las causas que inciden para no actualizar el Estado Civil de los contratantes 
en el RENIEC, analizar si nuestro sistema jurídico permite tutelar el derecho 
del cónyuge que no intervino y del tercero adquirente, en casos de 
disposición unilateral del bien social, efectuada por uno de los cónyuges, 
aprovechando la falta de actualización de su estado civil en el RENIEC y en 
base a ello determinar la vulnerabilidad de la seguridad jurídica en el tráfico 
comercial de bienes sociales por  la falta de actualización del estado civil. 
Por lo que, se desarrollará conceptos, teorías y propuestas, en busca de una 
regulación que obligue la interconexión informativa entre Municipios, 
RENIEC y Registros Públicos, que permita la actualización de oficio del 
estado civil de los ciudadanos. 
Relevancia Humana, por cuanto debido a la falta de actualización del 
estado civil de los contratante casados en el RENIEC, lo que genera 
diferentes problemas jurídicos cuando uno de ellos dispone los bienes de la 
sociedad como si fuera soltero, cuando en realidad es casado, y a ra´zi de 
ello se generan sendos procesos judiciales que buscan la determinación los 
derechos de propiedad sobre el bien social y la nulidad de los actos de 
disposición, mostrándonos que no existe una adecuada tutela de los 
derechos e intereses del cónyuge que no intervine y del tercero de buena fe. 
Por lo que, mediante la presente investigación a través de un Proyecto de 
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Ley se planteará la modificación de normas del Código Civil, Ley Orgánica 
de Municipalidades, Ley Orgánica de RENIEC y Reglamento de Registros 
Públicos, buscando la obligatoriedad de la interconexión informativa entre 
Municipios, RENIEC y Registros Públicos, Públicos, que permita la 
actualización de oficio del estado civil de los ciudadanos. 
Relevancia Contemporánea, puesto que los problemas que se suscitan a 
raíz de la falta de actualización del Estado Civil en el RENIEC es de 
nuestros tiempos, y los procesos judiciales que se tramitan ante el Poder 
Judicial son de ahora, nuestra investigación es actual. 
 
2. MARCO CONCEPTUAL  
Falta de actualización del estado civil de los contratantes en el RENIEC  
1. Regulación normativa sobre la actualización del estado civil en el 
RENIEC 
1.1. Ley N° 26497, Ley Orgánica del RENIEC 
La Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 
(RENIEC), en su artículo 32° señala que “el Documento Nacional de 
Identidad (DNI) debe contener, como mínimo, la fotografía del titular de 
frente y con la cabeza descubierta, la impresión de la huella dactilar del 
índice de la mano derecha del titular o de la mano izquierda a falta de 
este, además de los siguientes datos:  
a.- La denominación de Documento Nacional de Identidad o D.N.I. 
b.- El código único de identificación que se le ha asignado a la persona. 
c.- Los nombres y apellidos del titular. 
d.- El sexo del titular. 
e.- El lugar y fecha de nacimiento del titular. 
f.- El estado civil del titular. 
h.- (…)” (Ley N° 26497, 1995, artículo 32°) 
La norma citada, en su literal f) señala que el Documento Nacional de 
Identidad debe contener el estado civil del titular, lo que debe ser 
declarado y/o actualizado por el mismo titular, por lo que, muchas 
personas por conveniencia declaran su estado civil como solteros. 
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Esta norma fue modificada mediante la Ley N° 29222 respecto a la 
validez del DNI. Por ello, actualmente en el tercer párrafo de su artículo 
37°, señala que “la falta de actualización de los datos del Documento 
Nacional de Identidad (DNI), como los cambios de estado civil del titular, 
o de su decisión de ceder o no órganos y tejidos para fines de trasplante 
o injerto después de su muerte, o de otras situaciones de similar 
naturaleza, no genera la invalidez del documento, sino el pago de multa 
equivalente al cero punto dos por ciento (0.2%) de la Unidad Impositiva 
Tributaria (UIT), salvo los casos de dispensa por razones de pobreza” 
(Ley 26497, 1995, artículo 37°). 
1.2. Reglamento de inscripciones del registro nacional de identificación 
y estado civil 
El Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y 
Estado Civil, en su artículo 3° señala que “la inscripción en el Registro 
es obligatoria. El derecho a solicitar que se inscriban los hechos 
relativos a la identidad y estado civil de las personas es imprescriptible e 
irrenunciable. Son hechos inscribibles, los siguientes: a) Los 
nacimientos, b) Los matrimonios, c) Las defunciones, (…)” (D. S. Nº 
015-98-PCM, 1998, artículo 3°). Posteriormente, en sus artículos 44° y 
siguientes, establece el procedimiento para la inscripción del 
matrimonio. 
En ese sentido, al contraer el matrimonio una persona adquiere el 
estado civil de casado, y al inscribir el matrimonio en los Registros 
Civiles este estado debe actualizarse  
1.3. Resolución Jefatural N° 759-2008/JNAC/RENIEC 
Mediante esta Resolución, el RENIEC establece un plazo de 90 días 
calendario desde la publicación de esta norma, para que las personas 
actualicen su estado civil en el Documento Nacional de Identidad, si se 
casaron, divorciaron, se declaró la nulidad del matrimonio o enviuden, 
después de la entrada en vigencia de la Ley N° 29222. 
Dichos plazo se computa desde la fecha en que se inscriban los 
referidos actos en el Registro Civil. “Vencidos los plazos señalados, 
serán de aplicación la sanción prevista en la Ley N° 29222, consistente 
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en una multa equivalente al 0.2% de la UIT” (Resolución Jefatural N° 
759-2008/JNAC/RENIEC). 
 
2. Consecuencias de la falta de actualización del estado civil en el reniec 
2.1. Sanciones por no actualizar el estado civil 
Conforme a nuestra legislación, artículo 37° de la Ley 26497, Ley 
Orgánica del RENIEC, modificada mediante Ley N° 29222, y la 
Resolución Jefatural N° 759-2008/JNAC/RENIEC, una de las 
consecuencias de la falta de la actualización de estado civil es ser 
paciente de una multa equivalente al 0.2% de la UIT.  
Aparte de esta sanción pecuniaria no encontramos ninguna otra. Sin 
embargo, existen otras consecuencias como la existencia de 
matrimonios no inscritos o no declarados, lo que dificulta el tráfico 
comercial cuando se trata de bienes sociales, y en muchos casos se 
cometen abuso de derecho disponiendo unilateralmente bienes 
sociales, por lo que urge una Ley que obligue la interconexión entre 
todas las Municipalidades del país y el RENIEC. 
Vulnerabilidad de la seguridad jurídica en el tráfico comercial de bienes 
sociales 
1. Seguridad jurídica 
1.1. Conceptualización 
Como señala el Tribunal Constitucional el principio de seguridad jurídica 
significa “la predictibilidad de las conductas (en especial, las de los 
poderes públicos) frente a los supuestos previamente determinados por 
el Derecho, es la garantía que informa a todo el ordenamiento jurídico y 
que consolida la interdicción de la arbitrariedad” (STC, Exp. N° 0016-
2002-AI/TC. FJ. 3).  
Sainz De Bujanda (1963) nos dice que seguridad jurídica significa “estar 
asegurado: 1) Respecto a la normatividad aplicable y a su contenido y 
efectos; 2) Respecto a la circunstancia de que los órganos estatales 




En ese sentido, la seguridad jurídica, por un lado proporciona a los 
ciudadanos la posibilidad de conocimiento anticipado de las 
consecuencias jurídicas de sus actos, es decir, saber a qué atenerse 
cuando realiza un determinado acto (seguridad subjetiva); y por otro 
lado, implica la existencia de un ordenamiento jurídico que garantiza un 
estado de organización social, y ofrece un grado determinado de 
previsibilidad en la realización de los restantes valores superiores 
(seguridad objetiva). 
1.2. Seguridad jurídica registral 
La búsqueda de la Seguridad Jurídica es una de las finalidades 
universalmente admitidas de la publicidad registral. Por lo que, como 
señala Garazatua Nuñovero, “la institución del Registro es reconocida 
como un instrumento específico de la seguridad jurídica, en tanto está 
orientado a atender de manera objetiva las necesidades de certeza y 
previsibilidad en el tráfico patrimonial, características éstas que son 
propias de una economía de mercado” (Garazatua, 2011. pp. 170-171). 
Es que la seguridad jurídica “proporciona a las personas la regularidad y 
certeza de las instituciones que operan en el derecho privado, como son 
el juez, el notario y el registrador público de la propiedad, los tres con la 
misión de velar por la seguridad jurídica privada en sus respectivas 
áreas: el primero en los casos en que surja contienda o controversia 
entre los titulares de los derechos particulares mediante una función 
correctiva; el segundo en los casos de normalidad de la vida, esto es sin 
que haya surgido contienda, especialmente en materia negocial, 
mediante el ejercicio de una función preventiva y el tercero en el 
ejercicio de sus funciones de calificación e inscripción” (Huerta, 2013, p. 
13). 
1.3. Clases de seguridad jurídica en ámbito registral 
En el ámbito registral se distingue la seguridad estática y la seguridad 
dinámica: 
La seguridad estática “protege al titular del derecho de los ataques de 
terceros que traten de desconocer su titularidad. Garantiza la seguridad 
de la tutela de los derechos” (Amado, 2011, 2). 
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La seguridad dinámica o de tráfico “procura brindar protección a los 
terceros que se ven involucrados en la circulación de la riqueza. Se 
proyecta en dos vertientes: protección de los acreedores del 
enajenante, que pueden ver burlados la garantía de este crédito con 
enajenaciones fraudulentas; y protección a los adquirientes, que no 
deben estar expuestos a la sorpresa de que el bien que se le transmite 
se encuentre gravado, embargado o simplemente no pertenezca al 
transferente” (Cárdenas, 2010, 11). 
El principio de seguridad jurídica, en la vertiente dinámica, hace que “el 
adquiriente de un derecho no puede ver ineficaz su adquisición en virtud 
de una causa que no conoció o que debió conocer al tiempo de llevada 
su adquisición. Brinda protección a terceros involucrados en la 
circulación de la riqueza. Seguridad del tráfico” (Amado, 2011, 2). 
2. Publicidad registral 
2.1. La publicidad registral 
La publicidad registral se puede definir como “el sistema de divulgación 
encaminada a hacer cognoscible determinadas situaciones jurídicas 
para la tutela de los derechos y la seguridad del tráfico. Esta publicidad 
legal es un servicio del estado, una función pública ejercida en interés 
de los particulares. El fenómeno publicitario se lleva a cabo a través del 
registro, entendido como oficina pública en donde se reciben los datos 
(o derechos) de interés colectivo, y a donde igualmente se pueden 
acudir para conocer la existencia y alcance de dichos datos” (Gonzales, 
2010, pp. 160-161). 
2.2. Características de la publicidad registral 
Siguiendo a Gunther Gonzales (2016) diríamos que “las características 
de la publicidad del registro son las siguientes: 
a.- Es institucional, pues la publicidad se lleva a cabo mediante un 
conjunto de reglas, funciones y procedimientos ordenados u 
organizados en forma racional bajo una dirección, para cumplir con 
un fin determinado, y regulado por el derecho.  
b.- Exteriorización continua de ciertos hechos o datos, y en este sentido, 
es una forma de publicación.  
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c.-  Exteriorización de situaciones concretas, esto es, prerrogativas 
reconocidas por el ordenamiento a favor de personas 
determinadas. 
d.-  Conocible, pues alude a que el público en general goza de la 
posibilidad de un conocimiento de los datos incorporados al 
registro. 
e.- Eficacia sustantiva, por cuanto para entablar cualquier relación 
jurídica se requiere de certeza respecto a los presupuestos de 
eficacia de un determinado negocio jurídico” (pp. 37-40).  
2.3. Función del registro 
Gunther Gonzales (2016) nos dice que “las funciones que cumple el 
registro son de constituir prueba y conservación de los derechos 
inscritos en ella, así como la protección de esos derechos” (p. 42).  
Si no constituye prueba y conservación de los derechos, sino protege 
esos derechos confiados en el sistema registral, no tendría interés la 
publicidad de determinados hechos o datos, si estos no tuvieran 
garantía alguna y no se pudiese depositar en ellos la plena confianza 
del consultante. Por ello, como señala Gonzales Barrón (2010) “antes 
de ofrecerse a publicidad, los datos han de someterse a control sobre 
su fehaciencia y legalidad, en caso contrario, carecerían de real utilidad. 
Igualmente, es necesario seleccionar los datos trascendentes en orden 
a los terceros” (p. 161).  
3. Fe publica registral 
3.1. La fe pública registral 
El principio de fe pública registral “es aquel principio que propende a la 
protección de los terceros de buena fe que adquirieron un derecho 
sobre la base de la información proporcionada por el Registro y lo han 
inscrito, aunque el transferente no tenía dicho título o este sea anulado, 
rescindido o resuelto en mérito de causas que no constan en el registro” 
(Tarazona, 2014, 555). 
José Manuel García (1993) señala que el principio de fe pública registral 
"es aquel principio hipotecario en virtud del cual el tercero que adquiere 
en base a la legitimación dispositiva de un titular registral es mantenido 
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en la adquisición a non domino que realiza, una vez que ha inscrito su 
derecho, con los demás requisitos exigidos por la ley" (p. 277). 
Por la fe pública registral “el tercero que contrató basado en la 
información que le proporcionó el Registro, actuará confiado en dicha 
información porque sabe que una vez inscrito su derecho no le afectará 
cualquier modificación que sufra el título de su transferente, por causas 
que desconocía, al no constar en el Registro” (Tarazona, 2014, 556). 
3.2. Requisitos de la fe pública registral 
Nuestra Corte Suprema ha señalado que “el artículo dos mil catorce del 
Código Civil, consagra el principio de fe pública registral que, para su 
configuración, exige la concurrencia copulativa de determinados 
requisitos, como son: a) que el adquiriente sea a título oneroso; b) que 
el adquiriente actúe de buena fe, tanto al momento de la celebración del 
acto jurídico del que nace su derecho como al momento de la 
inscripción del mismo, buena fe que se presumirá mientras no se 
acredite que tenía conocimiento de la inexactitud del registro 
(presunción iuris tantum); c) que el otorgante aparezca registralmente 
con capacidad para otorgar el derecho del que se tratase; d) que el 
adquiriente inscriba su derecho, y; e) que ni de los asientos registrales 
ni de los títulos inscritos en los Registros Públicos resulten causas que 
anulen, rescindan o resuelvan el derecho del otorgante. Este principio 
busca proteger al tercero que ha adquirido, de buena fe, un derecho de 
quien finalmente carecería de capacidad para otorgarlo, lo que implica 
la búsqueda de la seguridad en el tráfico inmobiliario, y que supone a 
veces un sacrificio en la seguridad del derecho” (Casación Nº 1208-
2006-PIURA).  
4. La buena fe 
Nuestro Código Civil en su artículo 2014 señala que “el tercero que de buena 
fe adquiere a título oneroso algún derecho de persona que en el registro 
aparece  con facultades para otorgarlo, mantiene su adquisición una vez 
inscrito su derecho, aunque después se anule, rescinda o resuelva el del 
otorgante  por virtud de las causas que no consten  en los registros públicos. 
La buena fe del tercero se presume  mientras no se pruebe que conocía la 
inexactitud del registro” (Código Civil, 1994, artículo 2014).  
163 
 
A partir de ello podemos decir que la buena fe tiene dos aspectos: uno 
negativo y otro positivo. Conforme al aspecto negativo, “la buena fe consiste 
en el desconocimiento de la existencia de una inexactitud registral, es decir, 
desconocer que la realidad registral discrepa de la extra registral” (Tarazona, 
2014, 558). Conforme a una concepción positiva “la buena fe consiste, no 
solamente en el desconocimiento de la inexactitud registral, sino además en 
la creencia de que el titular registral efectivamente lo es” (Tarazona, 2014, 
558). 
El artículo VIII del Título Preliminar del Reglamento General de los Registros 
Públicos, señala que “la inexactitud de los asientos registrales por nulidad, 
anulación, resolución o rescisión del acto que los origina, no perjudicará al 
tercero registral que a título oneroso y de buena fe hubiere contratado sobre 
la base de aquellos, siempre que las causas de dicha inexactitud no consten 
en los asientos registrales” (Reglamento General de los Registros Públicos, 
2012, artículo VIII del T.P.) 
En ese sentido, en el ámbito registral “la buena fe registral es aquel en virtud 
del cual el tercero adquiere en base a la legitimación dispositiva del titular 
registral es mantenido en la adquisición a non domino que realiza, una vez 
que ha inscrito su derecho, con los demás requisitos exigidos por la Ley” 
(Casación Nº 3047-2007-LIMA). Es decir, la protección que se otorga al 
tercero registral comprende aún en el supuesto que se declare la invalidez, 
rescisión o resolución del título de quien adquirió su derecho, en tal sentido, la 
protección que se otorga al tercero registral comprende los supuestos de 
ineficacia estructural (nulidad y anulabilidad) y los supuestos de ineficacia 
funcional (rescisión y resolución). 
En doctrina se reconoce un aspecto negativo y positivo de la buena fe; así, “el 
aspecto negativo implica desconocimiento de la existencia del vicio o 
inexactitud registral, y el aspecto positivo, creencia de que el transferente 
tiene suficientes facultades para proceder de ese modo. La buena fe, en ese 
sentido, implica la seguridad del poder de disposición y la ignorancia de 
posibles inexactitudes en el contenido del Registro, basado en un 
conocimiento promedio” (Aliaga, 2010, p. 389). 
5. Régimen de disposición de bienes dentro de la sociedad de gananciales 
5.1. La sociedad de gananciales 
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La sociedad de gananciales, “constituye un patrimonio, es decir un 
conjunto de bienes, derechos y obligaciones de contenido económico, 
que corresponde a un titular y con tratamiento unitario a efectos de 
responsabilidad, gestión y administración” (García, 2003, 581). 
Peralta Andía (2008) señala que “la sociedad de gananciales es un 
régimen patrimonial de comunidad, en el cual se distingue bienes 
propios de cada cónyuge y bienes de la sociedad adquiridos 
indistintamente por uno u otro durante el matrimonio y cuyas 
gananciales serán atribuidos por mitades al liquidarse la sociedad” (p. 
276). 
5.2. Bienes dentro del régimen de sociedad de gananciales. 
Nuestra Corte Suprema, señala que “la sociedad de gananciales es uno 
de los dos regímenes patrimoniales que contempla nuestra Codificación 
Civil para el desarrollo del matrimonio, en virtud del cual pueden existir 
dos tipos de bienes: los bienes propios de cada cónyuge y los bienes 
sociales, de conformidad con el artículo trescientos uno del Código Civil; 
régimen patrimonial este que fenece en virtud a diversas causales” 
(Cas. Nº 1925-2002-Arequipa). 
a) Bienes propios 
Los bienes sociales “son los bienes que pertenece a cada quien. 
Tienen la calidad de bienes propios todos los adquiridos con 
anterioridad al matrimonio, los adquiridos posteriormente sea por 
causas onerosa precedente o a título gratuito, los de naturaleza 
señalados en la ley y aquellos bienes que durante el régimen 
sustituyen o subrogan a otros bienes propios, sean estos corporales 
o incorporales, mueble o inmuebles, créditos o rentas” (Varsi, 2012, 
p. 175).  
b) Bienes sociales 
Son aquellos que pertenecen a la sociedad conyugal. Los bienes 
sociales están compuestos por los objetos corporales e 
incorporales que se adquieren durante el matrimonio a título 
oneroso, y aun después de su disolución por causa o título anterior 
a la misma.  
165 
 
Conforme al artículo 310° del Código Civil, son bienes sociales 
todos los no comprendidos en el artículo 302, incluso los que 
cualquiera de los cónyuges adquiera por su trabajo, industria o 
profesión; así como los frutos y productos de todos los bienes 
propios y de la sociedad y las rentas de los derechos de autor e 
inventor. 
También tienen la calidad de bienes sociales los edificios 
construidos a costa del caudal social en suelo propio de uno de los 
cónyuges, abonándose a éste el valor del suelo al momento del 
reembolso. 
5.3. La disposición de un bien de la sociedad 
Como señala Ramírez (2015), “conforme al artículo 315 del Código 
Civil, salvo que le haya sido otorgada a uno de los cónyuges la facultad 
de disponer o gravar los bienes gananciales, la celebración de actos de 
disposición o de gravamen de tales bienes requieren de la intervención 
del marido y la mujer” (p. 14). 
La norma señalada no señala expresamente la sanción para cuando 
uno de los cónyuges, in intervención del otro, dispone o grava un bien 
de la sociedad de gananciales. Sin embargo, a nivel doctrinal y 
jurisprudencial se ha señalado que la voluntad concorde de los 
cónyuges es el elemento constitutivo necesario para la validez del acto. 
Siendo así, “el acto practicado sin intervención de uno de ellos y, aun, 
sin la autorización supletoria judicial, es nulo por falta de manifestación 
de voluntad: ésta se configura con la intervención de ambos cónyuges 
(artículo 219, inciso 1, del Código Civil)” (Plácido, 2010, 341). 
Asimismo, Aguilar Llanos (2016) señala que “teniendo en cuenta el 
interés familiar existente, interés que debe ser protegido en función de 
proteger el núcleo familiar, creemos que la nulidad es la que debe 
proceder en caso de contravención a la disposición conjunta de los 
bienes sociales, y además porque se trata de un acto (la disposición) 
que va contra una norma imperativa, en tanto que ordena que ante la 
eventualidad de gravar o disponer bienes sociales debe concurrir ambos 
cónyuges. Se trata de dejar sin efecto ese contrato y revertir el bien que 
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no solo está al servicio de los cónyuges, sino igualmente de todos los 
integrantes del grupo familiar” (p. 203) 
Justamente, una de las conclusiones a las cuales arribó el Pleno 
Jurisdiccional Nacional de Derecho Civil y Procesal Civil 2015, 
desarrollada en la ciudad de Arequipa el 16 y 17 de octubre del mismo 
año, es que este tipo de actos de disposición es nulo, porque “en los 
actos jurídicos en los que uno de los cónyuges dispone de bienes de la 
sociedad de gananciales sin la intervención del otro se advierte la falta 
del requisito de manifestación de voluntad del cónyuge preterido en la 
celebración del acto, siendo la manifestación de voluntad el elemento 
primordial para su validez (art. 219, inciso 1 del Código Civil)” (Mella, 
2015, 104). Sin embargo, hay opiniones divergentes, otros que son 
actos plagados de nulidad virtual, etc. 
5.4. La necesidad de inscripción de los matrimonios en los registros 
públicos 
Dada la problemática de venta de bienes de la sociedad por uno solo de 
los cónyuges, lo que perjudica al cónyuge que no intervino en unos 
casos y en otros al tercero comprador de buena fe. Es que existe la 
necesidad de que en los Registros Públicos exista un Registro especial 
de los matrimonios, con la finalidad de publicitar el estado civil de los 
mismos. Sin embargo, en nuestro país no existe ello, muy a pesar que 
para ello bastaría con que se cruce información con los Municipios y el 
RENIEC. 
 
3. ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS  
1. ALMEIDA BRICEÑO, José (2002). Tesis Titulada “La protección del 
cónyuge y del tercero en la Sociedad de Gananciales”, desarrollada en 
la Pontificia Universidad Católica del Perú. 
Enfoque principal: En esta investigación el autor pretende determinar si el 
régimen patrimonial de sociedad de gananciales regulado por nuestro 
ordenamiento jurídico civil tutela adecuadamente los intereses del cónyuge no 
interviniente y del tercero de buena fe en aquellos supuestos en los que se 
afecta el patrimonio social por actos de disposición arbitraria o por deudas 
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privativas contraídas por uno de los cónyuges - sin asentimiento del otro - a 
favor de dicho tercero. 
Conclusiones más significativas: La conclusión que guarda relación con mi 
investigación es la que señala que “el régimen patrimonial de sociedad de 
gananciales regulado por nuestro ordenamiento jurídico civil tutela 
deficientemente los intereses del cónyuge no interviniente y del tercero de 
buena fe en aquellos supuestos en los cuales uno de los cónyuges sin la 
participación de su consorte afecta el patrimonio social mediante su 
disposición o su afectación en garantía por deudas privativas” (Almeida, 
2002).  
Aporte: Esta investigación me permite entender que la regulación actual del 
régimen de la sociedad de gananciales no tutela adecuadamente al cónyuge 
que no intervino y al tercero de buena fe, en casos de ventas arbitrarias de 
bienes sociales por uno solo de los cónyuges, haciéndonos notar que la 
principal dificultad que debe superar el cónyuge no interviniente –ante el 
silencio del Art. 315° CC- será determinar cuál viene a ser la sanción aplicable 
a los actos de disposición arbitrarios del patrimonio social, que podría ser la 
nulidad del acto celebrado por el otro cónyuge.  
2. ALCA ROBLES, Wuilber Jorge (2011). Tesis Titulada “La falta de 
actualización de los datos del Estado Civil y el Matrimonio Civil. Efectos 
jurídicos en la seguridad jurídica y el tráfico comercial”, desarrollada en 
la Escuela de Post Grado de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas 
de la Universidad Mayor de San Marcos. 
Enfoque principal.- En esta investigación el autor pretende determinar las 
consecuencias generadas por la falta de actualización del estado civil y la 
bigamia en el actual registro oficial del RENIEC en la seguridad jurídica y el 
sistema socio económico del país, así como si es procedente reducir los 
casos de falta de actualización del estado civil y bigamia aplicando algunos 
principios y herramientas tecnológicas del actual derecho registral de los 
Registros Públicos - SUNARP en el sistema registral del estado civil del 
RENIEC. 
Conclusiones significativas.- La conclusión que guarda con nuestra 
investigación es aquella que señala que “ante las reales deficiencias del 
Sistema Registral de la RENIEC, en la medida que no exista un sistema 
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integrado tanto orgánica como tecnológicamente y se modifiquen la 
normatividad especializada del RENIEC en base a una moderna dogmática 
registral propia de todo sistema registral con principios, técnicas y 
herramientas que brinde real y concreta seguridad jurídica antes, durante y 
después de todo el procedimiento registral, debemos mantener todavía un 
registro público de naturaleza obligatorio para la inscripción de los 
matrimonios, que surtan efectos desde el momento de su celebración, pero 
como consecuencia de la inscripción en el registro civil, tanto para los 
contrayentes como los terceros y siempre que se trate de una OREC 
incorporada” (Alca, 2011). 
Aporte.- Esta investigación me permitirá entender que el sistema registral del 
RENIEC tiene deficiencias por cuanto no se encuentra actualizada el Estado 
Civil de todas las personas, asimismo no se encuentra interrelacionada con 
de otras instituciones, como con los Registros Públicos, lo que no permite 
conocer el estado civil de las personas con quienes se contrata, por lo que en 
ocasiones se han efectuado ventas unilaterales de bienes de la sociedad de 
gananciales, con las consecuencias de ley que acarrean estos actos.   
 
4. OBJETIVOS  
1) Determinar si debido a la falta de actualización del Estado Civil de los 
contratantes, se han presentado casos de disposición unilateral de bienes 
de la sociedad de gananciales 
2) Analizar si nuestro sistema jurídico permite tutelar el derecho del cónyuge 
que no intervino y del tercero adquirente, en casos de disposición unilateral 
del bien social, efectuada por uno de los cónyuges,  aprovechando la falta 
de actualización de su estado civil. 
3) Demostrar la vulnerabilidad de la seguridad jurídica en el tráfico comercial 
de bienes sociales por falta de actualización del estado civil de los 
contratantes. 
4) Determinar la existencia de la necesidad de regular la obligatoriedad de la 
interconexión entre el RENIEC y Registros Públicos, a fin de actualizar de 







DADO QUE a nivel del Poder Judicial se viene presentado sendos procesos 
cuestionando la legalidad de la disposición de bienes sociales efectuada por uno 
solo de los cónyuges, aprovechando la falta de actualización de su estado civil en 
el RENIEC y la publicidad registral del mismo; ES PROBABLE QUE la seguridad 
jurídica en el tráfico comercial de bienes sociales, sea vulnerable, cuando estos 
bienes son dispuestos unilateralmente por uno de los cónyuges aprovechando la 
falta de actualización del estado civil de los contratantes. 
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III. PLANTEAMIENTO OPERACIONAL 
1. TÉCNICAS, INSTRUMENTOS DE VERIFICACIÓN 
1.1. Precisión  
 Técnicas:  
- Observación documental 
- Entrevista. 
 Instrumentos:  
- Ficha de observación documental estructurada 
- Cédula de entrevista 
1.2. Cuadro de Coherencias  
VARIABLES INDICADORES/SUB INDICADORES TÉCNICAS/INSTR. 
Variable Independiente 
 
Falta de actualización del 
estado civil de los 
contratantes.  
 
(La no realización de los 
trámites en el RENIEC 
para la correspondiente 
actualización de las 
variaciones en el estado 
civil de las personas en su 
DNI). 
 Regulación normativa sobre la actualización del 
Estado Civil en el RENIEC 
- Ley N° 26497. Ley orgánica del RENIEC 
- Ley 29222, que modifica el artículo 37° de la Ley 
26497. 
- Resolución Jefatural N° 759-2008/JNAC/RENIEC 
- Convenios entre RENIEC y Municipios sobre 
actualización de estado civil. 
 Consecuencias de la falta de actualización del 
estado civil 
- Matrimonios y divorcios no inscritos 
- Dificultades en el tráfico comercial de bienes 
sociales 
- Abuso de derecho en la disposición de bienes 
sociales. 
- Propuesta de una Ley que obligue la interconexión 













Vulnerabilidad de la 
seguridad jurídica en el 
tráfico comercial de bienes 
sociales. 
 
(La posibilidad de abuso 
de derecho por la acción 
de uno de los cónyuges, 
cuando sin intervención o 
asentimiento del otro, 
pueda disponer de los 
bienes sociales).  
 
 
 Seguridad jurídica 
- La fe pública registral en el tráfico comercial 
- La seguridad jurídica en el sistema registral 
peruano 
- Eficacia de la seguridad Jurídica en el sistema 
registral peruano. 
 La seguridad jurídica en el tráfico comercial de 
bienes sociales  
- Casos de disposición unilateral de bienes de la 
sociedad de gananciales 
- Desprotección del patrimonio de la sociedad de 
gananciales 
- Desprotección del tercero adquirente en la venta 















1.3. Prototipo de Instrumentos  
 
MODELO DE FICHA DE OBSERVACION DOCUMENTAL 




           Sub  
         Indicadores 
Nº 
Expediente 
Regulación jurídica de la 
autonomía procesal del 
Tribunal Constitucional 


















2. CAMPO DE VERIFICACIÓN:   
 
2.1. Ubicación espacial  
Primer módulo civil de la Corte Superior De Justicia De Arequipa 
2.2. Ubicación Temporal  
La investigación abarcará el periodo 2012-2016 
2.3. Unidades de Estudio:  
Las unidades de estudio están constituidas por expedientes de los 
Juzgados Civiles de Arequipa correspondientes a los años 2012-2016 
 Universo: 
Un total 39 expedientes que versan sobre nulidad, anulabilidad e 
ineficacia del acto jurídico por disposición unilateral de bien social, 
efectuada por uno de los cónyuges que figura como único titular 
registral y que en su DNI aparece como soltero por no haber 
actualizado su estado civil, tramitados en los Juzgados Civiles de 
Arequipa entre los años 2012 al 2016. 
 Muestra: 
La muestra será equivalente a nuestro universo. 
3. Estrategia de recolección de datos 
1.1. Organización  
 Para efectos de la recolección de datos, se coordinará con el 
Director de la Escuela de Post Grado de la Universidad Santa María 
de Arequipa y profesores de las maestrías. 
 Se efectuará las coordinaciones correspondientes con el Presidente 
de la Corte Superior de Arequipa y se solicita permiso para la 
revisión de los copiadores de las Sentencias Judiciales del Primer 
al Quinto Juzgado Civil de la Corte Superior de Justicia de 
Arequipa. 
 Para la recolección de datos se utilizará Fichas de Observación 
documental estructurada, así como la cédula de entrevista. Una vez 
recolectado los datos, estos de sistematizarán estadísticamente 






1.2. Recursos:  
Recursos Humanos: 
Personas Número 





Papel bond 2000 
Fichas de observación documental 96 







DENOMINACIÓN COSTO TOTAL 
Recurso humanos 
Recursos materiales (Bienes y servicios) 
3200.00 
520.00 
COSTO TOTAL GENERAL  3800.00 
 
1.3. Validación del instrumento   
Para la validación del instrumento consistente en la Ficha de 
Observación Estructurada, así como la cédula de entrevistas, se realizó 
una prueba piloto en una pequeña población conformada por 
Magistrados, mediante la cual se han corregido algunos errores y se 
encuentran listos para su utilización. 
1.4. Criterios para el manejo de resultados:  
Los datos recolectados se sistematizarán en cuadros y gráficos 
estadísticos, para presentarlo adecuadamente el informe, apoyándome 
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ANEXO 2: MODELO DE ENCUESTA APLICADA A JUECES 
ENCUESTA 
La presente encuesta tiene por finalidad captar opiniones e ideas referidas a la 
vulnerabilidad de la seguridad jurídica en el tráfico comercial de bienes sociales 
por la falta de actualización del estado civil de los contratantes en el RENIEC o 
Registros Públicos, conforme a las sentencias de los Juzgado Civiles de la 
Corte Superior de Justicia de Arequipa, 2012-2016, por lo que agradeceré que 
pueda marcar con un aspa (X) lo que considere correcto. 
1. En su experiencia como Juez Civil, ¿ha conocido Ud. procesos de Nulidad 
o Ineficacia del acto Jurídico de disposición unilateral del bien social que 
realiza uno de los cónyuges, a cuyo nombre se encuentra inscrito el bien 
social? 
Sí (   )   No (   ) 
2. A su criterio, el acto de disposición unilateral del bien social, efectuada por 
uno de los cónyuges  aprovechando la falta de actualización de su estado 
civil en el RENIEC o Registro Públicos, es un:  
- Acto nulo (    ) 
- Acto anulable (   ) 




3. ¿Nuestro sistema jurídico permite tutelar el derecho del cónyuge que no 
intervino en casos de disposición unilateral del bien social, efectuada por 
uno de los cónyuges, aprovechando la falta de actualización de su estado 
civil en el RENIEC o Registro Públicos?  




4. ¿Nuestro sistema jurídico permite tutelar adecuadamente el derecho del 
tercero adquirente, en casos de disposición unilateral del bien social, 
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cuando esta es efectuada por uno de los cónyuges aprovechando la falta 
de actualización de su estado civil en el RENIEC o Registros Públicos? 




5. En nuestro país ¿Es vulnerable la seguridad jurídica en el tráfico comercial 
de bienes sociales, por la falta de actualización del estado civil de los 
contratantes en el RENIEC y Registros Públicos? 
Sí (   )   No (   ) 
6. Para efectos de lograr seguridad jurídica en el tráfico comercial de bienes 
sociales, ¿considera usted adecuado que los matrimonios civiles se 
inscriban en los Registros Públicos? 
Sí (   )   No (   ) 
7. Cree Ud. ¿Qué las uniones de hecho inscritas en los Registros Públicos 
(conforme a la Ley 29560), ofrecen mayor seguridad jurídica en el tráfico 
comercial, que los matrimonios no inscritos en los Registros Públicos? 
Sí (   )   No (   ) 
8. ¿Considera necesario regular la obligatoriedad de la interconexión entre 
Municipios del país, RENIEC y Registros Públicos, a fin de actualizar de 
oficio el estado civil de los ciudadanos? 
Sí (   )   No (   ) 
